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. TRATADO DE LA EXTRADICIÓN - 

• *t _ - - — ¿f * 

PREFACIO. 

Cree el autor de este modesto trabajo que hasta la 
fecha no se ha dado á la luz pública un tratado de 
extradición escrito en español. Se ha traducido á 
nuestro idioma la excelente obra de Fiore sobre el 
"Derecho Penal Internacional," v ím el "Derecho 
Internacional Privado" de don Emilio Bravo, se 
encuentran consignados algunos principios sobre 
esta materia; pero, además de que esas obras fueron 
publicadas hace varios anos, contienen, como era de 
suponerse, pocas referencias á los tratados y legisla- 
ción de los países. hispano-amerieanos. 

Es de creerse, por lo tanto, que pueda ser de 
utilidad una obra en que están compendiados los 
principios que constituyen la base del derecho de la 
extradición, y en (pie se coleccionan- las reglas que en 
la actualidad sirven de norma á los gobiernos civili- 
zados para decretar la entrega de los reos acusados 
de crímenes cometidos en otros países. 

En esta obra se hace referencia á los casos de 
extradición más modernos, á las disposiciones más 
recientes emitidas sobre el particular por autorida- 
des competentes, y á las (pie están comprendidas en 
los principales tratados vigentes sobre la materia. 

Con respecto de los principios enunciados en este 
libro, salvo aquellos oue el autor lia podido diluei- 
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dar de las publicaciones oficiales de México y de las 
Repúblicas centro y sur-american as, todos esos prin- 
cipios se encuentran demostrados en la obra ya cita- 
da de Fiore, en los luminosos tratados de Billot y 
Bernard, y en el muy reciente y laborioso "Treatinf 
on Extradüion, and írtferstatr Rewdition" de John Bas- 
sett Moore. 

Faltaría el autor á un deber de gratitud si no 
expresara su profundo reconocimiento a las Secre- 
tarías de Relaciones Exteriores de su país, de Espa- 
ña, de los Estados Unidos y de la Repúblicas centro 
y sur-americanas, por haberle facilitado datos y 
publicaciones adecuadas á sus labores. 

Deficiente como indudablemente es este trabajo 
bajo muchos conceptos, es de desearse, sin embargo, 
que servirá para aclarar algunas dudas que se pre- 
senten á las autoridades que tengan que resolver 
casos de extradición, y que será de utilidad á aque- 
llos diplomáticos que se vean obligados á pedir la 
entrega de reos. 

En conclusión el autor haciendo suyas las frases 
de un reputado escritor, ( # ) se lisonjearía de no haber 
trabajado sin fruto, si á lo menos esta tentativa 
sirviese de estímulo á otras, en que con más luces, 
más tiempo y más abundantes materiales que los 
que ha tenido á su disposición, se desempeñase 
mejor la materia. 

Johk F. Goi>oY. 
Guatemala, marzo de 189(>. 



(*) Andró* Bullo en el prólogo de mu obra: "Principio* de De- 
recho Internacional/ 
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TRATADO DE LA EXTRADICIÓN. 



PARTE I. 



DEFINICIÓN, ORIGEN E HISTORIA 



CAPITULO I. 



DEFINICIÓN. 



§ 1. — Diversas son las definiciones del derecho de 
extradición (1) que mencionan los mejores autores. 
Sin embargo, existen en todas esas definiciones 
los elementos principales y necesarios para dar una 
idea bastante clara y precisa respecto del verdadero 
significado de la palabra, y su aplicación entre las 
naciones que se rigen por el derecho internacional 
moderno. 



(1) Según Fiore algunos autores hacen derivar la palabra de 
extra-ditio, que tendría el sentido de dictio ó potestas extraterri- 
torium, pero tal explicación fundadamente no la considera satis- 
factoria, por que se haría suponer que la extradición implica una 
jurisdicción sobre un país extranjero. Ese autor cree más bien 
encontrar el origen de la palabra de traditio ex que significa re- 
mesa de soberano á soberano. 
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§ 2. — Calvo adopta la definición de Fcelix, diciendo 
que la extradición es el acto por el cual un gobierno 
entrega un individuo perseguido por un crimen ó 
delito a otro que lo reclama, a fin de juzgarle y casti- 
garle por haberlo perpetrado. (1) 

vS :{. — La definición que da Biliot nos parece más 
precisa, pues expresa que la extradición es el acto 
por el cual un gobierno entrega un individuo, acu- 
sado ó declarado culpable de un delito cometido 
fuera de su propio territorio a otra nación que lo 
reclama y que es competente para juzgarle y casti- 
garle. (2) 

§ 4. — En su reciente obra, Moore dice que la ex- 
tradición es la entrega por una nación de una per- 
sona acusada ó declarada culpable de un crimen, á 
otra nación dentro de cuyo territorio lo cometió, ya 
sea realmente ó por deducción legal, y que pide su 
entrega, con el fin de ejecutar justicia. ('*) 

§ 5. — De lo anterior se deduce que hay tres ele- 
mentos necesarios para establecer la extradición, 
(a) Una persona acusada ó declarada culpable de un 
delito, llamada reo, inculpado ó individuo reclama- 
do, (h) Una nación en cuyo territorio esa persona 
ha cometido el delito, y que desea tenerlo en su 
poder para juzgarle y castigarle. A esa nación se 
denomina Estado requeriente, reclamante ó deman- 
dante, (a) Una nación que tiene jurisdicción del 



(1) (!alvo, Itará'ttho Iiitarnamonal, § 200. 

(2) Biliot, Traite da l'Extraditíou, página 1- 
ítfj Motín* oii Kxtrailition «t« M § 1. 
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roo y a quien so le pide su entrega, Ksa nación so 
estila Kstado requerido, demandado ó de asilo. O* 

\N tí. Por lo tanto, puede considerarse la extra- 
dición como un contrato, siendo el Kstado reclamante 
y el requerido las partes contratantes y la entrega 
del ivo el objeto de oso contrato. »-* Por eso es que 
Billot modifica su definición que ya hemos citado, y 
dice que la extradición es un contrato por el cual un 
Kstado entrega un individuo acusado ó declarado 
culpable do una iu Tracción cometida fuera de su te- 
rritorio, á otro estado que lo reclama y es compe- 
tente para juzgarlo y castigarlo. * :l * Kn virtud de 
lo anterior algunos autoivs hacen aplicables los 
principios de la ley civil sobre contratos al derecho 
do extradición, *•** 
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omur.N. 



§ 7. — Todos los tratadistas convienen en que el 
derecho de extradición, como parte esencial ó inte- 
grante del derecho internacional, es de origen mo- 
derno, \"^ Sin embargo, algunos de los principios 
sobre los cuales so apoya ose sistema datan de épocas 
muy lejanas, Ks verdad que la palabra "oxtradi- 

(1) Mooiv. * 1; Hillot, \k \, 
\2\ Billot, p. 2; Mimuv, * -\ 

(;n nsuot. p. -\ 

<;») Killut. p. CU; Mouiv, *;»: Fuw, ^ 'JSU 1 -*. 
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ción" solamente se ha principiado á linar en este 
siglo, pero como bien observan vario» autores, ves- 
tigio» de este derecho pueden encontrarse en la más 
remota antigüedad. í 1 ) 

§ 8. — Aún en la Biblia se relata que las tribus de 
Israel reunidas obligaron á la tribu de Benjamín 
que les entregase á los hombres que se habían refu- 
giado en Gíbea, después de haber cometido un cri- 
men en Israel; como también se cita el ejemplo de 
Sansón entregado por los israelistas á los filisteos 
que le reclamaron. (2) 

§ 9. — En el siguiente caj>ítulo veremos cómo tam- 
bién en Grecia y liorna hubo casos parecidos á los 
que ahora denominamos demandas de extradición, y 
en la Edad Media se encuentran ejemplos de la mis- 
ma índole; pero verdaderamente todos esos casos 
aislados solamente prueban que en aquellas edades 
ya se iniciaban las ideas, que posteriormente forma- 
ron el sistema que ahora está bien deslindado y for- 
talecido, y que sirve de norma segura para la entre- 
ga de reos de un gobierno á otro que la solicita. 

§ 10, — Indudablemente en épocas pasadas, el gran 
obstáculo eonque se tropezaba para el establecimien- 
to de reglas sobre, el particular, era la noción exage- 
rada que se tenía del derecho de asilo. Los malhe- 
chores más conocidos encontraban refugio en los 
templos y otros lugares. Después de algún tiempo 
cayó en desuso esc supuesto derecho de asilo, pero 

tt) Fjohj, > 209, 

(2 } Vinre, $215; ttíllot, p, 85; ffernard, Traító Th¿oríque et 
Pralíqm; d<? rExtraditioii, Tomo II, pp, 25, 20, 
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siempre cada país impartía su protección al que se 
refugiare en él, y de ningún modo permitía fuera 
reclamado por el gobierno de otra nación. El dere- 
cho de soberanía se habría considerado como su- 
friendo menoscabo, si se permitiese la entrega de 
un individuo, al encontrarse en territorio nacional, 
aunque él hubiera cometido un crimen en otro país. 
Solamente por la fuerza se podía conseguir la en- 
trega de un reo refugiado en una nación extranjera, 
y á veces un incidente de esa clase daba lugar á un 
rompimiento y á una guerra entre dos gobiernos. 
Esas preocupaciones fueron desapareciendo poco á 
poco, y entonces se consideró que los principios de 
justicia universal y el mantenimiento de las buenas 
relaciones entre dos países amigos exigían que sus 
respectivos territorios no sirvieran de asilo para los 
criminales, (l) 

§ 11. — Queda, pues, bien establecido, que aunque 
en otras épocas muchos de los principios que ahora 
sirven de norma para la extradición de los crimina- 
les, han encontrado su origen y base, no han llegado 
á un desarrollo completo y verdadero hasta la épo- 
ca actual. Sin embargo, no será por demás que exa- 
minemos esos principios del derecho de extradición, 
bajo un punto de vista histórico. 



(1) Moore, §5; 2 Bernard, pp. 11-14; Heffter, Droit Internatio- 
nal de I' Europe, § 63; Fiore, § 219. 
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CAPÍTULO III. 

HI8TOKIA 

§ 12. — Ya hemos hecho mención (§8) de algunos 
canos de entrega de criminales que se encuentran en 
la Historia Sagrada. Ahora bien, para probar que 
en Grecia igualmente se tenían ligeras nociones de 
que debía existir el derecho de pedir á una nación 
amiga la entrega de los malhechores, citan algunos 
tratadistas el caso de los lacedemonios que declara- 
ron la guerra á los mesenianos, por que éstos no ac- 
cedieron á entregarles un asesino ; y el de los aqueos 
que amenazaron romper su alianza con los esparcia- 
tas, debido á que estos últimos habían descuidado 
entregarles unos de sus conciudadanos que habían 
hecho armas contra ellos. ( 1 ) 

§ 13. — Los ejemplos que á este respecto se han sa- 
cado de la Historia Romana son más numerosos y 
de más importancia. Cítase la demanda de extradi- 
ción formulada contra Aníbal, la presentada por los 
Galos contra los Fabios que ios habían atacado, y la 
propuesta de Catón, quien quería que Cesar fuera en- 
tregado á los alemanes, en vista de la guerra injusta 
que él les había hecho. Así es que, según Dalloz, la 
extradición empezó en Roma á sujetarse á ciertas 
reglas, y el acusado era conducido ante el tribunal 
de recuper atores, que decidía si había lugar ó nó á ser 
entregado, decretándose casi siempre la extradición, 
si se trataba de un delito contra un estado extran- 
jero. Es cierto que, según todos los autores, la ex- 

(1) Fiore, § 215; Billot, p. 35; 1 Bernard, p. 26. 
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tradición no estuvo en uso jamás entre los romanos 
para los delitos de derecho privado. ( 1 ) 

§ 14. — En la Edad Media el derecho de extradi- 
ción no debía encontrar su desarrollo, y axin más 
bien tenía que disminuir su eficacia y no ser de fá- 
cil aplicación. En esa época, como Fiore dice con 
suma razón, las naciones se consideraban aisladas y 
en estado de hostilidad permanente, las comunica- 
ciones eran difíciles y con frecuencia se ignoraba en 
un Estado lo que sucedía en un país limítrofe; por 
lo tanto, la represión de los delitos fué generalmente 
considerada como cuestión de interés territorial. 
Además entonces el derecho de asilo estuvo en su 
apogeo. (2) 

§ 15. — Los inconvenientes que se pulsaron, mien- 
tras más se ampliaba ese derecho de asilo, dieron lu- 
gar á que los soberanos comprendieran la necesidad 
de restringirlo, y de adoptar medidas para que los 
delincuentes no procuraran la inmunidad, refugián- 
dose en un país extranjero. Esas ideas dieron lugar 
á que los mismos gobiernos comprendieran la nece- 
sidad de los tratados de extradición. V¿) Los prime- 
ros convenios internacionales de esa clase fueron en 
interés exclusivo de los Gobiernos. Considérase el 
primero de estos convenios el celebrado en 1174 en- 
tre Enrique 11 de Inglaterra y Guillermo de Esco- 

(1) Fion\ § 217; Billot, p. 3f>; Moore, § ."i; Cltirke upon Kxtradi- 
tion, pp. 17, 18. 

(2) Fiore, §§ 218, 219; Billot, p. 36; Heffter, § 63 y nota 4 de 
<}effeken. 

(3) Fiore, § 220. 



8 TRATADO DE LA EXTRADICIÓN 



sia, en el cual se estipulaba la obligación recíproca 
de entregar los individuos culpables de felonía que 
fuesen á refugiarse en uno ú otro país. No se tiene 
constancia de la manera en que ese convenio fué 
ejecutado, ni de su resultado práctico, (l) 

§ 16. — Si se hace abstracción de los convenios á 
que hemos hecho referencia, y de los celebrados en- 
tre municipios italianos en los siglos XIII y XIV, ( 2 ) 
puede decirse que el primer tratado internacional de 
extradición, formulado de acuerdo con algunos de 
los principios modernos sobre la materia, es el que 
se celebró entre el rey de Francia Carlos V y el Con- 
de de Saboya, el 4 de Marzo de 1376. Tenía por ob- 
jeto especial impedir que los individuos acusados de 
un delito común fuesen desde Francia á refugiarse 
en el Delfinado ó en Saboya y recíprocamente. En 
ese tratado la obligación de la extradición se estipu- 
ló sin ninguna restricción, aun en el caso de que el 
individuo reclamado fuese ciudadano del país re- 
querido. (3) 

§ 17. — Antes y después de celebrarse el tratado 
que acabamos de mencionar, hubo otros que no te- 
nían el carácter de medidas generales. Se referían á 
la demanda y entrega recíproca de los enemigos per- 
sonales de los soberanos; de modo que, como des- 
pués veremos, estaban enteramente en desacuerdo 
con los principios modernos de los tratados de ex- 
tradición. Así en 1303 los reyes de Francia é In- 

(1) Fiore, § 220; N Moore, § 6; Clarke, p. 18. 

(2) Fiore, §221. 

(3) Fiore, § 222; Hillot, p. 37; Clarke, p. 19. 
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glaterra celebraron un tratado en que se estipulaba 
que ninguno de los dos soberanos concedería pro- 
tección á los enemigos del otro; en 1497 Inglaterra y 
Flandes se obligaron á entregar recíprocamente 
los sxVbditos rebeldes; y en 1661 y 1662 Inglaterra 
por una parte y Dinamarca y los Estados Generales 
por la otra, convinieron en la entrega al Rey Carlos 
II de las personas complicadas en la muerte de su 
padre. Podrían mencionarse otros convenios de la 
misma índole. ( 1 ) 

§ 18. — El derecho de extradición desarrollóse 
con rapidez en el siglo XVIII, por medio de los 
tratados que sobre el particular se celebraron en 
aquella época. Francia entonces contribuyó grande- 
mente á ese desarrollo. ( 2 ) Celebró varios pactos 
internacionales de esa clase con algunas otras poten- 
cias europeas: entre ellos mencionaremos los cele- 
brados con el Ducado de Wurtemburgo en 1759 y 
renovado en 1765; con Suiza en 1777; y con España 
en 1765, ampliado en 1783 y 1786. (3> 

§ 19. — En el siglo XIX la extradición ha tenido 
su mayor desarrollo. La multiplicidad de los medios 
de comunicación; las relaciones internacionales más 
estrechas entre los países civilizados; las teorías 
avanzadas sobre el derecho recíproco de protección 
contra los malhechores y las doctrinas enunciadas 
por los publicistas sobre la materia, han contribuido 

(1) Fiore, § 223; Moore, § 6; Heffter, § 63, nota 9 de Geffcken; 
Clarke, pp. 19, 20. 

(2) Fiore, § 223; Billot, p. 37. 

(3) Billot, pp. 40-45. 
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poderosamente a ampliar y dar más trascendencia á 
ese derecho. Asi es que hasta los países más obs- 
tinados en no admitir el principio de extradición, 
como Inglaterra y Grecia, han modificado sus teo- 
rías, y tienden ahora á conseguir su seguridad recí- 
proca y oponerse á la inmunidad de los culpables, 
celebrando tratados sobre la materia, y aplicando los 
principios generalmente reconocidos a ese respecto, 
aún cuando no existan esos tratados. (1) 

§ 20. — En el tratado celebrado en Amiensenl802 
entre Francia, España, Gran Bretaña y Holanda, se 
inició esa tendencia liberal, autorizándose la extra- 
dición de los criminales que se refugiaran en cual- 
quiera de esos países. Desde entonces las naciones 
europeas, además de celebrar convenciones entre 
sí y con las demás naciones del mundo, han 
legislado sobre la extradición, estableciendo pres- 
cripciones legales y reglamentos para la tramitación 
de los casos que se presenten. Del año de 1870 á 
esta época esa legislación se ha constituido en un sis- 
tema especial, suficientemente perfeccionado, y cuyos 
principios están bien deslindados y definidos; habién- 
dose también multiplicado de una manera sorpren- 
dente los tratados celebrados sobre la materia. (2) 

§ 21. — Los principios del derecho de extradición 
comenzaron á discutirse en los Estados Unidos del 
Norte, por la vía oficial, en el año de 1791, (•'*) y ya en 

(1) Fio™, § 224; Moore, § 8; Billot, p. 54. 

(2) Flore, § 224; Billot, p. 54. 

(3) Moore, § 17; Wheaton'H Elementa of International Law, 
4 11 fi«; Clark, p. 29. 



HISTORIA 1 1 

1794 esa Repxíblica había celebrado su primer tra- 
tado de extradición, siendo la Gran Bretaña la otra 
parte contratante. ( l ) Después el gobierno ameri- 
cano ha seguido la tendencia moderna de hacer todo 
lo posible por consignar en pactos internacionales 
las bases del derecho de extradición, y desde 1842 ha 
reglamentado su legislación sobre el particular. En 
Canadá se presentó el primer caso de extradición en 
1827, y quedó reglamentado ese derecho desde el 
año de 1833. (2) 

§ 22. — En la América Latina los principios del 
derecho de extradición no encontraron desde luego 
decidido apoyo por parto de los gobiernos coloniales; 
pero después de la independencia, las doctrinas más 
avanzadas respecto de ese ramo del derecho interna- 
cional han obtenido allí una aceptación clara y ex- 
plícita, y en la actualidad pocos países están tan 
adelantados y tienen leyes tan liberales á ese res- 
pecto, como algunas de las repúblicas latino ameri- 
canas. 

§ 23. — Varios de esos países de la America latina 
han reglamentado el derecho de la extradición, (3) y 
desde 1870 el immero de tratados que sus gobiernos 
han celebrado sobre la materia ha aumentado consi- 
derablemente. Como después veremos México, el 
Perú, la Repiibliea Argentina y otras de esas nacio- 
nes han sabido definir con claridad y precisión los 



(1) Moore, § 78; Piore, § 265. 

(2) Moore, § § 415, 416; Clark, pp. 88, 89. 

(3) Véase Parte VI, Capítulo III de esta obra. 
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puntos más complicados y difíciles que se refieren 
al derecho de extradición. 

§ 24. — Desde que la China y el Japón han tenido 
contacto con los europeos, sus respectivos gobiernos 
han aceptado muchos de los principios de la ley de 
extradición, que rigen en las demás naciones civili- 
zadas. ( l ) E igual resultado se ha obtenido en los 
países de África y Oceanía y en otros de Asia, en 
que la civilización europea ha encontrado asiento y 
apoyo. (2) 

§ 25. — En conclusión, diremos que los principios 
que forman la base del derecho de extradición 
moderno imperan en la actualidad, con más ó menos 
latitud y precisión, en todos los países civilizados, 
y que día por día se amplían y liberalizan esos 
principios. Tales principios, con diversas modifica- 
ciones, son aceptados por doquiera se acatan las re- 
glas consignadas en el derecho de gentes. Haciendo 
nuestras las frases de Piore, diremos: "Los hechos 
que acabamos de enumerar lijeramente, bastan para 
hacer comprender que el derecho de extradición se 
ha transformado completamente en nuestra época. 
Mientras que durante largo tiempo los Estados se 
contentaron, ya con convenios genei'ales, ya con 
convenios hechos para cada caso particular, y con- 
sideraron la extradición como un asunto de policía 
y de administración; hoy la extradición, tiende á ser 



(1) Moore, § § 4Ü4, 487; Report on Kxtradition, Washington. 
1890, pp. 85, 125-129. 

(2) Moore, § § 482, 4M; Fiore, § 254; Billot, p. 49. 
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el complemento necesario do 1a justicia y ilc Ia ins- 
trucción criminal, y cadA Estado busca cómo Hjar, 
por medio de una ley, las vojjIas jurídicas rotativas 
á 1a solicitud v Á la concesión do la extradición." ( l ) 



(1) Fiows § 224, 
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EXTRADICIÓN SIN TRATADO. 



CAPÍTULO I. 

CONSIDERACIONES GENERALES. 

§ 26. — Los tratadistas están divididos sobre si la 
extradición es un derecho legal ó si es imperfecto; y si 
tiene un fundamento jurídico independiente de los 
tratados, ó solamente existe en virtud de ellos. (1) 
La discusión que ha surjido respecto de ese punto, es 
interesante sobremanera. Entre los que más apoyan 
el principio de que la extradición tiene un funda- 
mento jurídico, encontramos á Grocio, Hecineccio, 
Burlamaqui, Vattel, Rutherford, Kent, Clarke y va- 
rios otros autores de gran reputación; mientras que 
sus argumentos son rebatidos por Puffendorf, Mar- 
tens, Klüber, Heffter, Calvo y otros célebres publi- 
cistas. 

§ 27. — Calvo ha expresado el resultado de esa dis- 
cusión, según su modo de ver, diciendo que u estu- 
diada prácticamente la cuestión, puede decirse, que 
en el estado actual de las relaciones internacionales, 

(1) Wheaton, § 115; Fiore, § 268; Calvo, § 200; Heffter, § 63: 
Clark**, p. 14; Marteus Droit des Gens, § 101; y otros autores que 
s** «atan después. 
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« 

la extradición do criminales se funda solo en los 
tratados celebrados al efecto* y no puede ser legal* 
mente exigida donde no existan. Algunas veces, 
aún sin haberlos, las naciones consienten en ella, pero 
osta práctica es puramente de cortesía internacional, 
y no puede ser legitímente exigida/' \ % ¿) 

§ 28» — De una manera enteramente distinta se 
expresa Fiore sobro el particular, pues dice: "Afir- 
mando de nuevo nuestra opinión, concluimos que la 
extradición debe considerarse como obligatoria, en- 
tro los Kstados, independientemente de los tratados. 
Ks obligatoria: 1?, porque tiene por objeto proteger 
los intereses del genero humano entero, intereses 
para cuya protección os necesario que los delitos 
contra las personas y las propiedades, y que por tanto 
atontan al bienestar de toda la sociedad, sean repri- 
midos con la aplicación do una pona, que tonga por 
efecto apartar por el ejemplo á otros individuos, do 
la idea de cometer esos mismos delitos, y detener de 
una manera permanente ó temporal, al malhechor 
mismo en el camino del crimen; 2v, porque ros- 
guarda los intereses del tistado en cuyo territorio se 
ha refugiado el criminal, intereses para cuya inte- 
gridad es necesario que el criminal no quedo largo 
tiempo impune en eso mismo territorio, pues es pro- 
bable que pudiese cometer nuevos delitos si tan am- 
plia hospitalidad so lo ofreciere." yi\\ 

§ 29. — Futro opiniones tan diamot raímente opues- 
tas, como las que reasumo Calvo por un lado y Fiore 

( % 2\ Calvo, IViwho Intertmcumal, § 2tH>, 
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por el otro, veremos en los capítulos siguientes que 
las diferentes naciones civilizadas han adoptado una 
ú otra doctrina, según les ha parecido más conve- 
niente, justo y adecuado á sus propios intereses. 
Por lo tanto, por más que sean respetabilísimas y de 
gran peso las disquisiciones y argumentos que sobre 
el particular presentan los tratadistas, en la práctica 
debe uno atenerse primeramente á las determina- 
ciones y resoluciones que sobre este asunto han 
adoptado los poderes ejecutivo, legislativo y judicial 
del país en que se ventile el caso de extradición de 
que se trate. En los capítulos siguientes trataremos 
de dar á conocer cuál es la regla que sobre esta ma- 
teria han seguido y siguen los diferentes gobiernos, 
en los casos en que no existiere un tratado de extradi- 
ción, que clara y explícitamente determine los dere- 
chos y deberes del país requeriente y del requerido. 



CAPÍTULO II. 

DOCTRINA EN LOS PAÍSES DEL CONTINENTE 

EUROPEO. 

§ 30. — Como ya hemos dicho (§ 18), Francia ha 
contribuido de manera notable al desarrollo del dere- 
cho de extradición, y por lo tanto es uno de los paí- 
ses del continente europeo en donde muchos puntos 
referentes á ese derecho han quedado definidos con 
precisión y claridad. Allí se concede la extradición 
sin tratado, y aunque en lo general se pide la recipro- 



EXTRADICIÓN SIN TRATADO 17 

cidad al país requeriente, esto no es absolutamente 
necesario (1). 

§ ;n. — En Italia impera la doctrina de que, en 
cuanto á los Estados con los cuales no ha celebrado 
tratados, ese Gobierno aplica el principio de que la 
extradición puede concederse bajo la promesa de re- 
ciprocidad (2). No existe ninguna ley ó reglamento 
en Alemania que impida la extradición sin tratado, 
pero parece que siempre que así se verifica exígese 
la reciprocidad (3). En Austria- Hungría han ocurri- 
do varios casos en que algunos malhechores han sido 
entregados, sin que existiera tratado alguno con los 
respectivos países requerientes (4) Rusia también 
concede la extradición sin tratado, con tal de que se 
ofrezca la reciprocidad (5). 

§ Ü2. — España es otro de los países continentales, 
que conceden la extradición de los criminales, sin 
que para verificarla le obligue algún pacto interna- 
cional (6). Así fué que en 1872 el falsificador 
Bidwell fué entregado a Inglaterra ( 7 ), y en 1876 se 
concedió la extradición del reo Tweed á los Estados 
Unidos (8), cuando todavía no se habían celebrado 

(1) Billot, pp. 54, 55; Moore, §468; Hawley on International 
Extradition, p. 115; Clarke, p. 178, nota. 

(2) Fiore, § 228 ; aunque en Moore, § 485 se dice que no sucede 
eso como regla general. 

(3) Moore, § 469; Hawley, p. 215; Reporton Extradition, p. 93. 

(4) Moore, §§ 41, 453; Billot, p. 46. 

(5) Moore, § 509; Report on Extradition, p. 155. 

(6) Moore, § 510; Report on Extradition p. 157. 

(7) Clarke, p. 73 nota. 

(8) Moore, § 33. 
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los tratados ahora vigentes entre España y esas na- 
ciones. Igual regla existe en Cuba y demás posesio- 
nes españolas. En Portugal también se entrega á 
los malhechores que han cometido algún delito en el 
extranjero; eso se hace sin imponer ningunas condi- 
ciones al país reclamante, ni requerir la existencia de 
una convención de extradición (l). 

§ 33. — El Gobierno de Holanda ó Países Bajos no 
accede a una demanda de extradición, á menos que 
sea en virtud de un tratado, por ser eso prohibido 
por la Constitución del Reino (2). Tampoco existe 
la extradición en Bélgica (8) y en Grecia (4), sino 
en virtud de tratado. En Dinamarca la extradición 
se concede libremente (5); así fué que en 1888 
entregó á un reo llamado Benson al gobierno ame- 
ricano, á pesar de que expresamente se dijo que no 
habiendo tratado vigente, los Estados Unidos no po- 
drían practicar la reciprocidad (6). Tanto en Sue- 
cia como en Noruega el Rey tiene el derecho, después 
de un examen del caso de extradición que so presen- 
te, de entregar á los subditos de otra nación, aunque 
no exista un tratado que exija tal entrega. Y si bien 
es verdad que en Noruega á veces se exije la recipro- 
cidad, en Suecia la extradición del reo se verifica 

(1) Moore, § 508; Report on Extradition, p. 155. 

(2) Moore, § 504 ; Report on Extradition, p. 1 51 ; Hawley, p. 204. 

(3) Moore, § 460; Hawley, p. 87; Report on Extradition, p. 75. 

(4) Fiore, § 242. 

(5) Moore, § 467 ; Report on Extradition, p. 87. 

(6) Moore, § 41. 
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independien t emento do eso requisito (1). En Tur- 
quía si el reo cuya (extradición so solicita os subdito 
do la tuición requeriente, es entregado al cónsul res- 
pectivo, aun sin que se haya celebrado un tratado so- 
bro el particular; pero bajo otras circunstancias no 
puede hacerse la entrega (2). Parece quo en Suiza, 
puede concederse la extradición do un reo, sin quo 
exista convenio para ese objeto (i\). 

§ ¡U. — Por lo que antecedo vemos que la mayoría 
<io los Gobiernos del continente europeo han ejercido 
y ejercen el derecho de la extradición, aun en casos 
en quo no lo autorice ó exija un tratado con la nación 
requeriente. 



CAPÍTULO III. 

Doctrina hn i,a Ghan Huktaña, los Kstadoh 

Unidos y otkoh paísks. 

§ :tf). — Kn materia de extradición la Gran Bretaña 
hasta muy recientemente había seguido una política 
poco liberal y distinta do la aceptada en otras nacio- 
nes, Por lo tanto no debo extrañarnos quo la doc- 
trina generalmente aceptada en oso país respecto do 
la extradición, sea la do rehusar la entrega de todo 
individuo que si» refugio en su territorio, amenos 
quo la demanda correspondiente so haga en virtud 



(1) Moore, $ 512; Kcport on Kxtnulition, p. 1(>2. 

(2) Mooro, § 515; Krport on Kxtradition, p. 16f>. 
(tt) Mooro, § 514; Hillot, p. 54. 
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de algún tratado. ( 1 ) Sin embargo existen preceden- 
tes en oso país on pugna con tal doctrina (2) 

§ Mi. — Kra natural do suponer que Ion Estados 
Unidos, que derivan la parto más importante do su 
jurisprudencia del fuero común do Inglaterra, se- 
guirían en este punto la doctrina adoptada por la 
madre patria. Así efectivamente ha sucedido '<*)• 
Pero aunque los tratadistas americanos establecen 
esa regla en términos muy generales, ellos mismos 
no pueden menos do confesar, que en algunos casos los 
Tribunales y las autoridades de los Estados Unidos 
no han cumplido eso precepto. VA taremos entre 
esos casos el muy notable de Arguelles, reo que fuó 
entregado al Gobierno español en 1804, antes de que 
se celebrara el tratado boy vigente. Al dar cuenta 
de ese caso al Henado, el Presidente do los Estados 
Unidos hizo uso de las siguientes frases, por demás 
significativas: "(Jomo no existe ningún tratado de 
extradición entre los Estados Unidos y España, ni 
ninguna ley del Congreso que determina como de- 
ben entregarse los fugitivos de la justicia en los 
dominios españoles, la extradición a que se hace 
referencia en el acuerdo del Henado, se considera 
por esto departamento que so ha bocho en virtud 
del derecho de gentes y de la Constitución de los 
Estados Unidos. Aunque hay diferencia de opinión 
entro los tratadistas acerca de la conveniencia que 



(1 ) Flore, * 206; Clarke, pp. 1 23, 124; Moore, § 28, 

(2) Moore, § 40; (Jlarko, p. 24. 

(8) Moore, §§ 10 28; Hawley, p, 2. 
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existe de demostrar la debida cortesía hacia un Go- 
bierno extranjero, entregándole, en virtud de su de- 
manda, uno de sus nacionales acusado de haber co- 
metido algún delito dentro de su territorio, y aun- 
que puede asegurarse que no existe la obligación 
nacional de hacer la entrega en virtud de tal deman- 
da, ámenos que esté sancionada por un tratado ó 
una ley positiva, nunca debe una nación prestar 
asilo á criminales peligrosos que han cometido de- 
litos contra la raza humana; y es de creerse que si 
con justicia pudiera darse cumplimiento en algún 
caso á ese deber de cortesía internacional, aquel 
á que se refiere el acuerdo relativo presentaba la 
ocasión adecuada para dar ese cumplimiento." (1) 

§ *VI. — Era de suponerse que la doctrina adopta- 
da en la (¡irán Bretaña sobre el punto que discuti- 
mos, sirviera de norma a las autoridades de las po- 
sesiones inglesas. Sin embargo <>n Canadá, desde el 
principio de este siglo, se consideró que el Ejecutivo 
tenía facultades, aún sin tratados ni leves reclamen- 
tarias, para entregar á los extranjeros (pie se refu- 
giaban allí, huyendo de la justicia (-) Después fué 
modificada esa doctrina, pero según parece, en vir- 
tud de una ley aprobada en 1889, ha vuelto á quedar 
autorizado el Ejecutivo de ese Dominio para entre- 
gar á los reos acusados de delitos cometidos en paí- 
ses extranjeros, cuando le parezca conveniente ha- 



(1 ) Moore, § 27; Fiore, § 265; Wheaton, § 116 c\ 

(2) MoortN § 415; í'larkt», pp. 88, 89. 
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cerloí 1 ) En las demás posesiones inglesas rige la 
doctrina de la madre patria ( 2 )- 

§ 38. — Aquí debemos observar que en Hawaii, ó 
sea las Islas Sandwich, cuyo Gobierno en cierto mo- 
do ha adoptado la legislación inglesa y la americana, 
la extradición se concede aun sin que exista un tra- 
tado relativo, como lo resolvió la Corte Suprema de 
ese país en el año de 1886, al mandar entregar al reo 
M c Carthy á las autoridades de los Estados Unidos. ( 3 ) 
Los' Gobiernos de China y del Japón también son 
muy liberales en materia de extradición, concedién- 
dola sin necesidad de un tratado. (4) 



CAPITULO IV. 

Doctrina en la América Latina. 

§ 39. — En casi todas las repúblicas latino-ameri- 
canas los gobiernos entregan á los malhechores, ba- 
jo la base de la reciprocidad. Esta es la regla ob- 
servada en el Brasil; y allá en 1879, aun sin exijir la 
promesa de reciprocidad, ese Gobierno entregó al de 
los Estados Unidos al reo Conyngham, acusado de 
falsificación (5). 



( 1 ) Moore, § 449. 

(2) Moore, §482. 

(3) Moore, § 484; Hawley, pp. 133-135; Report on Extra- 
dition, p. 120. 

(4) Moore, §§ 464,487; Hawley, p. 153; Report on Extra- 
dition, p. 125. 

(5) Fiore § 235 ; Moore, § 463 ; Report an Extradition, p. 85. 
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§ 40. — En México la regla que se ha adoptado es 
la de conceder la extradición en ciertos casos, aún 
cuando el Gobierno mexicano no esté obligado á ello 
por medio de tratado ó convención, pero exijiéndo- 
se la reciprocidad O ). El señor Mariscal, Ministro 
de Relaciones Exteriores de esa República, dijo en 
1881 á ese respecto lo siguiente: "A pesar dono 
haberse terminado las negociaciones seguidas entre 
México y España para celebrar un tratado de extra- 
dición de criminales, el Ejecutivo, en atención á que 
uo se deriva de los tratados su facultad de conceder 
las extradiciones, sino solo el permiso de acordarlas 
en determinados casos, y teniendo en ementa las 
constantes muestras de amistad que recibe del Go- 
bierno español, ha acordado en dos ocasiones diver- 
sas la extradición de individuos acusados de delitos 
cometidos en Cuba" (-). Después se celebró el tra- 
tado respectivo con España, pero el principio de 
que se hace mérito ha quedado bien establecido 
y es acatado en la República Mexicana ( ; *). 

§ 41. — El punto que discutimos también ha sido 
resuelto en el Peni muy recientemente, pues en 
1891, cuando el Gobierno del Ecuador pidió la extra- 
dición de Roberto Andrade, que fué denegada por 
otras razones, el Ministro de Relaciones Exteriores 
del Peni, que era entonces el señor Elmore, dijo, 
" El otro medio de defensa fundado en la no existen- 
tencia de un convenio de extradición, se ha demos- 

(1) 6 Corr. Dip. Mex., p. 546. 

(2) Memoria Secretaria Reí. Ext, de México en 1881, p, 26. 

(3) 6 Corr. Dip. Mex., pp. 546, 547. 
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trado también que carece de fuerza, pues aunque 
por tal hecho el Perú no ente obligado a tramitar y á 
deferir a la demanda, esto no le priva de la facultad de 
realizarlo, como ha establecido que lo hará en man 
de un antecedente, con el Ecuador mismo, y hace 
poco con Colombia, fundándose en la reciprocidad" ( 1 )- 

§ 42. — Igualmente, en virtud de la reciprocidad, 
en Colombia ( 2 ) y en el Ecuador ( 8 ) se considera inne- 
cesaria la existencia de tratados para conceder la 
extradición. 

§ 43. — La regla adoptada en Venezuela está en 
consonancia con las demás repúblicas sur-america- 
nas, como lo indica el decreto expedido por el Pre- 
sidente Guzmán Blanco, concediendo á Inglaterra 
la extradición de William Westgate, acusado de ho- 
micidio, "con el objeto 11 según lo expresa ese decreto, 
"de ayudar á la represión de tamaño crimen, como 
lo reclaman la justicia universal y la mancomunidad 
de las naciones 11 ^). 

§ 44. — Prevalece en Chile la práctica de entregar 
á los malhechores á una nación amiga, sin que sirva 
de base para tal acto la existencia de un tratado. 
Eso lo comprueba el hecho de haber sido entregado 
en 1 888 el reo Bushnell al gobierno americano, ape- 



(1) Memoria 8ee. Kel. Ext del Perú, en 1892, p. 132, 

(2) Moore * 4f55; Informe del Hub-seeretario de Reí. Ext. de 
Colombia en 1892, p. 'M. 

i'¿) Memoria de KeL Ext del Ecuador en 1892, p. 11. 

(4) Derecho Internacional Hispano Americano de Seijas, pp. 
185, 18fí. 
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sar de que no existía ningún convenio internacional 
que autorizara la extradición ). 

§ 45. — En la República Argentina está resuelta 
la cuestión de que se trata bajo un punto de vista 
muy liberal, pues según el artículo (>48 del Código 
de Procedimientos en lo Criminal, sancionado el 4 de 
octubre de 1888, se verificará la extradición, á falta 
de tratados, en los casos en que sea procedente, se- 
gún el principio de reciprocidad ó la práctica uni- 
forme de las naciones (-). 

§ 46. — No puede asegurarse si en las Repviblieas 
del Uruguay y Paraguay existí* el principio de la uo- 
trega de criminales, independientemente de la cele- 
bración de un tratado de extradición; pero todo pa- 
rece indicar que en un caso dado, y bajo la promesa de 
reciprocidad, cualquiera de los gobiernos de esos dos 
países accedería á la demanda presentada en forma 
legal y por la vía diplomática, para la entrega de un 
reo acusado ó declarado culpable en un delito de 
suficiente gravedad. 

§ 47. — En Bolivia es aceptado el principio de que 
la extradición puede concederse sin el apoyo de un 
pacto internacional. Eso lo comprueba el caso 



(1) Report on Extradition, p. 1(38. 

(2) Y el artículo I o de la Ley de Extradición de ese pais que 
fué aprobada en 1885, prescribe que: "El Gobierno de la Repú- 
blica Argentina podra entregar á los gobiernos extranjeros, con 
la condición de la reciprocidad k todo individuo perseguido, acu- 
sado, ó condenado por los tribunales de la potencia requeriente, 
siempre que se trate de un crimen ó delito de los que se indican 
en la presente ley y de conformidad A las reglas en ella establecidas/' 
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reciente de Eguzquiza, procesado por falsificación 
de timbres en el Perú, y cuyo arresto provisional 
fué pedido por este Gobierno al de Bolivia en el año 
de 1893. El Ministro de Relaciones Exteriores del 
país requerido dijo que aunque el Pacto de Extra- 
dición ajustado en abril de 1.886, no había sido can- 
jeado todavía, deseoso el Gobierno de Bolivia que 
los delincuentes no amparasen su responsabilidad 
mediante el asilo en territorio de esa República 
accedía al arresto solicitado, "pero que eso se 
verificaría, confiado en la reciprocidad por parte 
del Perú" d). 

§ 48. — En algunas de las Repúblicas de Centro- 
América se han adoptado los principios más libera- 
les respecto de la extradición. En cuanto á Guate- 
mala podemos hacer referencia á dos casos muy 
recientes, en que se ha concedido la extradición de 
reos, sin necesidad de que para ello existiera la con- 
vención respectiva. Esos casos son los de Joseph 
Hahn, acusado del delito de peculado, y que por 
acuerdo del 25 de enero de 1894 fué entregado al 
Gobierno americano (2); y el de Guadalupe Arrióla, 
acusado de homicidio, N cuya extradición también se 
decretó a fines de 1893, á solicitud del Gobierno 
mexicano (3). Las consideraciones que movieron á 
Guatemala á acceder á la demanda de México en 



(1) Memoria del Ministro de Relaciones Exteriores del Perú 
en 1894, p. 111. 

(2) Memoria de Relaciones Exteriores de Guatemala en 
1894, p. 66. 

(3) Memoria de Reí. Ext. de Guatemala en 1894, pp. 68, 69. 
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esto ultimo caso, en quo ol autor do esta obra tuvo 
la honra de intorvonh\ son dignas do sor estudiadas, 
pues maroan hion los principios quo ha adoptado ol 
Gobierno do aquolla República do Centro- America 
y las tondonoias modornas do nuostros pafsos hispa- 
no-amerioanos. Kl Ministro do Rolaoionos Exte- 
riores, doctor don H. A. Sal a zar, dijo lo siguiente: 
"Con feo luí Itt de diciembre do 18ÍW, solicito el ho- 
norable señor Licenciado don .losé F. Godov, Kn- 
cargado do Negocios de los Kstados Cuidos Mexi- 
canos, por orden do su Gobierno, que se entregara a 
las autoridades do su país á Mariano Guadalupe 
Arrióla, sindicado de homicidio en la persona del 
señor General don Sebastian Kscobar. Considera- 
ciones sociales de alta importancia y de trasoon- 
donoia indiscutible, exigen imperiosamente la extra- 
dición de Arrióla, aunque no hubiese habido un tra- 
tado internacional, revestido de las formas que el 
Derecho establece. Kntre pueblos fronterizos que 
pertenecen poco mas ó menos a una misma raza, y 
quo tienen no sólo puntos do contacto, sino tam- 
bién bases comunes quo proceden de la identidad 
de intereses sociales v de la solaridad histórica, no 
es posible pretender que so observen osas reglas se- 
veras v rigurosas que pueden normar la conducta de 
naoionos que so encuentran á largas distancias. Kl 
eminente estadista Fioro en su obra intitulada "Ex- 
traterritorialidad" de la ley penal, y eon el muchos 
notables jurisconsultos, defienden la teoría de que 
atendido ol grado do relaciones á que han llegado 
hoy los pueblos actuales, la conveniencia do quo el 
crimen no quede impune, solo pimplo el oriminal ha 
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logrado traspasar una frontera convencional y la 
necesidad de que la justicia triunfe en el mundo, no 
es necesario para otorgar la extradición, que prece- 
da la celebración de un tratado, y mucho menos 
cuando se debe castigar al que ha tenido la avilan- 
tez de cometer uno de esos crímenes que, como el 
homicidio y el asesinato, alarman la conciencia 
honrada, conmueven a las sociedades y amenazan á 
los individuos. Poco importaba para nosotros que 
no se hubiese canjeado el tratado que sobre extra- 
dición de reos se ajustó entre esta República y la de 
México. La gravedad del crimen de que se acusaba 
á Arrióla; la conveniencia de que se favorezcan mu- 
tuamente los pueblos que tienen relaciones íntimas; 
la necesidad de que la justicia universal se realice 
en cuanto sea posible, y las consideraciones de defe- 
rencia, cortesía y reciprocidad, decidieron al Gobier- 
no á resolver, por medio de un acuerdo, dictado el 
22 de diciembre último, que se entregara á las auto- 
ridades mexicanas al reo de homicidio Manuel Gua- 
dalupe Arrióla, bajo el concepto de que á éste no se 
le impondría la pena de muerte, para conciliar así 
los deberes de la justicia con los de la humanidad. 
Los tratados internacionales sobre extradición de 
reos son buenos para fijar el procedimiento que ase- 
gure las garantías individuales, los casos de extra- 
dición y otros pormenores de menos importancia ; 
pero no tiene todo eso tan gran significación, cuan- 
do se persigue el castigo de uno de esos delitos atro- 
ces que condenan las legislaciones de todo el mundo." 
§ 49. — En Costa Rica quedó establecido hace po- 
<ío, en el importante caso de Francis H. Weeks, el 



KXTKADiriÓN SIN TRATADO 2í> 

principio de que puede ser entregado un reo, sin 
existir al efeeto tratado de extradición alguno (1). 

§ 50.— Es probable que dado el caso esta doctrina 
no tendrá igual aceptación en Nicaragua, ni en 
Honduras, debido á las nuevas prescripciones que 
contienen sus cartas fundamentales recientemente 
adoptadas (2). Y en El Salvador no hace mucho 
quedó establecida una doctrina desfavorable al 
principio de que hacemos mérito, pero no porque 
se considere ésta la mejor y más correcta ex- 
posición de los verdaderos principios que deben 
regir id derecho de la extradición, sino porque igual- 
mente concuerda con un precepto constitucional de 
esa República ( : *). 

(1) Documentos relativos á la extradición de Francis H. 
Weeks, San José de Costa Rica, 185)3. 

(tí) til articulo 1(> de la Constitución de Honduras promulgado 
el 14 de octubre de 1 8í)4 dice lo siguiente. "La extradición solo po- 
dra otorgarse en virtud de ley ó tratado por delitos comunes graves; 
nunca por delitos políticos, aunque por eonseeueueia de estos re- 
sulte un delito común." Y el artículo 16 de la nueva Constitu- 
ción de Nicaragua prescribe lo que sigue: "Los tratados y la ley 
establecerán los casos en que pueda haber extradición por delitos 
comunes graves." 

(3) til Ministro de Relaciones tixteriores del Salvador, doctor 
don Jacinto Castellanos, en la Memoria que presentó á la Asamblea 
Nacional el 4 de marzo de 189,"), dice lo siguiente: "En noviem- 
bre del año próximo pasado dirigió el Gobierno de Guatemala 
un suplicatorio, solicitando la extradición de un reo refugiado en 
el territorio de esta República, á quien se procesaba por los de- 
litos de falsificación de documentos correspondientes & la Compa- 
ñía del Ferrocarril Central, estafa y abuso de confianza; y aun- 
que este Gobierno tenía deseos de corresponder á la excitativa qu« 
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CAPÍTULO V. 

Condiciones impuestah para la entrega del reo. 

§ 51. — Habráse notado en el capítulo anterior 
que por regla general, cuando un gobierno accede 4 
la demanda de la extradición de un reo solicitada 
por otro Gobierno, sin fundar esa solicitud en algún 
tratado vigente, se pide al Gobierno reclamante, ó 
éste ofrece al requerido, que observará la reciproci- 
dad en casos semejantes 0). Hemos dicho que esa 
es la regla general, pues existen algunos casos excep- 
cionales. Estos son raros, pero han ocurrido al 
tratarse de países requerientes, como el de los Esta- 
dos Unidos, que no pueden prometer la reciproci- 
dad (2). Y hay además algunos países como el Por- 
tugal, en donde nunca se exije la reciprocidad; y 
otros como el Japón, en donde se requiere algunas 
veces y en otras ocasiones la extradición es conce- 
dida sin imponer esa condición. Así es que en 1886 
el Japón entregó al Gobierno americano al reo Cal- 
vin Pratt, sin exigir la reciprocidad. En Dinamar- 

86 le hacía, porque el de aquella República, A su vez, se compro- 
metía á conceder la extradición en casos análogos y porque no 
conviene favorecer la impunidad de los criminales, se vio preci- 
sado á denegar la entrega, en cumplimiento del precepto cons- 
titucional (pie consagra la garantía del asilo para todos los casos 
en que no haya tratados preexistentes." 

(1) Además de los casos ya citados, véanse el caso del Barón de 
Kenigsau, (i Corr. Dip. Mex. pp. 715, 72Í3; Fiore § 228; Moore, 
§§ 509, 510; Bernard, 2 Vol. p. 72; Bravo, 2 Vol. p. 204; Bomboy & 
Gilbrin, pp. 18, 20. 

(2) Véanse los casos de Joseph Hahn y de Weeks ya citados; y 
Moore §§ 85, 41. 
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ca también se concede la extradición sin que la re- 
ciprocidad sea condición absoluta ó esencial para 
verificar la entrega del reo. 0). 

§ 52. — Una de las condiciones que los países en 
que está abolida la pena capital exigen de un esta- 
do requeriente, es la de que al reo no se le impon- 
drá la pena de muerte. Esta es la regla que obser- 
van los Gobiernos del Perú, Guatemala v otras 
naciones (-). 

§ ÍW. — Pero no son esas las únicas condiciones 
que puede imponer un país á otro (pie solicita la ex- 
tradición de un reo. Y cualquiera que sea la con- 
dición impuesta, el Estado requeriente debe cum- 
plirla estrictamente W). 

(1) Moorc§§ 508, 487, 46*7; Reporton Extradition,pp.ll5,125,87. 

(2) Véase antes § 48. En el artículo 10 de la Ley de Extra- 
dición del Perú se prescribe que al concederse la extradición se 
ostipulará que no se imponga *1 reo la pena de muerte. 

(3) Bluntsehli, Le Droit International (\>difle\ § 401. 
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LA EXTRADICIÓN EN VIRTUD DE 

UN TRATADO. 



CAPITULO I. 

Pkimeros Tratados. 

$ 54. — Ya al hacer referencia eix esta obra al ori- 
gen é historia del derecho de la extradición, hicimos 
mención de algunos de los primeros tratados que 
sobre el particular se celebraron en los siglos pasa- 
dos. Dejando á un lado los tiempos antiguos y aún 
los de la Edad Media, en que no se formularon tra- 
tados generales sobre la materia, que comprendie- 
ran los principios de la extradición bien definidos y 
claramente expresados, debemos considerar como 
ya dijimos antes (§ 16) que el tratado celebrado en 
1 íi7(i entre el rey de Francia y el Conde de Saboya, 
fué el primero que estableció, de una manera defini- 
tiva, algunos de los principios que debían regir para 
la entrega de los reos que hubieran cometido algún 
delito en uno de los países contratantes. 

§ 55. — En Europa como también ya indicamos 
(§ 17) fue el siglo XVIII la época en que se princi- 
piaron á celebrar con alguna frecuencia los conve- 
nios de extradición ; siendo la Francia el país que 
mayor impulso dio a la celebración de esos pactos 
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internacionales, Kn oso siglo, Francia celebró tra- 
tados tic extradición con Wutomberg en 17.~>}), con 
Suiza en 1777 y 1798, y con Kspafm en 17(m, Todos 
esos tratados contenían como bases de ellos: la reci- 
procidad, el ^ne no se concedería la entrega délos 
reos sino por los "grandes crímenes"; que la extra- 
dición se debía pedir por la vía diplomática ó por 
las autoridades respectivas de la frontera, y final- 
mente que los ciudadanos do un país, no podrían ser 
entregados al gobierno tío otra nación \^ 

\\ oli. — ('orno acabamos de notar, Fispaíia fué una 
de las naciones que primeramente celebraron un 
tratado de extradición en debida forma» Ksto ocu- 
rrió en 17ti»">, y pocos años después pactó otro con- 
venio do osa índole; oso segundo tratado fué cele- 
brado con (Jénova v ora muv liberal \^ Inglaterra 
por el contrario, durante mucho tiempo so mostró 
rebelde á celebrar esa clase tío convenciones, y pue- 
do decirse que su primer tratado general do ose gé- 
nero fué el ajustado con los Kstados ruidos on 1842, 
que procedió solamente do un ano el que celebró 
oon Francia c^ Como ya dijimos on otro capitulo, 
los domas países europeos pronto reconocieron las 
ventajas que proporcionan los tratados do extradi- 
ción, y a principios de esto siglo ya habían celebra- 
do algunos convenios de esa clase. 

§ Tu. — Kn el tratado que los Kstados ruidos ce- 
lebra ron oon Inglaterra en 17!H, existía un articulo 

\\) Hillot, pp, 40 4o\ 

\*\ Hnivo, :! Tomo, p, 20„\ 

(¡\\ Kioiy, § -M; t'lnrko. pp, 47, :>0, 
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que trataba de la entrega de reos acusados de homi- 
cidio y falsificación ; pero ese tratado que quedó anu- 
lado en 1807, d) no puede considerarse más que un 
simple ensayo. El tratado que verdaderamente pue- 
de estimarse como el primero que sobre esa mate- 
ria celebró la nación americana, es el que negoció 
con la misma Inglaterra en 1842, al que acabamos 
de hacer referencia ( 2 )- 

§ 58. — En la América Española, debido á las lu- 
chas que las diferentes colonias se vieron obligadas 
á sostener para constituirse, no se habían discutido 
los principios de la extradición tan luego como en 
otras naciones. Sin embargo, ya en 1850 se había 
celebrado un tratado de extradición entre México y 
Guatemala, el cual no tuvo efecto (3). El primer 
convenio de esa clase que México ha celebrado debe 
considerarse el firmado con los Estados Unidos, el 
11 de diciembre de 1861, que todavía está vigente (*)• 

§ 59. — La conveniencia de que todos los países 
hispano-americanos, ó la mayor parte de ellos, adop- 
taran por medio de tratados un sistema uniforme y 
homogéneo para la extradición, ha venido acentuán- 
dose de tal manera que en el Congreso Americano de 
Jurisconsultos, celebrado en Lima en 1877-79 (5) y 

(1) Moore,§ 78 

(2) Moore, Apéndice, p. 1059. 

(3) Derecho ínter. Mex. 1er. Tomo, p. 225; Der. Int. Guatemal- 
teco, I Vol. p. 307. 

(4) Der. Int. Mex. 1er Tomo, p. 277; Azpíroz, Ley de Extran- 
jería, p. 179. 

(5) Seijas, Tomo I., p. 213. 
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en el Congreso Sud- Americano que se reunió en 
Montevideo en 1888, los Representantes de varias 
de las Repúblicas hispano americanas, en virtud 
de tratado celebrado al efecto, convinieron en adop- 
tar tal sistema, que ampliaba y refundía los princi- 
pios consignados en los anteriores convenios cele- 
brados respecto de esa materia. E igual tendencia 
se notó en el Congreso llamado Pan- Americano que 
se reunió en la ciudad de Washington en agosto de 
1890. Aquí debemos observar (pie estos tratados de 
extradición de 1879 y 1888 parecen ser los primeros 
que se han celebrado, en que más de dos naciones 
han sido las partes contratantes. 

§ (iO. — En la China, los principios de la extradi- 
ción quedaron consignados por primera vez en el 
tratado que celebró con Inglaterra en 1858; y el 
Japón no ha llegado á hacer un convenio de esa 
clase hasta 188ü, ano en que lo celebró por vez pri- 
mera, siendo el Gobierno de los Estados Unidos la 
otra nación firmante 0). 



CAPITULO II. 

Reglas Generales. 

§ 61. — Todo tratado de extradición contiene cier- 
tas prescripciones, cuya aplicación ya casi puede 
considerarse como universal. Desde luego debe 
decirse que la celebración de esos tratados ó conven- 

(1) Moore, §§ 4t54, 487; Hawley, p. 15Ü. 
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ciones es atribución absoluta del gobierno nacio- 
nal, esto es del soberano, de conformidad con las 
prescripciones constitucionales del país (1). 

§ 62. — Los principales fines que se proponen los 
gobiernos al celebrar tratados de extradición, son - 
(1) Hacer segura y garantizar la obligación de en- 
tregar á los reos; (2) Conseguir la reciprocidad; 
(3) Precisar los delitos ó crímenes que deben dar 
lugar á la extradición, adaptando su número y clase 
a las condiciones políticas y sociales de los dos esta- 
dos contratantes; y (4) Reglamentar el procedi- 
miento y la tramitación de los casos de extradición (2) 

§ 63. — Generalmente la primera prescripción de 
todo tratado de esa clase es la obligación de los Go- 
biernos contratantes á entregarse recíprocamente, 
en vista de la demanda que uno de ellos dirija al 
otro, á los individuos acusados ó condenados como 
autores y cómplices de algún crimen ó delito espe- 
cificado en el tratado, por los tribunales del país 
donde se comete tal crimen ó delito (3). 

§ 64. — En seguida se enumeran en el tratado 
los delitos ó crímenes que puedan motivar la extra- 
dición. Estos debían ser aquellos que las naciones 
contratantes tienen un interés común para castigar (4> 
Pero como principio general diremos, que los de- 
litos ó crímenes especificados deben ser punibles 
por las leyes de ambas naciones (5). Respecto 

(1) Moore, § 44. 

(2) Moore, § 72. 

(3) Véanse los tratados en el Apéndice de esta obra. 

(4) Moore, § 94. 

(5) Moore, § 94, nota 1. 
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de esos delitos los publicistas los dividen en dos 
clases: los comunes ú ordinarios y los especiales. 
Kn la primera categoría se colocan las infracciones 
que constituyen una violación de ios principios ge- 
nerales de moralidad y de las reglas de utilidad 
adoptadas por los países civilizados; en la segunda 
se enumeran las infracciones de deberes que impone, 
ya sea un sistema especial de administración, por su 
utilidad accidental ó temporal, ó que dependen de 
la posición social ú obligaciones especiales del reo. 
Los delitos ordinarios ó comunes á que hemos he- 
cho referencia debían motivar la extradición, mien- 
tras que los denominados especiales, solamente en 
ciertos casos y cuando así lo exija, ya sea la situa- 
ción geográfica ó alguna circunstancia particular del 
régimen político ó administrativo de las naciones 
contratantes 0). Kn otro lugar daremos á conocer 
cuales son los crímenes ó delitos, que en lo general 
se enumeran en los tratados. 

§ (>f>. — Kspecificanse también en los tratados las 
excepciones, ó la limitación que se hace respecto de 
los reos que* pueden ser entregados y de los delitos 
y crímenes que pueden motivar la extradición. Por 
ejemplo, generalmente se especifica que no se con- 
cederá la extradición por crímenes ó delitos polí- 
ticos, ni respecto de los ciudadanos del país reque- 
rido (2). De estos puntos después trataremos con 
alguna extensión. 



(1) Billot, p. M; Moon\ § U4; Fioiv §§ :W4, :},V> y ítftí, 

(2) Vóanso los tratados on t»l Apéndice. 
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§ 66. — El procedimiento ó la tramitación que se 
debe seguir, para obtener la entrega de los reos, es 
de suma importancia (l); y por esa misma razón de- 
biera estar descrita y especificada en los tratados 
clara y distintamente. La falta de claridad á ese 
respecto ha dado y continuará dando lugar á que se 
retarde el éxito de la demanda, y algunas veces á 
que no se obtenga la represión de los crímenes ó de- 
litos enumerados en el tratado. 

§ 67. — Las disposiciones que se refieren á los gas- 
tos hechos en la captura, custodia, manutención y 
trasporte del individuo cuya extradición fuera con- 
cedida, a la tramitación después de su entrega y á 
la disposición que debe hacerse de la propiedad que 
se le haya encontrado al culpable, ó que se relacio- 
nare con el delito cometido, siempre encuentran ca- 
bida en los tratados de extradición; sobre todo en 
los que se han celebrado en estos últimos años ( 2 ). 

§ 68. — Otras clásulas especiales que exigen la si- 
tuación ó las condiciones políticas de las naciones 
contratantes, y los artículos referentes á la fecha en 
que debe principiar á regir la convención, por cuan- 
to tiempo quedará ajustada y la fecha y el lugar en 
que se verificará el canje de las ratificaciones, san 
disposiciones que se encuentran en todo tratado 
moderno de extradición (3). 



(1) Moore, § 72. 

(2) Véanse los tratados en el Apéndice. 

(3) Véanse los tratados en el Apéndice. 
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CAPÍTULO III. 

Tendencias Modernas. 

§ 69. — Una délas tendencias del derecho" inter- 
nacional de nuestro siglo con respecto de la extra- 
dición, es la de que se aumente el número de trata- 
dos existentes sobre la materia, y de que todos los 
países civilizados lleguen á estar ligados y obligados 
por medio de esos pactos internacionales (!)• 

§ 70. — Otra tendencia es la de hacer extensiva á 
un mayor immero de delitos las prescripciones de 
los tratados de extradición, especialmente con 
respecto de países limítrofes (-)• Así es que Fiore 
se expresa con exactitud al decir: "que á medida 
que las vías de comunicación se perfeccionan y mul- 
tiplican y que las relaciones con el extranjero son 
más fáciles, se ve hacerse más precisa la necesidad 
de aumentar los casos de extradición, sobre todo 
entre los países vecinos y no separados por el mar, 
á fin de que los malhechores no puedan sustraerse á 
la represión legal" (3). 

§ 71.- -También recientemente se ha tenido espe- 
cial cuidado, de que en las convenciones de extradi- 
ción se especifiquen con precisión los procedimien- 
tos ó la tramitación que deben seguirse en los casos 
que se presenten. Esa tendencia puede comprobar- 
se fácilmente comparando los tratados recientes 



(1) Fiore, § 224; Billot, pp. 46, 54. 

(2) Véase, como ejemplo, el reciente tratado celebrado entre 
México y Guatemala, en el Apéndice de esta obra. 

(3) Fiore, § 356. 
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con los celebrados á principios ó mediados de 
este siglo. 

§ 72. — La exclusión de los delitos políticos es 
igualmente propio de los tratados modernos; pues 
los más antiguos tenían un carácter político 
muy marcado (*)• 

§ 73. — La reglamentación de la manera en que 
se deben pagar los gastos ocasionados por un caso 
de extradición, y la disposición de la propiedad á 
que se refiera el caso dado, son también puntos que 
se especifican con claridad eu todos los tratados 
modernos, pero que no existían en los de fechas 
poco recientes. 

§ 74. — Finalmente y como veremos después, mu- 
chos países, además de celebrar convenios interna- 
cionales, han adoptado reglas y leyes precisas y ter- 
minantes que reglamentan el derecho de la extra- 
dición, y que sirven para dar cumplimiento á los 
tratados celebrados y llevar á efecto sus pres- 
cripciones (2). 



CAPÍTULO IV. 

Interpbetación. 

§ 75. — Según los mejores publicistas, un tratado 
de extradición debe interpretarse de la misma ma- 
nera que cualquiera otro pacto internacional ; y por 
lo tanto las reglas generales para la interpretación de 



(1) Véase § 17 de esta obra. 

(2) Fiore, § 264; Moore, p. 452 et seq; Parte IV de esta obra. 
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los tratados puodon aplioarso u los do oxtradi- 
oión 0^ Sin omhanjo, oonsidóraso por algunos auto- 
ros quo siompro doho darso una intorprotaoión liho 
ral y no rostriotiva, ni muy limitada, a todo tratado 
\U" oxtradioión, C- M 

§ 7t>, Uohodarso á las palabras quo so uson on 
un tratado do oxtradioión ol son t ido o siguitioado 
quo toncan on las loyos iW ambos paisos, y no un 
sijjniHoado ontoraiuouto ospooiaK y quo solamonto 
ostó do aouordo oon altfuna lov looal tío uno do 
los dos paisos, \^ 

j 77, Kn los tratados quo so han oolol>rado on 
dos ó más idiomas* ol toxto on oada idioma os oon- 
sidorado oomo un original y doho ox prosa r ol mis- 
mo siijuitioado quo ol otro; oada pais puodo roiíirso 
por los art ionios ox prosados on su propio idioma v^ 
Poro tfonoralmonto si hav disoordanoia ontro ambos 
toxtos, provalooo ol toxto rostriotivo, uV * 

§ 78, Los publioistas disouton ol punto sobro si 
una oonvonoión do oxtradioión puodo aplioarso á 
un hooho puniblo ya provisto, poro quo ha sido oo- 
mot ido autos do quo prinoipiara á rogir la oonvon- 
oión. Como on la prátioa modorna "ouandoso quio- 
ron limitar los ofootos tío los tratados, so tiono la 
nooosidad \\^ doolararlo oxprosamonto, dohora atír- 
marso quo los quo nada hayan doolarado, tuvioron 

V¿* Ihovloy, jk 4, 

{!) Mootv, § v^S, 

V»"0 raso tío Lowis y IíiuvíoIK U Con\ l>i|>, Mov, \k t»47, 
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la intención do hablar también do los individuo» 
que han nido acusados o condenados antes del trata- 
do, lo mismo quede aquellos que cometieren despuós 
Ioh delitos" í'j. V en el Congreso do Juriseonsul- 
tos celebrado en Lima on 187Í), se haee referencia á 
ese principio en los términos siguientes: "Como al 
fijarse las eondieiones do la extradición, no se agra- 
va la responsabilidad civil y criminal en que incurro 
el delincuente, ningún embarazo so ha encontrado 
para acordar que el tratado tenga un efecto retroac- 
tivo. Se persigue» al reo por la violación de una ley 
proxistente: se trata de imponerle una pena que ya 
tiene merecida; y se le entrega sin más objeto, que 
coadyuvará que en el lugar donde delinquió, so re- 
pan; el desorden, causado por su delito y no se ha- 
gan ilusorias las prescripciones de la justicia pú- 
blica. Xada se opone, pues, á que los efectos del 
tratado sí; extiendan á los hechos ejecutados antes 
de su celebración. Lo contrario sería sostener una 
doctrina que no tendría apoyo, ni en la ciencia, ni en 
el verdadero interés do los pueblos civilizados" (2), 
Kri verdad diremos, que la opinión ya expresada es- 
tá apoyada por los mejores autores Mj. 



(1) Fíore, $ M)\- 

(2) I><?rw;lio Internacional Hínpano Americano íl<» Seíja*; Tomo 
I, ]k 201. 

M) Míhw., i M; Seíjax, Tomo J, p. ISty BílJot, pj>, 251 2<M; 
Martens Droít den den*, í 101, nota de Cb, Vergé\ 
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CAPÍTULO V. 

•IlTRLSDKVIÓN. 

§ 79. — Como las disposiciones de los tratados de 
extradición se refieren á los (•.rímenos ó delitos que 
se hayan cometido dentro del territorio, ó en la ju- 
risdicción de uno de los países contratantes, es do 
importancia sabor cual es esa jurisdicción, y hasta 
donde se extiende el territorio del país requeriente, 
para los fines dol tratado. En los Estados Unidos é 
Inglaterra, tal jurisdicción comprende todo el terri- 
torio nacional, como también los buques de guerra 
en donde quiera que se encuentren y los buques 
mercantes si se hayan en alta mar. Y ésta también 
créese es la doctrina verdadera en todos los demás 
países (1). 

§ 80. — Las colonias ó posesiones de todo gobierno,, 
generalmente se rigen por las mismas disposiciones 
con respecto al derecho de la extradición, que la 
nación de que dependen ; por lo tanto á menos que 
los tratados dispongan otra cosa, queda entendido 
que la jurisdicción en casos de extradición se extiende 
hasta las colonias ó posesiones del país requerido (2). 

§ 81. — Cuando en virtud de un tratado general, 
ó de conformidad con la costumbre, las naciones 
extranjeras ejercen jurisdicción extraterritorial en 
algún país por medio de sus ministros ó cónsules, 
como regla general se considera que es un incidente 
de su jurisdicción el arrestar á sus subditos ó na- 

(1) Moore, §§ 103, 104,473. 

(2) Bomboy & (Klbrin, p. 149; Billot, p. 140; 2 Bernard, p. 206. 
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(dónales, acusados de algún crimen, y que hubieran 
ido á ese país. Así sucede en los dominios de Tur- 
quía, la China, el Japón, Siam y otras naciones don- 
de se admite la jurisdicción extraterritorial (*)• Pe- 
ro apesar de que los Estados Unidos ejercen esa clase 
de jurisdicción en aquellos países, el Gobierno ame- 
ricano celebró un tratado de extradición con Tur- 
quía en 1874 y con el Japón en 1880 (2). 

§ 82. — Puede suceder también que las dos nacio- 
nes contratantes se consideren con jurisdicción pa- 
ra juzgar el delito, ó exista alguna duda sobre el 
particular. En ese caso, generalmente la nación en 
cuyo territorio el reo se ha refugiado es la que lo 
juzga (3)- Aquí nos parece conveniente observar 
que en muchos tratados recientes se estipula que, 
cuando el crimen ó delito que da lugar a la deman- 
da de extradición hubiera sido cometido fuera del 
territorio de las dos naciones contratantes, se podrá 
dar ocurso a esa demanda si la legislación del país 
requerido autoriza la persecución de las mismas in- 
fracciones cometidas fuera de su territorio (*)• 

(1) Billot, pp. (>, 7; Moore, § 89; Fiore, § 2(51. 

(2) Moore, § 89. 

(3) Moore, § 367. 

(4) Víanse los tratados en el Apíndiee. 
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CAPÍTULO VI. 

Dklitoh Khpkcificados. 

§ 8tt. Dos gobiernos al celebrar una convención 
de extradición tienen en cuenta para enumerar y 
clasificar los delitos y crímenes que debí» compren- 
der, no solamente los que sean de una gravedad in 
contestable, sino aquellos que según las leyes pena- 
les de sus respectivos países y sus circunstancias 
sociales, políticas y administrativas se consideren 
de importancia y cuyo castigo sea di* alguna 
utilidad 0)- 

§ 84. — Al principio se consideró que la extradi- 
ción no podía ser motivada sino por crímenes gra- 
ves, tales como el envenenamiento, el asesinato, el 
incendio voluntario; y así en los primeros tratados 
la lista de los delitos se restringió notablemente. 
Pero después, por las razones ya expuestas, y to- 
mando en mayor consideración el interés que tienen 
los Estados en castigar los hechos menos graves, se 
aumentó el número de delitos que debían ó podrían 
consignarse en los tratados (-)• 

§ 8Í). Al mismo tiempo se ha considerado que 
hay delitos poco graves para los cuales la extradi- 
ción sería una medida demasiado rigurosa. Y para 
poder medir la gravedad del delito, en muchos do 
los tratados más recientes se estipula que la extra- 
dición se concederá en caso de que el delito especi- 
ficado se castigue por uno ó más anos de prisión. 

(1) Hillot, p. llí); Fion\ § Whi. 

(2) Fiorts §§ :tf4, :*">:>; Vattol, Libro II, «ap IV, § 7(5. 
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Esto ocurre sobre todo respecto de países limítrofes 
ó muy cercanos (*)• 

§ 86.— Hay ciertos crímenes y delitos que en casi 
todos los tratados motivan la extradición : estos son 
el asesinato, parricidio, infaticidio, envenenamiento, 
homicidio, incendio voluntario, robo, falsificación 
de moneda, falsificación de papel moneda, modifica r 
ción ó falsificación de billetes de banco, ó títulos 
públicos, emisión, venta ó uso de esos títulos falsifi- 
cados ó modificados y falsificación de escrituras pú- 
blicas ó de comercio (2). 

§ 87. — Los siguientes crímenes ó delitos se en- 
cuentran especificados en gran número de tratados 
viz : aborto, violación, abuso de confianza, bigamia, 
rapto, golpes y heridas que producen la muerte ó la 
amputación de un miembro, la ceguera ó una enfer- 
medad permanente, bancarrota fraudulenta, pi- 
ratería, y concusión y corrupción de funciona- 
rios públicos (3). 

§ 88. — Y finalmente entre países limítrofes, ó 
cuya legislación es parecida, ó que poseen el mismo 
idioma y costumbres semejantes, la lista de críme- 
nes y delitos, los cuales pueden dar motivo á la ex- 
tradición, se ha ampliado de tal manera, que a veces 
comprende los atentados contra el pudor; la oculta- 
ción, supresión, sustitución ó suposición de niños; 

(1) Fiore, § 356; 1 Seijas, 214; Billot, p. 133; Moore, § 112; y 
véanse los tratados en el Apéndice de esta obra. 

(2) Véanse los tratados incluidos en las obras de Fiore, Moore 
(Jlarke, Billot, Bravo y en el Apéndice de esta obra. 

(3) Véanse los tratados á que se ha heelio referencia. 
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la asociación con malhechores; la extorsión; la se- 
cuestración ó detención ilegal de personas; la estufa; 
el fraude; la calumnia; el juramento falso; la des- 
trucción ó el deterioro intencional de una vía terrea 
ó de aparatos telegráficos; todo hecho de destruc- 
ción, deterioro ó perjuicio de la propiedad muehle ó 
inmueble; la baratería; el abandono ó la destrucción 
voluntaria de un buque, y la ocultación de objetos 
adquiridos por medio de delitos previstos en el con- 
venio de extradición. Seria inútil alargar esta lista, 
cuya extensión depende en cada caso especial de las 
circunstancias y el deseo que tengan los gobiernos 
que celebren el tratado de extradición de extender ó 
restringir la enumeración respectiva i^- 

§ SJ), -Kn los tratados más recientes los cómpli- 
ces ó auxiliares de cualquiera de los crímenes ó de- 
litos enumerados pueden igualmente ser entregados, 
Lo mismo quedan comprendidas en las calificaciones 
de algunos tratados las tentativas punibles, según la 
legislación de los países contratantes i->- 

§ 90. — liase discutido por los publicistas la cues- 
tión de si la enumeración de crímenes y delitos que 
se ha insertado en un tratado, impide á un go- 
bierno el conceder la extradición por un delito que 
no se hubiere especificado. Billot discute esta cues- 
tión de la siguiente manera: "La extradición es un 
acto de soberanía por parte del gobierno que entre- 

\\) Mooiy, § 94; Fion\ $ 2M; 1 Krijtis, p, VXk KUlot, pp. 

124 íao. 

(2) HUlot, |>p. 1M, l:U; Mooiy, H 1W">. H27; Fioiy, § :182; 
2 Heruanl, pp. 22á 227: Homhoy & Uilhnn, p. <>0. 
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ga al individuo reclamado ; por lo tanto, para ese 
gobierno, bajo tal punto de vista, la enumeración 
del tratado no puede restringir sus facultades; de 
modo que él puede ordenar el arresto y la entrega 
de un reo a la justicia extranjera, en virtud de otros 
actos distintos de los que la enumeración compren- 
de. Indudablemente el contrato bilateral que ha 
celebrado compromete su soberanía respecto de los 
actos enumerados, de modo que no le es permitido 
rehusar la extradición que se le pida en virtud de 
uno de esos actos; pero los efectos del contrato no 
pueden comprender las infracciones que no han 
sido previstas en ese documento. El gobierno re- 
querido entonces vuelve á gozar de la plenitud de 
su soberanía, y puede resolver lo que le parezca 
conveniente respecto de una demanda de esa espe- 
cie. Como principio puede decirse que la enumera- 
ción que contiene un tratado no limita las faculta- 
des de la nación, sino que solamente enuncia ciertos 
derechos y deberes" (*)• Y lo anterior está entera- 
mente de acuerdo con lo que expresa Fiore, al refe- 
rirse á las reglas fundamentales de la extradición 
en Italia, cuando dice : "Debemos añadir que, en 
cuanto a Jos Estados con los cuales no hemos cele- 
brado tratados, nuestro Gobierno aplica el principio 
de que la extradición puede concederse bajo la pro- 
mesa de reciprocidad; principio que por lo demás 
será aplicable también, en el caso de que se trate 
de extender los convenios existentes á un delito que 
rio esté previsto en ellos; obrando así, nuestro fxo- 



(\) Billut, pp 119,120. 
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bienio considera tales convenios, no como el origen 
de un delito, sino simplemente como netos que 
tienden á proclamar y reglamentar un deber inter- 
nacional existente ya" (D. V esa es la opinión del 
publicista Moore, respecto de los países en donde se 
puede conceder la extradición sin necesidad de trata- 
do i-*- Es verdad que liillot después modifica de al- 
na manera lo ya expresado ; pero esa modificación 
fué declarada sin valor por los tribunales franceses, 
después de publicada la obra de ese autor, Queda 
pues en pié la doctrina de que los gobiernos que 
conceden la extradición sin necesidad de un tratado, 
pueden concederla por un delito que no esté previs- 
to en tal convenio, 

§ 91. — El principio arriba enunciado está ya 
tan bien aceptado, que en varios tratados recientes 
eso también se estipula; como sucede en el tratado 
celebrado entre México é Inglaterra en 1880, que 
contiene lo siguiente: "Puede también concederse 
la extradición á arbitrio del Estado á quien se pida, 
por cualquier otro delito, respecto del cual se pueda 
conceder la extradición conforme á las leves de am- 
bas partes contratantes, vigentes en la época en que 
sea pedida" (W- Y en el tratado celebrado entre Italia y 
el Uruguay en 1879, está consignado el mismo princi- 
pio de la siguiente manera: "Las altas partes contra- 
tantes tienen por enunciativa y no limitativa la lista 

(1) Fion\§ 22S. 

(2) Moort\ § 42 y nota 6. Igual opinión expresan Homboy & 
Uilbrin, pp. 1(5» 17 de su obra. 

(3) Véase artieulo II de dieho tratado en el Apéndice. 
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de los crímenes arriba prenotados, y reconocen por 
tanto que puede demandarse y acordarse á título de 
reciprocidad, la extradición de individuos acusados ó 
condenados por otros crímenes no enumerados aquí, 
con tal que sean de aquellos que tienen aparejada 
pena aflictiva ó infamante según las legislaciones de 
los dos países. En este caso es prudencial y facul- 
tativa la acción de ambos gobiernos" (!)• 

§ 92. — Por supuesto que en aquellas naciones en 
donde solamente se concede la extradición en vir- 
tud de algún convenio vigente, no puede imperar la 
doctrina que acabamos de discutir. Así es que en 
los Estados Unidos, apesar de que algunas ejecuto- 
rias parecen indicar que el Grobierno americano ten- 
dría el derecho de solicitar y conceder la extradición, 
en casos que no estén comprendidos dentro de las 
prescripciones de un tratado, no se aprueba esa doc- 
trina; y por esa razón el Gobierno de los Estados 
Unidos jamás ha solicitado de otro gobierno con 
quien haya celebrado un tratado, la entrega de un 
reo por un delito que no esté comprendido en 
el convenio ( 2 )- 

§ 93. — Punto discutible también, es el determinar 
si el hecho que motiva la extradición debe ser uno 
punible, según la legislación del estado reclamante, ó 
de conformidad con las leyes del país requerido. 
Los publicistas no están acordes sobre este punto. 
Según nuestro parecer, los que abogan porque el he- 



(1) Art. 4? del tratado entre Uruguay é Italia, firmado el 14 de 
abril de 1879. 

(2) Moore, §§ 42, 43. 
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cho debe ser punible, de acuerdo con la legislación 
del país de asilo, son los que sostienen su doctrina 
con argumentos de más peso y razones más convin- 
centes 0). Afortunadamente casi todas las con- 
venciones mas recientes no dejan la menor iluda so- 
bre este punto, y declaran terminantemente que "la 
extradición no podrá tener lugar, sino cuando el he- 
cho semejante sea punible según la legislación del 
país á quien se dirija la demanda" (-)• 

§ 94. — Veamos ahora cuál será el efecto de las 
modificaciones que se hicieran en el derecho penal 
de una de las naciones contratantes. Existen dos 
opiniones sobre el particular. Algunos autores creen 
que una modificación de esa clase, elimina por com- 
pleto de los efectos del tratado el delito ó crimen á 
que se refiere; mientras otros consideran que hasta 
que sea desahuciada la convención esta continúa en 
vigor, y cualquier cambio que una de las dos nacio- 
nes contratantes haga respecto de su legislación, no 
puede afectar los derechos de la otra nación; y por 
lo tanto ésta continúa con su derecho de pedir la ex- 
tradición, de conformidad con las disposiciones del 
tratado. Esta segunda opinión parece estar apoya- 
da sobre bases más sólidas y duraderas («*)• 

§ 95. — Los datos estadísticos que los autores Bi- 
llot, Bomboy & Gilbrin y Moore han coleccionado 
respecto de los casos de extradición, que se han pre- 
sentado por parte de los gobiernos francés y ame- 

(1) Billot, pp. 120, 121. 

(2) Véanse los tratados en el Apéndice de esta obra. 

(3) Billot, pp. 122, 123. 
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ri cano, ya sea solicitando ó concediendo la entrega 
de crimínale», pueden darnos a conocer la importan- 
cia de la extradición en nuestros días, y la clase de 
delitos y crímenes que la han motivado. En 
Francia de 1864 á 1870 se concedióla entrega de 
584 reos, y se obtuvieron de otros países 343 extra- 
diciones. De ese total de 927 inculpados, hubo 280 
(ó sea el 30 por ciento) por robo y abuso de confian- 
za; 18(5 (el veinte por ciento) por bancarrotas frau- 
dulentas; 169 (el 18 por ciento) por otras clases de 
fraudes; 150 (el 16 por ciento) por asesinatos, homi- 
cidios ó envenenamientos; y 142 (el 16 por ciento) 
por otros crímenes y delitos Uh Fijándonos en una 
época más reciente, veremos que en el ano de 1883 el 
número de extradiciones obtenidas por Francia de 
naciones extranjeras ascendió á 125, y las concedi- 
das por ese mismo país fueron 273: cifras que desde 
luego demuestran el incremento habido en los casos 
de extradición en la República Francesa < 2 ). La 
estadística sobre la materia en los Estados Unidos 
es igualmente interesante. El Gobierno americano 
de 1842 á 1890, presentó 549 demandas de extradi- 
ción á diferentes países, de las cuales 206 le fueron 
concedidas; y el número de inculpados cuya extra- 
dición fue solicitada del Gobierno de los Estados 
Unidos, durante el mismo periodo, ascendió á 604, 
siendo 237 el número de los entregados á otros go- 
biernos. De esos 443 reos, cuya extradición fué con- 
cedida, en virtud de negociaciones entre los Estados 

(l)Billot, p, 55, 

(2) Bomboy & Gilbrin, p. 9. 
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t T nidos y otras nuciónos, hubo, según un cálculo 
aproximado que hemos podido hacer, en vista de los 
datos presentados por Moore O^ y consentidos 
también en un informe oficial del (lobierno ameri- 
cano C-K 12 (ó sea un tres por ciento) por incendio; 
4f> (el 10 por ciento) por golpes y heridas; 25 (el ti 
por ciento) por estafa y peculado; 180 (el 40 por 
ciento) por falsificación; 85 (el 19 por ciento) por 
homicidio; lt> (el 4 por ciento) por piratería; 40 (el 
9 por ciento) por robo y 40 (el 5) por ciento) por otros 
crímenes v delitos. 



(l) Mootv, Apóiulioo 1» |ip, UMU> UMm. 
(LM Itcport on Kxtrmlition. \\\*. 227 22t>. 
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EXCEPCIONES 



CAPÍTULO I. 

CIUDADANOS. 

§ 96. — Todas las convenciones de extradición con- 
tienen algunas estipulaciones, en que se consignan 
las excepciones que se consideran justas con respec- 
to de la aplicación del derecho de extradición, y va- 
rias de esas excepciones también existen para los 
casos en que puede verificarse la extradición, sin ne- 
cesidad de que se haya celebrado el tratado respec- 
tivo. La primera excepción, y una de las más im- 
portantes, es la que se refiere al nacional ó ciudadano 
del país requerido ; pues es regla generalmente reco- 
nocida, que ningún gobierno está obligado á consen- 
tir en la extradición de uno de sus nacionales 0) 

§ 97. — Algunos publicistas y varios gobiernos aún 
van más lejos, pues consideran que en ningún caso 
puede un gobierno otorgar la extradición de uno de 
sus subditos ó ciudadanos, fundándose en que ni 
la dignidad nacional lo permite, ni tampoco se le 

(1) Fiore, § 311; Heffter, § 63; Billot, p. 64; Bluntschli, § 399; 
Moore, § 119; Wheaton, § 200; Klüber, § 66; Martens, § 101; Cal- 
vo, § 200; Naumann, Derecho Internacional Público Mo- 
derno, p. 66. 
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puedo privar al roo do la protección que deben im- 
partirle los tribunales de su país (1). 

§ 98. — En cambio hay otros autores que, como 
Fiore, opinan que no debo existir tal excepción, y 
que el ciudadano lo mismo que el extranjero, debe 
ser entregado á la justicia del país requeriente (-)• 

§ }){). Con referencia á esta cuestión, lo mismo 
que respecto de todos los puntos que se relacionan 
con el derecho de la extradición, nosotros queremos 
atenernos principalmente á lo que la práctica y la 
experiencia han establecido, para que nos pueda ser- 
vir do guía en cualquier caso dado; por lo tanto 
diremos que en todos los países europeos, con ex- 
cepción de Inglaterra, los gobiernos no entregan a 
sus subditos ó nacionales, en virtud do una deman- 
da de extradición (•'*)• La misma regla existe en 
todos los demás países del mundo civilizado, con ex- 
cepción de los Estados Unidos, que en ese punto 
adopta el sistema inglés, cuando en virtud de un 
tratado, puedo verificar la entrega del reo (■*)• 

§ KM). En México es de la incumbencia exclusi- 
va del Presidente de la República el conceder en 
raras ocasiones, y por circunstancias especiales, la 
extradición do mexicanos í: >); y los casos en (pie se 

(1)2 Hornard, pp. 100, 100. 

(2) Fiore, § 320; Hillot, p. 67. 

(3) Hillot, p. 73; Moore, §§ 454. 4f>0, 4(w, 4G8, 472, 485, 504, 
508, 509, 510, 512 y 515. 

(4) Moore, § 135; Snow, Casos of Intonmtioiial Law, p. 158; 
Naumann, Porooho Int. Púb. Mod., p. 07. 

(5) Caso do Visoarra, G Corr. Dip. Mox., p. 547. 
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haga la entrega de nacionales deben aer muy gra- 
vea ó extraordinarios, y previo ofrecimiento formal 
de reciprocidad íl). En el Perú no se concede en 
ningún caso la extradición, euando el individuo re- 
elarnado hubiese sido ciudadano peruano, por naci- 
miento o naturalización, antes del hecho que motive 
la solicitud de extradición, exeept liándose el caso 
en que se trate de naciones limítrofes, y eso sola- 
mente en virtud de tratado que así lo disponga (2). 
Tampoco Guatemala entrega a sus nacionales <%)• 
E igual principio impera en la República Argenti- 
na (*) y en los demás países latino-americanos. 

§ 101. — Por supuesto que la excepción de ciuda- 
danos, á que hacemos referencia, solamente puede 
ser válida, cuando se establece el carácter de ciu- 
dadano del acusado de una manera explícita y ter- 
minante &)< Y ai se trata de eludir la entrega, de- 
bido á que el reo es ciudadano naturalizado del país 
requerido, debe también probarse su naturalización 
muy satisfactoriamente (fy- 

§ 102. Con excepción de algunos tratados de 
extradición en que Inglaterra y los Estados Unidos 
han sido partes contratantes (7), puede decirse que- 
todos los pactos internacionales modernos de esa 
clase hacen mérito de la excepción de ciudadanía. 

0) (> f.Virr, JJíp, Míjx, p. 547, 

(2) Moo«5 i 507; El Peruano, Diario Offríal, oet. 25 de 1888. 

(ti) 4 (Jorr. Díp. Mex,, p. 059. 

(4) Ley da Extradición, Itop. Argentina, art. 3" 

(5) 4 (Utrr. Dip, Mex., p. 959. 
(íí) Moor#!, ¿ 137, 

(1) Moorc, i i:w. 
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Diversa es la fraseología que se emplea con ese fin. 
Así en la convención entre México é Italia, celebra- 
da en 1870, se especificó de esta manera: "La extra- 
dición no podrá tener lugar, si los acusados son na- 
cionales del país donde se encuentren y á cuyo go- 
bierno se pida la extradición" U). Esta prescrip- 
ción es terminante, e impide la extradición del na- 
cional. Distinta es la clausula relativa en el trata- 
do entre México v los Kstados Unidos, firmado en 
1861, pues dice: "Ninguna de las partes contratan- 
tes queda obligada por las estipulaciones de este 
tratado á hacer la extradición de sus propios ciu- 
dadanos" C-). Esto implica que puede concederse 
la extradición de un ciudadano, sin que su gobierno 
esté obligado á verificarlo así. En el tratado cele- 
brado entre España y Bélgica en 1870, esa prescrip- 
ción está expresada aún de una manera distinta, y 
es la siguiente : "En ningún caso y por ningún mo- 
tivo podrán ser obligadas las partes contratantes á 
entregarse sus nacionales, sin perjuicio de los pro- 
cedimientos que hayan de practicarse contra ellos 
en su país conforme á las leyes vigentes" (3)- Toda- 
vía hay otra redacción de esa misma cláusula, ex- 
presada en términos bien liberales, y es la que con- 
tiene el tratado celebrado entre España y Colombia 
en 1892, que dice : "Ninguna de las partes contra- 
tantes queda obligada á entregar sus propios ciuda- 

(1) 1 Derecho Internacional Mexicano, p. f>l)í{; Azpíroz, p. 217; 
véase ese tratado en el Apéndice de esta obra. 

(2) 1 Derecho Int. Mex., 279; Azpíroz, p. 1S2; y también el tra- 
tado en el Apéndice de esta obra. 

(3) Pión», p. 471; 2 Bravo, p. 227. 
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danos ó nacionales, ni los individuos que en ella se 
hubieren naturalizado, antes de la perpetración del 
crimen. Ambas partes se comprometen, sin embar- 
go, á perseguir y juzgar, conforme á sus respectivas 
leyes, los crímenes ó delitos cometidos por naciona- 
les de la una parte contra las leyes de la otra, me- 
diante la oportuna demanda de esta última, y con 
tal que dichos delitos ó crímenes se hallen compren- 
didos en la enumeración del artículo 5JV" il). 

§ 103. — Lo anteriormente dicho da 4 conocer el 
principio adoptado por todos los gobiernos, que se 
niegan 4 hacer la entrega de uno de sus nacionales, 
que implica el enjuiciamiento y castigo del reo en 
su propio país ; pues aunque un gobierno tiene el de- 
recho de negarse 4 conceder la extradición de un 
ciudadano, no por eso queda exento de la obligación 
de juzgarlo y castigarlo según sus propias leyes (2). 

§ 104. — Y aquí parece conveniente observar, que 
si después de haberse cometido el crimen, el acusa- 
do obtiene su naturalización en el país requerido, 
esa circunstancia, en lo general, no debe impedir su 
entrega, aunque el gobierno de la nación en donde 
se haya refugiado no permita la extradición de sus 
ciudadanos ; y para que este principio quedo bien 
establecido está ya consignado en algunos tratados 
recientemente celebrados ( : *). También debe de- 
cirse que si un reo pudiese ser considerado como 



(1) Diario Oficial, Bogotá, julio 11 do 1893, 

(2) 4 Oorr. Dip. Mex., 959; Moore, § 122; Fiore, § 229. 
(») Billot, p. 75; Fiore, § U2. 
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ciudadano do ambos países, podría negar su extra- 
dición el país de asilo d). 

$ 105. Si el reo cuya extradición se solicita es 
ciudadano de una tercera nación, opinan algunos 
autores que antes de concederse su entrega, el go- 
bierno requerido debe pedir el consentimiento res- 
pectivo al país del cual el acusado es subdito ó 
ciudadano (2). Fiore considera que ese consentimien- 
to no es necesario, y que el admitirle sería una ver- 
dadera exageración (•'*). V este tratadista, refirién- 
dose á la clausula relativa a la extradición do un 
tercer país, dice que sería preferible suprimirla. (♦) 

§ 10(>. — Sin embargo, os indudable, que en mu- 
chos tratados recientes se encuentra la cláusula re- 
ferida sobre la extradición de los ciudadanos de un 
país tercero. Por ejemplo en el tratado celebrado 
entro España ó Italia en 18(>8, so estipula lo siguien- 
te: "(Mando el procesado ó el reo sea extranjero en 
los dos Estados contratantos, el gobierno que deba 
conceder la extradición informará al del país á quo 
pertenezca el individuo reclamado, de la demanda 
que le haya sido dirigida; y si esto último Gobierno 
reclama á su voz al acusado para que le juzguen 
sus tribunales, aquel á quien huya sido dirigida la 
demanda di 1 extradición, podrá á su arbitrio entregar- 
le al Estado en cuyo territorio so haya cometido el 
crimen ó delito, ó á aquél á quo pertenezca dicho 



(1) Fiore, §341. 

(2) Moore, § 142; Fiore, § 343. 

(3) Fiore, § 346. 

(4) Fiore, § 347. 
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individuo" (*)• En la convención celebrada entre 
Alemania y el Uruguay en 1880 existe una clausula 
parecida, aunque sin que sea obligatoria la notifi- 
cación al tercer país, pues dice así: "Cuando el indi- 
viduo cuya extradición se reclama no sea ciudadano 
de la República Oriental del Uruguay ni alemán, 
el gobierno que debe concederla podrá notificar la 
demanda que le ha sido dirigida al del país á que 
pertenezca el individuo reclamado, y si este gobier- 
no pidiese la entrega del acusado, para que le juz- 
guen sus tribunales, el gobierno á quien se haya 
dirigido la demanda de extradición podrá á su ar- 
bitrio entregarlo á uno ú otro de dichos gobier- 
nos" (2). La siguiente es la redacción del artículo 
relativo en el tratado celebrado entre los Estados 
Unidos de América y la República de Colombia en 
1888: 4i En caso que se solicite la extradición de 
una persona que sea igualmente extranjera en la 
República de Colombia y *en los Estados Unidos de 
América, aquella no se concederá mientras el Go- 
bierno ó el Representante del país del cual es dicho 
criminal ciudadano ó subdito, haya tenido opor- 
tunidad de hacer objeciones á la extradición" (3). 
A nuestro modo de ver la práctica que debiera adop- 
tarse, con respecto de la extradición de los ciudada- 
nos ó subditos de un tercer país, está bien descrita 
en el tratado celebrado entre Francia y Chile (1860) 

(1) Art. 6? de dicho tratado; Fiore, Apéndice, p. 509. 

(2) Art. 3? del Tratado de Extradición entre Alemania y el 
Uruguay, firmado el 12 de febrero de 1880. 

(3) Art. 9? de la convención de extradición entre Colombia 
y los Estados Unidos de América, firmada el 7 de mayo de 1888. 



y os la siguiente: "Si el individuo reclamado no 
fuero ciudadano ó subdito do alguno tío los gohior- 
nos, la extradición podrá suspenderse hasta consul- 
tar al gobierno á que pertenezca el refugiado, ó invi- 
tarlo a hacer una exposición tío los motivos que po- 
drán asistirle para oponerse á la extradición, Kn 
todo caso, el gobierno á quien so exigiere la extra- 
dición quedará en libertad de dar á esa solicitud el 
curso que creyera convonionto % y do entregar al re- 
fugiado para que se le juzgue, bien sea al soberano 
do su propio pais ó de aquel en que el delito se hu- 
biere cometido" 0- 

§ 107, tin algunos de los tratados que inserta- 
mos en el Apéndice de esta obra, y en otras conven- 
ciones sobro la materia, se encontrará la cláusula 
aludida redactada de diversas maneras; poro la ín- 
dole de osa proscripción de los tratados parece indi- 
car, en lo general, que el pais tercero no tiene un 
derecho claro, positivo y explícito, ni para exigir que 
so lo notitlquo la demanda do extradición, ni mucho 
monos para impedir que esta sea concedida en fa- 
vor del (íobierno requeriente v- M * 



\\\ Art. ti" \M trtttmlo oitmlo. luvopilmnón do Tratmloa y 
(\mvoneioues ooloWatlos ontiv U\ hVpúhlioN tío Chilo y his IV 
tmu'ifts oxUtuijonis, Tomo L \\\k íUW» UiH, 

^n Mooiv, § 142; Homhoy & ÜÜWuk |K 2ti, 
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CAPÍTULO II. 

KKOH POLÍTICOS, 

$ 108. — Tienen razón los publicistas al decir que 
la. exclusión de Ion delitos politicón del número de 
aquellos que pueden motivar la extradición, es una 
conquista del derecho moderno (i), (jomo ya diji- 
mos anteriormente, (§ 17), los tratados de extradi- 
ción antiguos más bien eran celebrados con el obje 
to de castigar a los culpables de delitos, que verda- 
deramente revestían un carácter político (2). Y aún 
en tiempos comparativamente moderno**, se ha visto 
á una nación entregar á otra, una persona acusada 
de un crimen enteramente de carácter político W)* 
Uno de los más notables de esos casos, es el de la 
entrega por el Henado de Ham burgo al Gobierno 
ingles del reo Napper Tandy y otras personas impli- 
cadas en la rebelión ocurrida en Irlanda en 1708 ^h 
Afortunadamente ya el derecho moderno no recono- 
ce un principio parecido. 

§ 109.— Los argumentos y consideraciones en que 
«e fundan los que han establecido la excepción á 
favor de los reos políticos, fueron tan bien expuestas 
en el Congreso de Jurisconsultos, reunido en Lima 
en 187Í), que no podemos menos de trasladarlas casi 
en su totalidad, á estas páginas: "Kri cuanto á los 
delitos que pueden producir la extradición, el Congre- 

(1; Fíonj, * <'J58; Bíllot, p, 107; 2 JVrnard, p, 250; íj Bravo, p. 2.X 
(2) Flore, § tfíH; Moore, § 205; :* Bravo, p, 24, 
(ty Mooi-i*, i 205, 

(4j Moow, C 205; Ciarla, p, 2*'J, V Fíohí mi § <*J5ÍJ cita aumm un 
tfcrrjpox aún w/ix r<*'í<íiit<?K, 
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so de Jurisconsultos ha creído indispensable excluir 
los delitos políticos, y aún los que tengan conexión 
con ellos, no porque deje de reconocerse que esos 
delitos en ciertos casos tienen una alta gravedad y 
causan mayores niales que los comunes, sino porque 
hay algunas razones para no someter unos y otros 
al mismo sistema de represión. En realidad, el que 
sin motivos poderosos, e impulsado por una ambición 
insensata se rebela contra las autoridades de su país 
y promueve la guerra intestina, es un criminal ante 
la ley. A él deben imputarse los caudales que se 
inviertan en la lucha civil, la sangre que se derrame 
y el trastorno que sufran todos los elementos del 
orden social. ¿Pero esos delitos, por estrepitosos y 
perjudiciales que sean, manifiestan la misma perver- 
sidad que los delitos comunes i ¿Tienen la misma 
marca de infamia 1 ¿Están igualmente maldecidos 
por la conciencia pública t La pasión política en 
otros tiempos los ha considerado como los delitos más 
atroces; ha perseguido á sus autores con más encar- 
nizamiento que á los reos ordinarios ; y los ha con- 
denado al último suplicio. Mas el progreso de las 
luces ha modificado esas opiniones: la soberana voz 
de la razón se ha escuchado al fin en la mayor par- 
te del mundo civilizado, y hoy día se confiesa que 
la criminalidad política casi siempre lleva consigo 
muchas causas de atenuación .... Los principios po- 
líticos, en efecto, no son tan absolutos, ni tan claros, 
como los que atropella un hombre al perpetrar un 
delito común" (*)• 

(1) 1 Seijas, pp. 200, 207. 
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§ 110- — Como es de suponerse, esta doctrina de 
excluir los reos políticos de los efectos de la extradi- 
ción, es aplicable aún en los países en que la entre- 
ga se verifica sin necesidad de un tratado. Así fué 
ésta una de las razones que Colombia alegó para 
negarse a conceder la extradición del ex-Presidente 
don Carlos Ezeta, solicitada por el Gobierno de El 
Halvador en el año de 1894 (l). Y este principio está 
aprobado por ley en el Perú, la República Argen- 
tina, Bélgica y otros países. 

*S 111. — En cuanto a los tratados, casi todos los 
más recientes consignan la excepción mencionada 
en términos bien explícitos. Por ejemplo, en el tra- 
tado celebrado entre los Estados Unidos y Colom- 
bia, que fue ratificado en 1890, se expresa lo siguien- 
te: "Si apareciere que la extradición se solicita con 
el propósito de someter á juicio y castigar á un indi- 
viduo por una falta de carácter político, no tendrá 
lugar la entrega. Tampoco será juzgado ó castigado 
ningún individuo, cuya entrega se haya efectuado 
por faltas políticas cometidas antes de la extradi- 
ción" (2). Y en el tratado celebrado entre México ó 
Inglaterra en 1889, la cláusula relativa está concebida 
de la manera siguiente: "No se entregará al reo 
prófugo, si el delito cometido del cual se pide su en- 
trega tiene carácter político, ó si él probase que en 
realidad se ha hecho el requerimiento para su entre- 
ga, con la mira de juzgarle ó castigarle por un delito 



(1) Informe del Ministro de Relaciones Exteriores de Colom- 
bia en 1894, p.. LVII. 

(2) Art. V de dicho Tratado. 
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de carácter político" \K Y finalmente, en el Tratado 
sobre Derecho Penal Internacional, que tan hábil y 
maduramente fue concebido por el t'ongreso Sud 
Americano do Montevideo en 1889, encontramos el 
siguiente articulo: "Tampoco dan motivo á la 
extradición los delitos políticos y todos aquellos que 
atacan la seguridad interna y externa de un Kstado, 
ni los comunes que toncan conexión con ellos, La 
clasiticación de estos delitos se hará por la nación 
requerida, con arreglo á la ley que sea más favorable 
al reclamante" v- M - 

\\ 112. l>e lo anterior, v del examen de otros tra- 
tados, se deduce que no se puede usar la acusación 
de un crimen común, como pretexto para obtenerla 
entrega de un criminal político. También está 
establecido que los crímenes comunes que tengan 
conexión tic una manera bien clara v directa con el 
delito político, no pueden dar motivo á la extradi- 
ción v»^ Y es fundándose en este último principio, 
que fué denegada en 18ÍM> por los tribunales ingleses 
la extradición de Angelo Castioui v*k y que en 181M 
no se concedió la entrega del U enera 1 Kzeta v eom* 
pa fieros, solicitada por el gobierno salvadorefio al de 
los Kstados Tnidos v'^« 

\\\ Vóaso ol amonio VI tío oso tratado on ol Apóndioo, 
\lM Tratados solnv l>oivoho Intornaoional I Vivado» ooloWados 
por ol Tonijivso Sud Amorioano» Montoxidoo» ISIUÍ, pp. ~¿\ o4. 

v ;n Hiiiot, \k UH; kíoiv. $ ;uí7, 

yl\ Show» Casos on Int. La\\\ \k lti«», 

\íi\ Ooonmontos rotativos á la oxtradioión do los roos Antonio 
Kzota, oto, San Salvador» IS*>4, p, TS, Monsajo dol IVosidonto 
tMovoland al iVniíroso do los KR TI', on dioiomlnv do lSi>4. 
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§ lili. — Apenar de lo exjmesto anterionnente, no 
se considera delito político, ni hecho conexo con 
delito semejante, el atentado contra la persona del 
jefe de un listado extranjero, ó contra uno de los 
miembros de su familia, cuando este atentado cons- 
tituye el hecho, ya sea de homicidio, do asesinato ó 
de envenenamiento. Así lo expresan los mejores 
autores, y está consignado en casi todos los tratados 
modernos de extradición (')• Uno de los casos de 
esta clase de más importancia y que ha llamado más 
la atención, fuó el de Roberto Andrade, refugiado 
primero en Colombia, y después en el Perú, y quien 
fué acusado del crimen de asesinato, perpetrado en 
la persona del Presidente (Jarcia Moreno del Keua- 
dor. Aunque la extradición fue denegada en virtud 
de haber prescrito la acción criminal, quedó bien 
establecido que no había lugar á la excepción por 
causa de delito político, lo cual ora uno de los funda- 
mentos para la defensa del reo (-)• 

§ 114. — Según la opinión que se apoya en más 
sólidos fundamentos, al estado requerido ó de asilo 
le toca resolver si el caso dado está comprendido 
entre los delitos políticos que le obligan á denegar 
la extradición (•'*)• Y así lo declaró el Instituto do 



(1) Billot, p. 112; Heffter, § M, nota 9 por Uefí'eken; 2 Bernard, 
p. 290; Moore, § 208; :j Bravo, p. M; Naumanii, Dereeho Int. 
Moderno, p. (>7. 

(2) Memoria del Ministro de Relaeiones Exteriores del Perú en 
18í)2, pp. 102, 1¡J2; Informe del Ministro de lo Interior y Kela- 
eiones Exteriores del Keuador en 18ÍJ2, p. 11. 

(:») Moore, § 210. 



í 
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Derecho Internacional de París 0); é igual acuerdo 
adoptó el Instituto de Derecho Internacional reunido 
en Oxford en 1880 (2). Y para evitar toda duda 
respecto de ese punto, y dar más libertad de acción 
al país requerido, en el tratado celebrado entre 
México y Guatemala en 1894, se dice : "No se entre- 
gará al delincuente prófugo si el delito es de carác- 
ter político, ó si el Presidente de la nación donde 
aquel se encuentra creyere que, aunque la extradi- 
ción se solicite por un delito común, el verdadero 
objeto es castigar delitos políticos; en tal caso el 
Presidente no estará obligado á exponer las razones 
de su negativa" W). 

§ 115. — Los delitos llamados de la prensa son 
considerados como delitos políticos, y por esa razón 
no pueden motivar la extradición (+). 

§ 110. Por supuesto que aunque un reo acusado 
de un crimen político no debe ser entregado al 
estado reclamante, eso no impide que el gobierno 
requerido lo interne en el país, ó lo expulse, si así le 
parece conveniente. Además debe tomar las precau- 
ciones necesarias, para impedir que esos refugiados 



(1) 3 Bravo, ~u; 2 Bernard, 299. Estos dos autores creen que 
el país reclamante debe ser el que determine el carácter político 
del delito; pero esa opinión no está de acuerdo ni con la de los 
mejores autores, ni con lo consignado en los tratados más 
recuentes. 

(2) Moore, § 210 nota 1. 

(3) Art. 8" de este tratado en el Apéndice. 

(4) Bomboy & (Hlbrin, p. 58; 2 Bernard, p. 300. 
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abusen del asilo para amenazar el orden público y la 
seguridad de naciones amigas (i). 



CAPITULO III. 



DESERTOKES. 

§ 117.— ^ La entrega de los desertores, ya sea del 
ejercito ó de la marina, tiene bastante semejanza a 
la extradición de los criminales; pero en realidad son 
cosas distintas, sobre todo debido á los procedimien- 
tos que una y otra requieren (2); debiendo, sin em- 
bargo, tenerse en cuenta que si se pide la entrega 
de un desertor, en virtud de un delito común, los 
procedimientos relativos deben seguirse estricta- 
mente de conformidad con los principios del dere- 
cho de extradición (3). 

§ 118. — Los desertores del ejército rara vez son 
entregados por el gobierno del país de asilo, excepto 
en virtud de convenios especiales (*)• Y por supues- 
to lo mismo se puede decir respecto de los delitos 
puramente militares (5). 

§ 119. — En cuanto á los marineros, puede decirse, 
como regla general, que ya sean los de embarcacio- 
nes mercantes, ya los de buques de guerra, si desertan 

(1) Moore, § -218; Bluntschli, § 396. 

(2) Fiore, § 352; Moore, §§ 409, 413; BilJot, p. 94; 2 Bernard, 
pp. 242, 243; 3 Bravo, p. 1; Bomboy & Gilbrin, p. 46. 

(3) Fiore, § 352; Moore, § 414. 

(4) Fiore, § 352; Moore; § 413; Billot, p. 94. 

(5) Fiore, § 352. 
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están sujetos a sor entregados al país requeriente, 
por medio de procedimientos muy parecidos á los 
que autoriza la extradición, pero mucho más rápi- 
dos y menos complicados ( 1)- Casi siempre se veri- 
tica su arresto v entrega, en virtud de la solicitud 
del cónsul de la nación á que pertenece el barco, ó 
si no hubiese cónsul, á petición del capitán del 
buque. V si no se encontrasen los marineros antes 
de que zarpe el barco, quedarán presos después, á 
disposición del cónsul, hasta que puedan ser remiti- 
dos á su destino f-M. 

§ 120. — Pero ni en los Estados Unidos, ni en 
Inglaterra, existe el derecho de entregar marineros 
desertores, á menos de que eso se haga en virtud de 
tratados ó convenios celebrados con ese fin (W» 

$ llíl. — En la actualidad, ese derecho tle reclamar 
desertores de buques de guerra ó mercantes, se 
reglamenta por las disposiciones que al efecto se han 
introducido en los tratados de amistad, comercio y 
navegación. Para dar á conocer los términos en 
que comunmente se expresan esas disposiciones en 
los tratados modernos, citaremos el artículo XIX del 
tratado de amistad, comercio y navegación celebra- 
do entre México é Italia en 1870, que á la letra dice: 
"Los Cónsules generales, Cónsules, vice Cónsules ó 
Agentes consulares podrán requerir la asistencia de 
las autoridades locales para buscar, aprehender y 

[\) Hillot. l>. !>.V.! Kcnuml, |>. 24:]. 

(2) Hillot. p. %; HHVtin\ § 247, nota ó por UeftVkon; Moo- 
iv. § 409. 

(l\) Momv. ** 407, 40S, 40!). 
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arrestai* á los desertores de buques de guerra ó mer- 
cantes de su país. Con tal fin, se dirigirán por 
escrito a las autoridades locales competentes, y pro- 
barán con la exhibición de los registros de los bu- 
ques, de la tripulación ú otros documentos públicos, 
que los individuos reclamados hacían parte de di- 
chas tripulaciones. Justificada así la demanda, me- 
nos no obstante, cuando se probare lo contrario, no 
se rehusará la entrega. Luego que los desertores 
fueren aprehendidos, se pondrán á disposición del 
Cónsul ó Agente consular que los hubiere reclama- 
do, y podrán ser detenidos en las prisiones públicas,, 
á petición y expensas de quienes los reclamen, para 
ser remitidos á los buques de cuyo servicio deserta- 
ron, ó á otros de la misma nación. Sin embargo, si 
no fueren remitidos dentro de dos meses, contados 
desde el día de su arresto, serán puestos en libertad, 
y no se volverá á aprehenderlos por la misma causa. 
Siempre que el desertor hubiere cometido algún 
crimen ó delito en el país en donde se le reclame, se 
diferirá su extradición, hasta que termine el juicio 
criminal relativo y la sentencia final haya tenido 
entera ejecución. Queda entendido que si los de- 
sertores son ciudadanos del país donde acontezca 
la deserción, estarán exceptuados de las estipulacio- 
nes del presente artículo" (1). 



(1) Azpíroz, Código de Extranjería, p. 224; 1 Derecho Inter- 
nacional Mexicano, p. 582. Véanse también los tratados citados, 
en 3 Bravo, pp. 16-21, y en Moore, § 410. 
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capítulo iv. 

CASOS KSPKCIAIjKS. 

$ 122. — Kl derecho do obtonor la entrega do un 
esclavo on virtud do una donmnda do oxtradioión, 
puodo dooirso on t orminos gonoralos quo no oxisto 
ontro las naoionos civilizadas, desdo quo la osóla- 
vitud quodó abolida. V algunos países, al oolobrar 
un tratado oon otro on quo existía la esclavitud al 
tirmarso la convención, han Hjado oomo oondioión 
expresa que susprosoripoionos no soan aplioablos á los 
osclavos. Así México on su tratado oon los Kstados 
Tnidos ti rmado on 18(il, estipuló quo sus disposi- 
oionos "tampoco oomprondon la devolución do los 
osclavos fugitivos, ni la entrega do los crimínalos 
quo hayan tenido la condición do osclavos on ol lugar 
on donde so cometió el dolito, al tiempo do oomo- 
torio, estando ésto expresamente prohibido por la 
Constituoión de México" 0). 

§ l!í:i. Kn la República Argontina so obsorva la 
rogla siguionto: "ruando el roclamado fuera un os- 
olavo perseguido ó condonado por un dolito común, 
la oxtradioión so eonoodoni siempre quo la nación 
requorionto so compromota á juzgarlo como hombro 
libro y considorarlo siompro como taT (2). Igual 
disposioióu oxisto on ol Perú l : *). V sogún la legisla- 
ción do Colombia v Vonozuola la solicitud do oxtra- 
dioión será rechazada, si la criminalidad dol aoto ini- 

^t) A/.píroz, p. IS'J: Vónsool nrt. VI dooso tratado ouol Apóndioo. 
^2) Art. 4° Ii^y do Kxtradioióu do la Kop. Argontina, p. 4.">. 
\}\) Art. IV. do la Loy do Kxtradioión dol lVrú. 
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putado al reclamado dependiese tan solo del que- 
brantamiento de leyes ilativas a la esclavitud (i). 
Es muy probable que aún en aquellos países en 
donde no existe legislación parecida, se adoptaría 
una regla igual para un caso dado. 

§ 124. — Como la piratería propiamente dicha es 
un delito contra el derecho de gentes, los piratas 
pueden ser perseguidos y apresados por los buques 
que los encuentren, y pueden ser juzgados por el 
país que los tenga en su poder (2). Principio es éste 
que puede considerarse como elemental; por lo tan- 
to no se concederá la extradición respecto de ese 
delito, a menos que el Estado requerido, aunque 
competente, no quisiere hacer valer el derecho de 
juzgar por sí mismo al acusado (3). 

§ 125. — Pero también, como en algunas naciones 
se designa bajo la denominación de piratería, tanto 
el delito calificado así en virtud del derecho de gen- 
tes, como el que se designa con el nombre de bara- 
tería, ó que es tal en virtud de alguna ley munici- 
pal ( 4 ), puede verificarse la extradición con respecto 
de un caso comprendido dentro de esta denomi- 
nación. 

§ 126. — Los principios anteriormente anotados ya 
se hallan especificados en gran número de las con- 
venciones modernas de extradición; designándose 
con precisión la clase del delito, que según el tratado 

(1) 1 Seijas, p. 187. 

(2) Fiore, §379; Calvo, §201; Bello, Derecho Internacional, 
p. 302; Heffter, § 104; Wheaton, § 124. 

(3) Fiore, § 381. 

(4) Fiore, §§ 379, 380; Moore, § 110; Clarke, p. 137. 
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respectivo se califica de piratearía, y que da lugar á 
la extradición (D. 

§ 127. — Hay autores que consideran que el país 
requerido no tiene obligación de entregar á un reo 
que involuntariamente, por ejemplo, debido á un 
naufragio, lia encontrado asilo en el territorio de tal 
país (-). Pero esa doctrina no lia sido generalmente 
adoptada por los mejores publicistas ($); y en los 
tratados más recientes se bacen aplicables sus pres- 
cripciones á todas las personas que se encuentren en 
el territorio del país requerido ; esto implica (pie no 
es necesario averiguar, si la permanencia del reo en 
tal país es voluntaria ó involuntaria. 

§ 128. — Existen ciertos principios importantes que 
se refieren á los dereebos y responsabilidades de 4 al- 
gunos reos cuya extradición es solicitada, ó á los 
privilegios de que pueden gozar en ciertos casos es- 
peciales. Entre esos principios encontramos el ya 
bien establecido, di* que la extradición no podrá ve- 
rificarse, mientras el reo reclamado sea procesado 
por el mismo delito en el país requeriente (■*). Regla 
es esta que se encuentra en casi todos los tratados 
modernos de extradición, y (pie está consignada en 

(1) Víanse los tratados de Francia en las obras de Billot y 
Boinboy & Gibrin; de España en la de Bravo; de Inglaterra en 
la de Clarke, v de los Estados l/nidos en la de Moore. En el 
Apíndiee de esta obra se pueden consultar los tratados celebrados 
por México. 

(2) 2 Remaní, p. iK>. 

(3) 2 Bernard, p. 1)7; Bomboy & Gibrin, p. 24; Billot, p. (M. 

(4) Moore, § :Hi(¡ ; HetTter, § <W ; 2 Bernard, p. U20. 
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las l#?y#?H de varios países relativas á la materia 0). 
iVro puede el Kstado requerido conceder la extradi- 
ción condícíonalmente, esto <»s, ofreciendo entregar 
al reo, después deque liaya sido declarado inocente, 
ó haya sufrido la condena impuesta por los tribuna- 
!#»h del país r<?qii«?Hi??itj? f-j. Hí la ley así lo permite, 
puede el Gobierno requerido sobreseer Ion procedi- 
mientos contra el reo, ó dejar de juzgarlo y entre- 
garlo inmediatamente al Kstado reclamante M). 

í 120, Aunque algunos autoras han tratado de 
establecer, que respecto de la extradición de un reo 
procesado por delitos distintos en el país requerido, 
deben existir otras realas, ya es príneípio bien eono- 
eído el de que esos casos se redirán por las uiistnaH 
prescripciones que se siguen, cuando es igual ó el 
mismo el delito cometido en el país requerido (4), 

v UíO,™ Indudablemente no será obstáculo fiara la 
extradición de un reo, la responsabilidad por obliga- 
ciones civiles que tenga en el país de asilo, en favor 
de personas particulares, Kn esos casos, aun mu po- 
niendo que el reo se encuentre detenido por falta de 
cumplimiento de esas obligaciones, no podrá diferirse 
la extradición; fiero los interesados siempre tendrán 
el derecho de ejercer su acción ante el magistrado 
competente, y sus derechos quedarán á salvo (*'). 

* I!}!,— Los principios á que acabamos de hacer 

(1; Yuta**: Vm\*' VI y Apcti'lifU! <U* <'*tft obm, 
rj ; IJHtVr, % M. 

íií; Moorv, s MU. 

<:>; Kíoh-, nn :í;>o, 4o;*j Mooh», s ;j70 ; Híiiot., j>, é j*7; 2 B«r- 
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referencia ( §§ 128, 129 y VM)) so encuentran especi- 
ficados en casi todos los tratados modernos do extra- 
dición, (lonernlmcnte los artículos relativos están 
redactados do la manera siguiente: "Si ol individuo 
reclamado estuviere condenado, acusado ó persegui- 
do por crimen ó delito cometido en el país donde se 
refugió, su extradición será diferida hasta que ter- 
mine la causa criminal, ó so extinga la pena que so 
le hubiere impuesto. No será obstáculo para la ex- 
tradición la responsabilidad por obligaciones civiles 
contraidas á favor do particulares, quienes conserva- 
rán á salvo sus derechos para hacerlos valer ante la 
autoridadoompotonto" 0). A continuación inserta- 
mos otra forma menos reciente, tío osáis mismas 
proscripciones: "Si el individuo reclamado está 
acusado ó condonado en el país donde so ha refugia- 
do, por un crimen ó delito cometido en esto mismo 
país, su extradición podrá diferirse hasta que son 
absuolto por una sentencia definitiva ó que so haya 
ejecutado la pena. La extradición será siempre 
acordada, aun cuando el presunto roo so haya impo- 
dido por su entrega do cumplir obligaciones contraí- 
das con particulares, á quienes si» los reserva, en 
todo caso, la facultad de hacer valor sus propios de- 
rechos ante la autoridad judicial competente" \~). 

\\) Art, Xll de la Convención de extradición entre Kspaíia y 
Colombia, Armada el 2:1 de Julio de ISU2. Diario Oficial Hopotíi, 
Julio 11 de 1SÍKI. 

(2) Arts. 7 y S de la Convención de extradición entre Kl Salva- 
dor é Italia, firmada el 2í) de Marzo de 1871. Colección de Tratados 
del Salvador, p. 2.">S. Véanse también los tratados en el Apéndice 
de esta obra. 
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CAPÍTULO V. 

PRESCRIPCIÓN. 

§ V¥2. — Ninguna demanda do extradición puedo 
considerarse» válida, si la pena 6 bien la acción hu- 
biese sido prescrita. Indudablemente, si según las 
disposiciones de las leyes del país requerí eute y del 
país requerido hay lugar a la defensa de la prescrip- 
ción, el reo no puede ser entregado H). 

§ 13U. — Los publicistas más conocidos han opinado 
porque, en caso de que no coneuerden las leyes de 
los dos países respecto del derecho de extradición, 
debían regir las disposiciones legales del país reque- 
riente. Y defienden esta opinión con argumentos 
de bastante peso (2)- Apesar de eso, la práctica san- 
ciona otro principio, y exige que no se conceda nin- 
guna demanda de extradición si la pena ó la acción 
ha prescrito, en virtud do la legislación del país re- 
querido ( ; *)- 

§ 134. — Y este principio relativo á que la pres- 
cripción debe regirse por las leyes del país requerido, 
ostá consignado en la mayor parte de los tratados 
recientemente celebrados. Asi lo encontramos es- 
tipulado en el tratado celebrado entre España y Ale- 
mania en 1878 en los términos siguientes: "La ex- 
tradición no podrá concederse si hubiese prescrito 
el delito ó la pena, según las leyes del país en que 
se encuentre el individuo reclamado cuando se pida 

(1) Fiore, § 304; 2 Bernard, p. 308. 

(2) Fiore, § «04; 2 Bernard, p. 310; Billot, pp. 220, 221; 
Moore, § 373. 

(3) Moore, § 373; Billot, p. 221; Bomboy & (Ülbriii, pp. 03 4)5. 
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su extradición" 0)- En el tratado entre España y 
Uruguay firmado en 1885, existe la cláusula siguien- 
te: "Artículo 9v La extradición no será concedida 
cuando por la legislación del país en que el reo se 
halla refugiado esté prescrita la pena ó la acción 
criminal" (-)• 

§ 1IÍ5. — Debe agregarse también, que aún la legis- 
lación de muchos países ya ha aprobado el principio 
de que hacemos mérito; quedando bien establecido 
que no se concederá la extradición cuando, con arre- 
glo á las leyes del país requerido, la pena ó la acción 
se encontrasen prescritos (<**)• 



CAPITULO VI. 



EXTRADICIÓN VOLUNTARIA. 



§ 136. — Puede suceder que el reo, sin esperar el 
cumplimiento de todas las formalidades necesarias 
y legales para que se verifique su extradición, volun- 
tariamente determine y pida ser puesto en manos 
de la autoridad judicial que lo reclama para juzgar- 
lo. Algunos autores llaman á esto extradición vo- 
luntaria, mientras que otros consideran que debe 
denominarse regreso voluntario, pues difiere en algo 
del caso de una extradición común y corriente (*)• 



(1) Fiore, Apéndice, p. 453; 2 Bravo, p. 211. 

(2) Véanse también los tratados en el Apéndice de esta obra. 

(3) Véasela parte VI de este libro. 

(4) Fiore, § 430; Moore, § 175; 2 Bernard, p. 575; Bomboy & 
Gilbrin, p. 110. 
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Como la designación de "extradición voluntaria" no 
puede prestarse á ninguna equivocación, y expresa 
suficientemente bien el acto ó procedimiento á que 
se refiere, la emplearemos sin reparo alguno. 

§ 137.— Los casos de personas que hayan solici- 
tado voluntariamente su propia entrega son raros; 
sin embargo, es probable que aumentaran con el 
tiempo, y por lo tanto deben estudiarse los princi- 
pios que rigen ese ramo del derecho déla extradición. 

§ 188. — Está ya bien dilucidado que cuando el 
reo solicita ser entregado á las autoridades del país 
requeriente, el gobierno requerido está en la obliga- 
ción de hacer la entrega; á menos que» ese mismo 
reo haya cometido algiin delito ó crimen en el país 
de asilo. Y debe verificarse esa entrega, sin esperar 
que termine la tramitación de la demanda que se 
hubiese presentado. Algunos autores consideran 
que el gobierno requerido, antes de decretar la en- 
trega, debe dar á conocer al reo las consecuencias de 
la determinación que ha tomado. Pero en la prác- 
tica eso no sucede 0)- El gobierno requerido sim- 
plemente resuelve que el reo debe ser entregado. 
Así se verificó en el caso de Francisco Müller, acu- 
sado de bancarrota fraudulenta y cuya entrega fué 
solicitada por el gobierno peruano al de Colombia, 
en el año de 1887 (-)• Y en el caso reciente de los 
reos Gale y Turner acusados de robo, el gobierno 
mexicano en 1892, á solicitud del Ministro america- 

(1) Billot, p. 372. 

(2) Informe del Ministro de Relaciones Exteriores de Colom- 
bia en 1888, p. f>3; y Documentos anexos, p. 48. 
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no que había pedido la extradición de esos indivi- 
duos, dispuso fueran puestos en libertad, porque 
voluntariamente consintieron en regresar a los Es- 
tados Unidos para ser allí juzgados (l ). 

§ 189. — De lo anteriormente expuesto, y de los 
casos citados, se deduce que puede el Gobierno re- 
querido expedir la orden de entrega, tan luego como 
el reo solicite ser puesto en manos de la autoridad 
del país reelamaute; ó si esa autoridad tiene plena 
confianza, de que el reo regresará á ser juzgado al 
lugar en donde cometió el delito, puede decretarse 
la absoluta libertad del acusado ; por supuesto que 
esto último se hace solamente, en virtud de solicitud 
formal del mismo gobierno requeriente, ó de su re- 
presentante diplomático (-). 

§ 140. — Dado el caso de una extradición volunta- 
ria, suscítase la duda de si debe considerarse al reo 
bajo las mismas ó iguales condiciones, que un indi- 
viduo que se presenta voluntariamente ante los tri- 
bunales para ser juzgado, ó si debe estar en la misma 
situación que el (pie ha sido entregado en virtud de 
una extradición regular. Estos dos métodos aplica- 
bles á la extradición voluntaria, han servido de re- 
gla en diferentes países. Hase denominado sistema 
francés al primero y sistema belga al segundo, por 
haber sido adoptados por los respectivos gobiernos 
de esas dos naciones (3). 

(1) 6 Corr. Dip. Mex., pp. 626, 627. 

(2) Véanse las citas anteriores. 

(3) Moore, § 175 ; Fiore, §§ 431, 432 ; Billot, pp. 373, 374 ; 2 
Bernard, pp. 578, 579. 
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§ 141. — El primer easo que dio lugar á la aplica- 
ción de esas doctrinas, y que vino á poner en evi- 
dencia las argumentaciones opuestas de ambos 
sistemas, fué el de un llamado Renneí;ou-Charpeu- 
tier, traficante de vinos que se había refugiado en 
Bélgica, y que fué detenido preventivamente, en 
vista de la demanda del gobierno francés. Pidió ser 
entregado, sin esperar que se cumplieran todas las 
formalidades que exigía el caso, pero después de su 
entrega, insistió en que debía considerársele en las 
mismas condiciones que si el Gobierno belga hubie- 
se concedido su extradición. La Corte de ( 'asación, 
después de la tramitación correspondiente, por de- 
creto de 4 de julio de 1867, desechó su petición, y 
así estableció el llamado "sistema francés M en mate- 
ria de extradición voluntaria 'ij. Como consecuen- 
cia, el enjuiciamiento del acusado bajo tal sistema, 
debe someterse a las mismas reglas, que el del indi- 
viduo que se presenta voluntariamente ante los 
tribunales para ser juzgado, y en consecuencia está 
sujeto á que lo juzguen por cualquier delito que hu- 
biere cometido /2 ;. 

C\) Moore. § 177: Fiore, i 431 ; Billot. p. 3*0 et seq.; Bomboy 
& Gilbrin, p. 110. 

(2) Fiore, ;: 431, 432: Moore, § 176: Biilot, p. 3*8 et seq. En 
Octubre de 1*95 se presentó un caso de extradición voluntaria 
en la República de Colombia, en que ese Gobierno parece haber 
adoptado el sistema francés. Según la prensa periódica, el Mi- 
nistro de Relaciones Exteriores de ese país transmitió por telé- 
grafo una orden ai Gobernador de Panamá, para la entrega de 
A. (\ Lo ve, prófugo de los Estados Unidos por los delitos de fal- 
sedad y hurto, y apresado en la provincia de Chiriqní por laa au- 
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v 142. — Kl caso de Fanrc de Monginot, acusado de 
bancarrota fraudulenta, quien fué entregado por el 
gobierno belga al francés, en virtud de la petición 
del reo para su entrega voluntaria, dio lugar á que 
los tribunales franceses afirmaran su doctrina; cosa 
que motivó una protesta formal por parte de Bélgi- 
ca y una correspondencia diplomática bien intere- 
sante, en la cual este gobierno estableció la regla de 
que el reo, cuando se entrega voluntariamente, se 
coloca en la misma situación que el que baya sido 
entregado en virtud de demanda v tramitación ordi- 
naria de extradición \\\ 

j 14¡l. — Existe un tercer sistema para los casos de 
extradición voluntaria, y es el sugerido por el juris- 
consulto francés Duverdy, el cual consiste en decla- 
rar que el gobierno requerido es solamente compe- 
tente para decidir si creyó ó no haber efectuado una 
extradición ; es decir que esc gobierno al remitir el 
reo, ó después, puede determinar si lo ha entregado 
de conformidad con el sistema llamado francés, ó 



fondados colombianas; euva orden estaba concebida en los térmi- 
nos siguientes: "Entregue Lo ve á los Agentes del Gobierno de 
los Estados Unidos, previo memorial en que el detenido declare 
voluntad de ponerse á la disposición de las autoridades de aquel 
país, en vez de someterse á las formalidades y resultado en una 
demanda internacional de extradición. El memorial debo resol- 
verse favorablemente, declarando Usía que la intención del Go- 
bierno colombiano es que la entrega voluntaria de Love no se 
considere como una extradición, ni debe modificar la situación, 
derechos y responsabilidades del fugitivo respecto de las leyes y 
autoridades de los Estados ruidos." 

(1) Piore, $ 4:11: Hillot, p. ílM; Moore, § 17(>. 
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con el designado como belga (1). Y finalmente 
Moore considera que las circunstancias de cada caso 
especial deben determinar y resolver si el reo se 
considera entregado, como en virtud de una extradi- 
ción debidamente tramitada, ó como si él se hubiese 
presentado voluntariamente ante un tribunal, para 
ser juzgado por cualquier delito que se le imputa- 
re ( 2 ). Creemos que ésta es la regla más lógica y la 
que será adoptada en lo general. 



(1) Fiore, § 485; Moore, § 175; Billot, p. 886. 

(2) Moore, § 177. 



PARTE V. 



TRAMITACIÓN. 



CAPÍTULO 1. 



VIA DIPLOMÁTICA. 



§ 144. — Es un principio generalmente estableci- 
do que toda demanda di» extradición debe pedirse 
por la vía diplomática (!*• Este principio es de 
aplicación universal, cuando no existe un tratado 
correspondiente entre el país reclamante y el reque- 
rido; pero puede modificarse por convenio expreso 
entre los dos gobiernos i-*- 

§ 14f). — El agente diplomático que ha de presen- 
tar la demanda debe pedir instrucciones á su gobier- 
no para dar ese paso: pues es de la autoridad su- 
prema del estado requeriente de donde emana el de- 
recho de formular tal demanda; aunque el reo nun- 
ca podrá alegar (pie el agente diplomático no haya 
obtenido la autorización correspondiente, para pro- 
ceder en el caso dado (•'*)• 

§ 140. — Délo anteriormente dicho se desprende 
que los agentes consulares de cualquier categoría 

(1) Fioiv, * :iStf : Mootv. § 220; Billot. p. 1:17: 2 KiTiianl p. M; 
Bomboy & Oilbrin. pp. 10-12. 

(2) Fiort\ § 387. 

(:« Mooiv. sS5 21 <>, 224. 
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que sean, no tienen ningún carácter para iniciar ó 
entablar una demanda de extradición; á menos que 
eso lo hagan en virtud de un tratado que especial- 
mente lo autorice (*)• Y debemos decir que recien- 
temente varias convenciones de extradición contie- 
nen una cláusula, que da esa autorización á los cón- 
sules de las naciones contratantes (-)• Sin embargo* 
aún existiendo tal autorización, algunos de esos 
tratados la limitan á los casos de hallarse los agen- 
tes diplomáticos ausentes del país ó de su capital (3). 
§ 147. — El tratado de extradición celebrado entre 
México y los Estados Unidos en 1861, contiene una 
prescripción muy especial sobre esta materia, cual 
es la que determina que u en el caso de crímenes 
cometidos en los Estados ó Territorios fronterizos 
de las dos partes contratantes, podrá hacerse la re- 
quisición por medio de los agentes diplomáticos res- 
pectivos, ó por medio de la principal autoridad civil 
de los mismos Estados ó Territorios, ó por medio de 
la principal autoridad civil ó judicial de los distritos 
ó partidos de los límites de la frontera, que para ese 
objeto pueda estar debidamente autorizada por la 
principal autoridad civil de los mismos Estados ó 
Territorios fronterizos, ó cuando por alguna causa 
esté suspensa la autoridad civil del Estado ó Terri- 

(1) Fiore, § 386; Moore, § 223. 

(2) Véanse los tratados entre España y la República Argen- 
tina firmado en 1881 y entre España y Uruguay en 1885. 

(3) Véanse los tratados entre los Estados Unidos y Colombia 
firmado en 1888; entre los EE. UU. y Rusia en 1887; entre los 
EE. UU. y Noruega en 1893 y entre los EE. W. y Sueeia tam- 
bién en 1893. 
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torio, por medio del jefe superior militar que mando 
el mismo Estado ó Territorio" (D. Creemos que 
una disposición parecida no se encuentra en ningu- 
na otra convención de extradición, 

§ 148. También encuéntrase modificado ese prin- 
cipio general que exige so haga la solicitud por, la 
vía diplomática, en los tratados más recientes cele- 
brados entre naciones que tienen colonias lejanas; 
pues en esos casos so adopta poco más ó menos la 
prescripción que contiene el tratado celebrado en 
1878 entre Inglaterra y España, que dice á la letra: 
"La demanda de extradición del criminal fugitivo 
que se hubiese refugiado en una provincia ultrama- 
rina, colonia ó posesión de una de las dos partes 
contratantes, se dirigirá al Gobernador ó á la autori- 
dad superior do dicha provincia, colonia ó posesión 
por el agente consular de mayor categoría del 
otro Estado en dicha provincia, colonia ó posesión; 
ó si el criminal si» ha fugado do una provincia ultra- 
marina, colonia ó posesión del Estado en cuyo nom- 
bre se pide la extradición, por el (Sobornador ó au- 
toridad superior do esta provincia, colonia ó posesión. 
En estos casos se observarán, en cuanto sea posible, 
las disposiciones del presento tratado por los respec- 
tivos Gobernadores ó autoridades superiores; pero 
so reserva á éstos la facultad do conceder la extra- 
dición ó de someter la resolución del caso á los go- 
biernos de sus respectivos países" (-)• Con fraseo- 

(t) Art. U de dicho tratado. Azpiroz, p. ISO; 1 Derecho Int. 
Mex., p. 277 y Apéndice do esta ohra. 

(2) Art. lOdo dicho Tratado en Fiore, Apéndice p. .">02. 
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logia algo parecida, se encuentra esa misma pres- 
cripción en el reciente tratado celebrado entro Es- 
paña y los Países Bajos (1H94), el cual dice: "La 
demanda d(3 (extradición del malhechor que se refu- 
giare en una colonia ó posesión extranjera de la 
otra partas podrá también ser presentada, directa- 
mente al Gobernador ó funcionario principal de (es- 
ta colonia ó posesión, por el Gobernador ó funciona- 
rio principal de la otra colonia ó posesión, en tanto 
que las dos colonias ó posesiones extranjeras están 
situadas (en Asia ó Australia. I ja misma regla se 
seguirá si las dos colonias ó posesiones extranjeras 
(están situadas en América. Los (Miados Goberna- 
dores ó primeros funcionarios tendrán la facultad 
ó do conceder la (extradición ó de consultar á sus 
gobiernos" 0). Y tanto la Gran Hretafia, Kspafia y 
los Países Bajos, como Francia, Bélgica y otras 
naciones que tienen colonias ó posesiones lejanas, 
han establecido proscripciones parecidas (2). 

§ 149.— Finalmente, bañemos referencia á otra ex- 
cepción de la regla general ya asentada, y es la que 
consignan algunos tratados celebrados entro nacio- 
nes limítrofes, autorizando la (extradición por la vía 
judicial. Kn virtud do tal autorización fueron tra- 
mitados (Mi Colombia (el caso (be Roberto Andrade en 
1885 y (el (be «Julio Vejarano en 1880 (¡J) ; podiendo 
también hacerse referencia á otros casos do índole 

(1) Art. 1(> del tratado filtre Kwpaíia y Ion PiiIhcn Bajón firma- 
do el 2!) de octubre de 1 H04. ( í aceta, de Madrid, enero 1° de 1 895. 

(2) Billot, p. 1:W et. m<m|.; Fiore, ó ÍJH7; Moore, $222. 

(JJ) Informe del Miníntrode Relacionen Interioren de Colombia 

en isss, pp. :w, :M. 
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parecida. Para dar una idea de esa ríase de disposi- 
ciones, extractaremos lo siguiente del artículo \Ví y 
todavía vigente, del tratado de amistad, comercio y 
navegación firmado en 1842 entre la Nueva U ranada 
y Venezuela, y que dice á la letra: "A fín de facili- 
tar la administración de justicia, y precaver contes- 
taciones y reclamaciones que pudieran turbar de 
alguna manera la buena correspondencia y amistad 
entre las dos repúblicas, lian convenido y convienen 
las partes contratantes en devolverse recíprocamen- 
te los reos de incendio, de envenenamiento, * * * 
que si» refugiaren de la una A la otra república. Pa- 
ra tal devolución, se entenderán entre sí los juzga- 
dos ó tribunales por medio de requisitorias, con es- 
pecificación de la prueba ó principio de prueba, que 
por las leyes del país en que baya ocurrido el hecho 
ó el delito, sea suficiente A justificar el arresto y en- 
juiciamiento, y en caso necesario, ocurrirán el uno 
al otro los dos gobiernos, exigiendo la extradición 
del reo" lü. 



CAPITULO II. 



DKMANDA. 



§ 150. — La demanda, solicitud ó requerimiento de 
extradición constituye el primer paso dado por el 
representante del país demandante, para obtener la 

[\) Coleeeión de Tratados Públieos de los Estados Cuidos de 
Colombia, p. KJ1 ; Coleeeión de Tratados Públieos de Venezuela, 
p. .">7. 
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entrega del reo (1). Ese documento debe dar á co- 
nocer al individuo reclamado con suficiente claridad 
y precisión, proporcionar los indicios suficientes 
para comprobar su identidad, manifestar la fecha y 
las principales circunstancias del delito, designando 
éste según la penalidad que marca la ley. Igual- 
mente debe indicarse la nacionalidad del reo, su 
filiación y la competencia de la autoridad judicial 
que lo reclama ( 2 ). 

§ 151. — Estos requisitos que debe contener la 
demanda, varían según la legislación del país reque- 
rido; como también dependen en gran parte de las 
disposiciones del tratado, en virtud del cual se for- 
mule tal demanda, en caso de que la entrega del 
reo se pida de conformidad con las prescripciones 
de un pacto internacional. Tales Requisitos son de 
diferente índole en distintos países, pero existen 
ciertos principios fundamentales á este respecto que 
es conveniente conocer y estudiar. 

§ 152. — Desde luego debe decirse, que á la deman- 
da se añadirán todos los documentos necesarios que 
le sirvan de apoyo. Si según las leyes del Estado 
requerido se exigen ciertas fórmulas especiales para 
que tales documentos sean válidos, esas formalida- 
des deben observarse estrictamente (3). Esos docu- 
mentos también pueden trasmitirse separadamente, 
y deben ser originales ó copias debidamente legaliza- 



(1) Fiore, § 384; Moore, § 220; Billot, p. 183. 

( 2 ) Fiore, § 390. 



^ — . — — — — — T ^ — ~ ~ . 

(3) Fiore, § 391. 



UKMANUV 8<J 

das, expedidas por un tribunal ú otra autoridad 
competente del país que solicita la extradición \\\ 

§ líiít. |)obo tenerse sumo cuidado do ospooiti- 
carón la demanda, con suficiente precisión, el delito 
cometido por el reo, y caso de entablarse el proce- 
dimiento en virtud de un tratado, si tal delito es de 
los comprendidos en diebo tratado [2\. 

§ ir>4. La compotoneiado la autoridad del gobier- 
no requeriente debo quedar bien demostrada. Para 
eso es necesario, entre otras cosas, que los documen- 
tos justificativos indiquen el lujaren donde se baya 
cometido el delito \¡u. 

i ltV». La identificación, la condición ó el estado 
y la nacionalidad del roo son datos que deben estar 
bien descritos en la solicitud de extradición, y des- 
pués so tienen que comprobar debidamente i*K Sin 
duda la identificación del reo puede baeorso do 
diversas maneras, ya sea por medio do una fotografía, 
por su filiación, ote.: pero siempre debo sor tal que 
impida cualquiera ineortidumbro, para que no se 
cometa un error respecto do la persona acusada w\ 
Kn ouanto á la nacionalidad del roo, bien so com- 
prende la importancia do esto dato; y aunque ijono- 
ralmento no sooxíiío que en la demanda oso so espe- 



dí) Kioiv, s< am. 

{2) Caso rio Hcusou, t¡ Covr, I>¡|>, Mev, |>|>. .V>L\ o.VI; Hillot, 

\l\) HUIot, p. 170, 

(4) Itillot, |>|>. KM lt¡!>; Hoinhoy iV: tHlhriu, jk Hl 

(o) HUlot,|i. lt>4, 
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eifique, siempre es mejor ciarlo k conocer desde 
luego 0). 

§ 156. — Éntrelos documentos que deben acom- 
pañar la demanda, ó que tienen que presentarse 
oportunamente, son los principales el certificado ó 
documento judicial que expone el hecho de la con- 
dena del reo 6 su acusación, y la orden de su arresto 
librada en el país en que ha cometido el delito. Por 
supuesto que esos documentos estarán redactados 
en el idioma del país requeriente, y de conformidad 
con sus leyes, salvo el caso de una disposición con- 
traria que contenga el tratado respectivo. El go- 
bierno requerido podrá solamente exigir que esos 
documentos sean certificados ó autenticados, de 
acuerdo con sus disposiciones legales (-). Todo 
esto se relaciona con las pruebas que se deben pre- 
sentar en el juicio ó averiguación administrativa ó 
judicial, relativa al caso dado, y que están reglamen- 
tadas de diversas maneras en diferentes países. 



CAPITULO III. 

AKRESTO PROVISIONAL. 

§ 157. — En lo general, el procedimiento en un caso 
de extradición lo inicia el representante del país re- 
queriente, pidiendo el arresto provisional del reo. 
Medida es esta de suma importancia, y aún puede 
decirse necesaria en muchos casos, para evitar que 

(1) Billot, p. 107. 

(2) Billot, p. 168; Fiore, § 391. 
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so nulifiquen por rompiólo los pasos y tramitación 
subsecuentes, y que han do dar por resultado la 
entrega definitiva del aousado \\\ La manera do 
verificar oso arrosto provisional en un oaso dado so 
encontrará reglamentado, on lo generaron el tratado 
ivspootivo y on las leyes dol país requerido; pero 
hay oiortos principios que puodon oonsidorarso oomo 
del dorooho público, y que á monos di x ostar modifi- 
cados por un tratado ó por una lo\\ deben sorvir do 
norma para voritíoar tal arrosto provisional. 

§ K)8.- Disoutou los publicistas sobro si os una 
oblit/uvióii del país requerido, decretar ol arrosto pro- 
visional on casos do extradición, ó si tal arrosto debo 
oonsidorarso solamente como medida voluntaria ó 
jacultatii % u % por parto do oso gobierno. Inclínase la 
mayoría á considerar que, á monos do que un trata- 

\\) Hillot, p. 14f>; lieport on Nxtradition, p. ó; » Hornard, 
p. oi)7; Homhoy & (¡ilhrin, p. SÓ. ,% K1 amisto provisional do un 
fugitivo, on el oaso do extradición, os una niodida autorizada on 
la mayor parto do los tratados y legislaciones y praotioada por 
los gobiernos, en ateuoióu á los intereses universales do la socie- 
dad, y á la facilidad do las comunicaciones que permite á los roos 
y sindicados eludir fácilmente la acción de la justicia. Kn esto 
caso los gobiernos no caliílcan la demanda de extradición, sino 
que se ponen en aptitud de cumplir ol deber que mas tarde puedo 
resultarles comprobado; y si ol fugitivo es puesto luego en liber- 
tad, por comprobarse que no hay motivo suficiente para entregar- 
lo, las consecuencias de la prisión transitoria son un bocho, que 
no debe atribuirse al gobierno que la decreta, sino al que la soli- 
cita, y que no puede calificarse como una injusticia, puesto que 
el detenido ha sitio sentenciado, acusado ó mandado arrestar on 
su propio país." Informo del Ministro do Relaciones Kxterioros 
de Colombia en IS!>4, p, XLW 
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do ó una ley así lo prescriba, no es obligatorio para 
el país requerido, el decretar sea el reo arrestado 
provisionalmente ) . 

§ 159. — Sin embargo, puede decirse que rara vez 
un gobierno rehusa conceder el arresto provisional 
de un reo, si la súplica respectiva está formulada 
por la vía diplomática, y con referencia á un caso en 
que pueda concederse la extradición. Y la orden de 
detención provisoria puede obtenerse en lo, general, 
en virtud de informes dados por la vía telegráfica ó 
por correo (-). 

§ 160. — En algunos países el arresto provisional 
del reo se concede, en virtud de una simple notifica- 
ción de un magistrado ó Tribunal di» la nación 
requeriente, en que se baga referencia á una senten- 
cia ii orden de prisión emitida por tal magistrado ó 
tribunal (3). Así sucede en la República Argentina, 
y la disposición relativa está redactada de la manera 
siguiente: "En caso de urgencia, los tribunales de 
la República podrán ordenar el arresto provisorio 
de un extranjero, á solicitud directa de las autori- 
dades judiciales de un país ligado con la República 
por tratado de extradición, siempre» que se invoque 
la existencia de una sentencia ó de una. orden de 
prisión, y se determine con claridad la naturaleza 
del delito condenado ó perseguido. El pedido podrá 
hacerse por medio del correo ó del telégrafo, debién- 
dose dar al mismo tiempo aviso por la vía diplomá- 

(1) Billot, pp. 148, 158; Fiore, § 2<)0. 

(2) Fiore, § 285; Billot, p. 148. 

(3) Fiore, §§ 280, 288. 
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tica al Ministro de Relaciones Exteriores. Los tri- 
bunales que hubiesen practicado el arresto, lo pon- 
drán inmediatamente en conocimiento del Ministro 
de Relaciones Exteriores, por intermedio del de 
Justicia" i M. V casi en los mismos términos encon- 
tramos ese principio consignado en algunos conve- 
nios celebrados entre países limítrofes; por ejemplo, 
en la reciente ron vención ajustada entre el Peni y 
Bolivia, cu vas ratificaciones fueron canjeadas en el 
año de 1894(2). 

§ 161. — Por supuesto (pie la prisión preventiva 
solamente puede durar un tiempo relativamente 
corto; sólo lo suficiente para que el gobierno que pide 
la extradición, presente los documentos necesarios y 
la demanda correspondiente, para que se determine 
si el reo debe ser entregado. Este tiempo varía 
según los tratados v leves relativas á la materia (<*). 
Débese agregar que el detenido únicamente puede 
obtener la libertad provisional bajo caución, en los 
casos y según las condiciones que establecen las 
leyes del país requerido (■*). 

§ 1()2. — El procedimiento de arresto provisional 
está reglamentado en casi todos los tratados de 
extradición celebrados en la época actual. La clau- 



(1) A rt. 25 de la Ley de Extradición de la República Argen- 
tina; art. 671 del Código de Procedimientos en lo Criminal del 
mismo país, p. 1Ü3. 

(2) Memoria del Ministro de Relaciones Exteriores del 
Perú en 1804, p. 121. 

(3) Fiore, § 291; Homhoy & Uilbrin, p. 94. 

(4) Fiore, § 201. 
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sula relativa en algunos de ellos, es poco más ó 
menos del tenor siguiente : "En los casos urgentes, 
cada uno de los dos gobiernos, fundándose en un 
mandamiento de prisión ó en una sentencia conde- 
natoria, podrá por telégrafo, ó por el medio más 
rápido, pedir y obtener la detención del acusado ó 
del sentenciado, con la condición de presentar lo 
más pronto posible el documento anunciado" ( 1 ). 

§ 163. — En el tratado sobre derecho Penal Inter- 
nacional, celebrado por el Congreso Sud-americano 
de Montevideo en el año de 1889, el artículo corres- 
pondiente á la prisión preventiva está redactado en 
términos bien explícitos, como sigue: "Cuando los 
gobiernos signatarios reputasen el caso urgente, 
podrán solicitar por la vía postal ó telegráfica, que se 
proceda administrativamente al arresto provisorio 
del reo, así como á la seguridad de los objetos con- 
cernientes al delito, y se accederá al pedido, siempre 
que se invoque la existencia de una sentencia ó de 
una orden de prisión, y se determine con claridad la 
naturaleza del delito castigado ó perseguido" (2). 

§ 164. — Es de notarse, que el procedimiento adop- 
tado para el arresto preventivo en un caso de extra- 
dición, es distinto en la Gran Bretaña y los Estados 
Unidos que en los demás países. En esas naciones 
la prisión del acusado depende casi exclusivamente 
del poder judicial; por lo tanto, es ante un juez que 
se tiene que pedir la orden de arresto provisional, 



(1) Art. 11 del tratado entre España y El Salvador en 1884. 

(2) Tratados sobre Derecho Internacional Privado, etc., p. 61. 
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<le conformidad con las prescripciones que marca la 
lev local 0*. 

$ 10.Y — Indudablemente es á causa de esadiferen- 
cia en la tramitación adoptada en los países anglo- 
sajones, para obtener la prisión preventiva de un 
reo, cuya extradición se solicita, que además de es- 
tar reglamentada esa tramitación por ley, se encuen- 
tra descrita con alguna minuciosidad v detallada- 
mente, en varios de los tratados celebrados por los 
gobiernos inglés y americano. Para poder for- 
marse una idea de los requisitos que á ese respecto 
prescriben tales tratados, extractamos lo siguiente 
del convenio celebrado entre España y los Estados 
Unidos el T> de enero de 1877: ** Diebos represen- 
tantes (diplomáticos") ó funcionarios superiores con- 
sulares serán competentes para pedir y obtener un 
mandamiento ú orden preventiva de arresto, contra 
la persona cuya entrega se solicita: y en su virtud, 
los jueces y magistrados de ambos gobiernos ten- 
drán respectivamente poder y autoridad, con queja 
hecha bajo juramento, para expedir una orden para 
la captura de la persona inculpada, á tin de que él ó 
ella pueda ser llevado ante el juez ó magistrado para 
que pueda conocer y tomar en consideración la prue- 
ba de su criminalidad M \-\ Y en el convenio adicio- 
nal entre esos dos gobiernos, firmado el 7 de agosto de 
1882, queda prescrito lo siguiente : "Cuando una per- 
sona acusada ha va sido arrestada en virtud de manda- 

(1) Moore, § 299 et seq.; Hillot. p. 138. Véase también Partí» 
VI, Cap. II de esta obra. 

(2) Art. 11 do dicho tratado; Fioro, Apéndiee, p. 4S7 : Moore, 
p, 1132; Koport on Kxtradition, p. 39: Ha\vlo\\ p. 2W. 
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miento u orden preventiva de airesto, dictada al 
efecto por autoridad competente, en virtud do lo 
dispuesto orí ol artículo 11, después que sea eondu- 
cida arito ol magistrado o juez, a fin do que la prueba 
do mu orirninalídad sea oída y examinada, conforme 
á la* prescripciones establecidas más arriba, hí apa- 
reciese que ol rnaridarriíorito ú orden preventiva do 
arronto fue diotada k consecuencia do una petición 
ó declaración recibida por telégrafo, do parto dol 
gobierno que pido la extradición, será do la compe- 
tencia dol juez o magistrado, 011 mu discreción, el 
iiiautorjor dotonido al acunado por un por iodo (pío 
no podrá exceder do veinticinco días, á fin do que ol 
gobierno (pío reclamo la extradición pueda tener ol 
tiempo necesario, para presentar ante el juez 6 
magistrado la prueba legal de la criminalidad dol 
acunado; y hí trascurrido el djebo período do Ion 
veinticinco (lían no hubiese nido presentada 1a expre- 
sada prueba legal auto el dicbo juez 6 magistrado, la 
persona arrestada será puesta en libertad, á no ser 
(pío el examen do los cargos que se formulen contra 
la misma persona se bailo en aquel momento en 
curso o tramitación 11 ( h. 

j VWh — Kl procedimiento que se sigue en los Esta- 
dos Unidos para el arresto provisional do un reo en 
casos do extradición, quedo bien dilucidado en 1SH0, 
con motivo do la prisión do George Benson, acusado 
do falsificación " %. El Weoretario do Estado Hn 



íl; Art, Xll (I*' dií'ho (^invenid adicional ; Ilawlcy, p, '¿WI; 
Moore, Ap/'mlíw, p. 1154-, K^port, orí Kxtrodífjori, p. fíO, 

(2) R^port oíj Kxtra*lítíoti, pp, 10 12 ; 6 íJorr. I>íp, Mex,, p, ^l' 
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Bayard, contestando al 8r. Romero, Ministro mexi- 
cano, dijo: "Según se ha indicado ya, las preven- 
ciones del artículo 5270 de los Estatutos Revisados 
de los Estados Unidos, 0) se consideran suficientes 
para el objeto de obtener el arresto del fugitivo; y 
á no ser que haya alguna otra manera prescrita por 
medio de un tratado, aquellas prevenciones contie- 
nen el tínico modo, prevenido por las leyes de los 
Estados Unidos, para instituir los procedimientos 
de extradición. Estos procedimientos, lo mismo 
que cualquier otro juicio criminal, se inician con- 
formo a aquella ley, con la orden de arresto expe- 
dida por un magistrado competente, en virtud de 
las pruebas requeridas por la ley de haber cometido 
un individuo el delito do que se le acusa. Las auto- 
ridades de la policía local están en el deber de arres- 
tar al fugitivo en virtud do esa orden, y este Depar- 
tamento no tiene sobre dichas autoridades ninguna 
sobrovigilaneia, y no puede, por lo mismo, aconse- 
jarlas, ni darles ordenes" (-). 



CAPÍTULO IV. 

JUICIO Ó EXAMEN DE LA DEMANDA. 

§ 1()7. — El juicio ó examen de la demanda, que 
determina si el acusado debe ser entregado al gobier- 
no requeriente, varía tanto en diferentes países, que 
difícilmente podrían establecerse reglas generales 

(1) Vóawo la traducción do dicho artículo en la Parte VI, Cap. 
II de esta obra. 

(2) 6 Corr. Dip. Max., p. 554; Itcport on líxtradition, p. 12. 
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sobre el particular; y en un caso dado, debe uno 
ceñirse á lo prescrito en el tratado respectivo y á las 
disposiciones legales del país de asilo. Sin embargo, 
existen algunos principios relativos á esta materia 
que es ventajoso conocer y discutir. 

§ 168. — Existen tres maneras ó sistemas de llevar 
á efecto ese juicio ó examen de una demanda de ex- 
tradición, denominados porBillot: sistema francés, 
belga é inglés ; debiéndose decir en términos gene- 
rales que Francia y la mayor parte de los países euro- 
peos, lian adoptado el primero de esos sistemas; 
Bélgica y Holanda, el segundo y la Gran Bretaña y 
los Estados Unidos, el tercero ( * )• Las repúblicas 
hispano-americanas siguen el sistema francés, pero 
con algunas modificaciones favorables al reo (2). 

§ 169. — Creemos que haciendo un extracto de lo 
que dice Billot sobre el particular, podremos dar á 
conocer esos tres sistemas. Se supone que ya el 
caso ha sido presentado por el agente diplomático 
del país requeriente al Ministro de Negocios Extran- 
jeros, esto es al gobierno, de la nación requerida, 
remitiendo con la demanda de extradición los docu- 
mentos que la justifican. "El gobierno (y esta pala- 
bra aquí significa la administración para distinguirla 
del poder judie wi/), puede ejercer plena jurisdicción 
sobre el asunto, que le ha sido sometido directamen- 
te por el agente diplomático del país requeriente. 
Se trata de hacer la aplicación de un convenio 
diplomático, y de determinar si se han cumplido 

( 1 ) Billot, p. 184; 2 Bernard, p. 408. 

(2) Véanse § 172 y Parte VI Cap. III de esta obra. 
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toda» las condiciones quo en él so prescriben. Kl 
poder quo ha negociado el tratado, naturalmente es 
el competente para resolver definitivamente sobre 
esa aplicación. Según esto primer sistema, el exa- 
men de la demanda pertenece exclusivamente al 
poder administrativo" 0). 

§ 170. ~ u Debemos sin embargo hacer notar," 
continúa el publicista citado, "quo un examen do osa 
clase no se refiero únicamente á la interpretación 
del tratado. Débese además resolver sobre la con- 
dición personal del individuo reclamado, la compe- 
tencia do la jurisdicción do que emana la demanda, 
la clase do delito do quo se acusa al reo, la validez 
de los documentos justificativos quo so han presen- 
tado, etc. Kstas cuestiones do un carácter bien 
especial, no podrán sor resueltas do una manera tan 
satisfactoria, como por los miembros del poder que 
so ha organizado para resolver dificultades do osa 
especio. Parece pues bien lógico, que so una el 
poder judicial al ejecutivo, para examinar las deman- 
das do extradición. Al poder ejecutivo entonces le 
correspondería el derecho do omitir la decisión final, 
puesto que so trata realmente do la aplicación do 
un convenio internacional y d(^ la ejecución de un 
acto do soberanía; pero antes d<* eso so debería obte- 
ner el fallo do los tribunales, (pie son competentes 
para decidir los puntos jurídicos sobro los (pie versa 
tal asunto. Kstos son los rasgos característicos del 
segundo sistema" (-), 

(1) Hillot. p. is;i. 

(2) Hillot, ji. IS4. 
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§ 171. — "Ahora si avanzamos más en ese orden 
de ideas," agrega el autor aludido, "puede obser- 
varse que, cuando un tratado internacional ha que- 
dado ratificado y promulgado, comprende todos los 
elementos de unaley, al menos en todo aquello que 
se refiere á las obligaciones que contraen los dos 
países contratantes, en virtud de tal convenio. 
Ahora bien, la aplicación de las leyes pertenece al 
poder judicial. Además, la demanda de extradición 
tiene por objeto el arresto y la entrega, á una auto- 
ridad extranjera, de un individuo que se encuentra 
bajo la jurisdicción délas leyes del país de asilo; 
asi es que el poder judicial solamente podía ser 
competente, para resolver si el individuo reclamado 
debe legalmente ser arrestado y entregado. Según 
ese tercer sistema, el examen de la demanda de 
extradición y el fallo que la decrete, dependen de los 
tribunales que dan su resolución definitiva sobre el 
particular; el poder ejecutivo solamente toma parte 
en asegurar la ejecución del fallo dado por el poder 
judicial" (l). 

§ 172. — En algunos países que proceden según el 
sistema francés, esto es en donde todo lo relativo á 
la extradición es de la incumbencia del Ejecutivo, 
puede el reo, en ciertos casos, hacer que intervenga 
indirectamente el poder judicial en el examen 
de la demanda. Así sucede en México, en donde el 
reo puede solicitar amparo de los tribunales; siendo 
ésta la única ingerencia que tienen las autoridades 



( 1 ) Billot, p. 184. 
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judiciales en asuntos de extradición d ). Allá debe 
el quejoso pedir el amparo al Juez del Distrito 
respectivo, cuya decisión es revisada por la Suprema 
Corte de Justicia, y el fallo de este tribunal es 
definitivo (2). 

§ 173. — Cualquiera que sea el sistema que se siga 
para el examen de la demanda de extradición, es 
indispensable para que ese examen dé por resultado 
la entrega del reo, que el país reclamante pruebe 
los puntos siguientes: la identidad del reo; su nacio- 
nalidad y estado; la condena ó la acusación que se 
ha formulado contra él; la clase de delito cometido 
y la competencia de la autoridad que presenta ó 
sigue la demanda (3). Según algunos tratados se 
exigen otros requisitos. 

§ 174. — Las pruebas que se tienen que presentar, 
deberían ser, como regla general, suficientes para jus- 
tificar el arresto y el enjuiciamiento del reo en el 
lugar en el que se encuentre, suponiendo que allí él 
hubiera cometido el delito (4). Y aun en los Esta- 
dos Unidos, en donde la legislación es tan exigente 
en materia de extradición, un magistrado tan nota- 
ble como lo fué el Canciller Kent, resolvió que era 
suficiente en todo caso de extradición, que "las 
pruebas que se deben aducir, para que sea detenido 
el reo, para después entregarlo, tienen que ser sufi- 

(1)6 Corr. Dip. Mex. p. 548; ('aso de Lewis y Russell, 6 
Corr. Dip. Mex., p. 650. 

( 2 ) 6 Corr. Dip. Mex., p. 548. Véase también Parte VI 
Cap. III. de esta obra. 

(3) BUlot, p. 164. 
'4) Moore, §337. 
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eientes para sujetarlo á un juicio, si el delito 
hubiese sido cometido aquí" (l). Por lo tanto, no 
es necesario que se pruebe el delito de tal manera 
que aparezca definitivamente establecida la culpabi- 
lidad del acusado (2). 

§ 175. — En cuanto al reo, puede él presentar prue- 
bas, ya sean consistentes en documentos, 6 ya de tes- 
tigos, para poner en claro su inocencia, ó para demos- 
trar que el país requeriente no tiene el derecho de 
exigir su entrega (3). 

§ 176. — Con alguna frecuencia preséntase el caso, 
de que dos ó más gobiernos piden igualmente la 
extradición de un mismo reo. Según Fiore, en tal 
caso, la regla generalmente adoptada, es entregarlo 
preferentemente al Estado en cuyo territorio se ha 
cometido el delito más grave; y en el caso de tra- 
tarse de delitos de la misma gravedad, entregarlo al 
que haya hecho antes la demanda W. 



(1) Moore, § 338. 

(2) Moore, § 339. En el caso de Farez (citado por Moore, 
§ 339, nota 2) el Juez Blatchford se expresó así: "El decir que 
las pruebas deben ser suficientes para obtener un fallo condena- 
torio contra el acusado, si el juicio se siguiera ante un jurado, 
podría resultar en una injusticia, si se hace aplicable á los casos 
de extradición. La teoría que sirve de base para los tratados de 
extradición comprende el principio, de que el lugar en donde se 
cometió el delito es el lugar adecuado para juzgar la persona 
acusada; y no se exige nada más para apoyar la demanda de 
extradición, sino presentar pruebas suficientes de que se ha come- 
tido el delito, para establecer un juicio entablado con el fin de 
castigar ese delito." 

(3) Moore, § 346. 

(4) Fiore, § 399. 
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§ 177. — Billot, al tratar do eso concurso do deman- 
das, dice que pueden presentarse tres casos distintos: 
1? El individuo reclamado está perseguido 1 )()1 * un 
delito cometido dentro del territorio de un país que 
no sea el suyo, y la extradición la pide el país en 
donde cometió ese delito y su propio país; 2? El 
individuo reclamado está perseguido por dos infrac- 
ciones, una do las cuales él ha cometido en su país 
y la otra en una nación distinta, y esos dos países 
solicitan la extradición ; y ;j? El individuo recla- 
mado es perseguido por distintos delitos que ha 
cometido en países que no son el suyo propio, y los 
gobiernos, dentro de cuyos territorios cometió los 
delitos, piden su entrega 0). Ese autor considera 
(pie en el primer caso, la extradición debe ser conce- 
dida al país en donde fué cometido el delito ; en el 
segundo caso, el país requerido debe resolver la 
demanda, según lo exijan los intereses de la justicia; 
y finalmente, en el tercer caso, la gravedad del 
delito debe resolver el punto, y por lo tanto se 
entregará el reo al país en cuyo territorio haya 
cometido el delito más grave (-). 

§ 178. — Otros autores discuten este punto, y opi- 
nan que en todo caso debe ser entregado el reo al 
país que primeramente haya presentado la demanda; 
y en verdad debe decirse, que varios de los tratados 
de extradición más recientes consignan esto princi- 
pio; sobre todo los celebrados por los Estados Uni- 



(1) Billot, p. 230. 

(2) Büiot, pp. 233. 234, 235. 
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dos y la Gran Bretaña (l). El artículo relativo 
generalmente está redactado en la forma siguiente: 
" Cuando la persona reclamada por una de las Altas 
Partes Contratantes, en virtud del presente tratado, 
fuese reclamada asimismo por uno ó varios otros 
Estados, á causa de crímenes ó delitos cometidos en 
sus territorios respectivos, su extradición será con- 
cedida al Estado cuya demanda sea de fecha ante- 
rior" (2). 

§ 179. — La regla que establece el Tratado sobre 
Derecho Penal Internacional, aprobado en 1889 por 
el Congreso Sud-americano de Montevideo, nos 
parece bien concebida y de suficiente equidad, y es 
la siguiente: "Cuando diversas naciones solicitaren 
la entrega de un mismo individuo por razón de dife- 
rentes delitos, se accederá en primer término al 
pedido de aquella en donde, á juicio del Estado 
requerido, se hubiese cometido la infracción más 
grave. Si los delitos se estimasen de la misma gra- 
vedad, se otorgará la preferencia á la que tuviese la 
prioridad en el pedido de extradición ; y si todos los 
pedidos tuvieren la misma fecha, el país requerido 
determinará el orden de la entrega " (3). 

(1) Entre éstos mencionaremos los tratados celebrados entre 
Inglaterra é Italia en 1873, Inglaterra y España en 1878, Ingla- 
terra y El Salvador en 1881, Rusia é Inglaterra en 1886, y Suiza 
é Inglaterra en 1886 (Véase el Apéndice de Clarke upon Extra- 
dition), y los tratados celebrados entre los Estados Unidos y 
España en 1877 y los Estados Unidos y Holanda en 1887. (Véase 
2 Moore, Apéndice I.) 

(2) Tratado entre el Uruguay y la Gran Bretaña, firmado el 
26 de marzo de 1884, artículo XII. 

(3) Art. 27 de ese tratado. 
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§ 1S(K — Finalmente, varios países consideran que 
en casos de demandas simultáneas ó concurrentes 
de un veo, el Estado requerido debe estar libre de 
decidir cuál sea el país al que ha do entregarlo. Asi 
lo prescriben algunos tratados celebrados por México, 
El Salvador y otras naciones 0\ Y este principio ha 
sido adoptado por el Perú en su ley que reglamenta 
el derecho de extradición, aprobada en el año de 
1888 r- 1 ). 



CAPITULO V. 

KNTKKOA 1>KL KEO. 

♦ 181. — Cuando ya ha quedado resuelto que debe 
ser entregado el reo, cuva extradición se solicita, el 
acto do su entrega debe hacerse en virtud de man- 
dato ú orden del Poder Ejecutivo del país requerido 
< :rk - Eso mandato ú orden la expide, «*asi siempre, 
uno de los miembros del Gabinete, generalmente el 
Ministro de Negocios Extranjeros ó Relaciones 
Exteriores, en nombro de la nación cK Más ade- 
lanto veremos cual ha sido la legislación do varios 
países sobro oso punto ("*\ 

$ 182, El mandato, orden ó acta de extradición 
debo mencionar que se ha autorizado la extradición 

(1) Colección de Tratados del Salvador y Apéndice de esta 
obra, Y esta es la regla que adopto el Congreso Americano de 
Jurisconsultos en Lima (1 WM. l Seijas, p. 216. 

(2) Art. 7" de dicha ley. 

{X) Moore, $ 3.VJ; Billot, pp. 2lW, 2<>4. 

(4) Moore, § aó9. 

(5) Véase Parte VI. de esta ohra. 
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del reo reclamado, describiendo al individuo de 
manera que su identificación sea posible, é indican- 
do su nacionalidad. Finalmente se deben especifi- 
car con claridad el delito 6 los delitos que han 
motivado la entrega U). 

§ 183. — A veces también se expresa la persona ó 
autoridad del país requeriente á quien el reo debe 
ser entregado (2); y también si la entrega debe veri- 
ficarse dentro del territorio del país requerido 6 
reclamante ó en la frontera (3). Si la entrega debe 
verificarse en el país de asilo, generalmente se con- 
cede una escolta hasta la frontera, a la persona 
encargada por el Gobierno requeriente para recibir 
al reo ( 4 ). En algunos tratados se explica la mane- 
ra en que debe verificarse la entrega del indivi- 
duo reclamado (5). 

§ 184. — Por supuesto que si la entrega del reo se 
verifica bajo ciertas restricciones ó condicionalinen- 
te, debe expresarse eso en la orden ó acta de 
extradición (6). 

§ 185. — Tan luego como ha quedado resuelta la 
entrega del reo, ó ésta ha sido denegada, el gobierno 
requerido comunica esa determinación al Estado 



(1) Billot, p. 267. 

(2) Clarke, Apéndice, p. XXIV; (Jaso de Waters, tí Corr. Dip. 
Mex., p. £19; Caso de Cummiugs, 4 Corr. Dip. Mex., p. 748; Caso 
de Morrison, 4 Corr. Dip. Mex., p. 7tí4. 

(3) Moore, § 442, p. 692. 

(4) tí Corr. Dip. Mex., p, 619; 4 Corr. Dip. Mex., p. 749. 

(5) Billot-, p. 272; 2 Bernard, p. 457. Tratados en el Apéndice 
de esta obra. 

(6) Billot, pp. 267, 268. 
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reclamante, casi siempre por medio de la vía 
diplomática 0). 

§ 186. - Si el reo, después de haber sido entregado 
al Estado reclamante, se fuga en el curso de la tra- 
mitación de la causa entablada contra él, y se va á 
refugiar de nuevo al territorio del Estado que lo 
entregó anteriormente, se considera que en tal caso 
no hay necesidad de pedir formalmente y de nuevo 
la extradición del reo, si se trata del mismo delito 
que motivó la entrega: sería suficiente poner el 
hecho en conocimiento del país de asilo, para obtener 
que nuevamente fuese entregado el reo. Sin embar- 
go, si se trata de procesarlo por nuevos delitos que 
pudiese haber cometido para lograr fugarse, enton- 
ces sería necesario entablar otra demanda de extra- 
dición, observando estrictamente todas las forma- 
lidades del procedimiento (-). 

§ 187. — Sucede con frecuencia que el reo (Mitre- 
gado, tiene que ser llevado por el territorio de una 
nación tercera. Sin duda alguna que en tal caso es 
absolutamente necesario obtener primero el consen- 
timiento de esa nación (•'*). Y tal consentimiento 
debe ser solicitado por el Estado que hubiese pedido 
la extradición (•*). El Estado intermediario, siempre 
observando las reglas que haya adoptado para un 
caso parecido, tiene derecho de pedir todos ios infor- 
mes necesarios, para determinar si debe conceder el 

(1) Billot, pp. 270, 271. 

(2) Fiore, § 407. 

(3) Fiore, § 404. 

(4) Fiore § 404; Billot, p. 270. 
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tránnito del reo por su territorio, y aun puede 
subordinar esa concesión á ciertas condiciones 
impuestas al Estado demandante; pero de ningún 
modo debía exigir todas las formalidades de? un caso 
verdadero de extradición 0). 

§ 188. — Por supuesto que estos principios genera- 
les, sobre el tránsito de un reo por un país tercero, 
se encuentran modificados, tanto en las convenciones 
celebradas entre diferentes naciones, como en virtud 
de las leyes reglamentarias sobre el derecho de 
extradición (-). Esas disposiciones en los tratados 
sobre el tránsito de un reo son de origen moderno, 
y solamente han principiado á estar consignadas en 
esos pactos internacionales desde el año de 1844 (3). 

§ 189. En el tratado sobre Derecho Penal Inter- 
nacional, celebrado en 188Í) por el Congreso Sud- 
Amerieano de Montevideo, queda consignado ese 
derecho del tránsito de un reo, de la siguiente mane- 
ra : "Cuando para la entrega de un reo, cuya extra- 
dición hubiese sido acordada por una Nación á favor 
do otra, fuese necesario atravesar el territorio de un 
Estado intermedio, el tránsito será autorizado por 
este sin otro requisito que el de la exhibición por la 
vía diplomática del testimonio en forma del decreto 
de extradición, expedido por el gobierno que la 

(1) Fiore, § 404; Billot, p. 276. 

(2) Véanse la parte VI y el Apéndice de esta obra. En la 
(Irán Bretaña y Ion Estados UnidoH solamente puede permitirse 
el tránsito de un reo en virtud de un tratado que lo autorice. 
Moore, § 381. 

(H) 2 Bernard, p. 402. 
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otorgó" (*). Esta regla, ó una muy parecida, se 
encuentra en varios tratados recientes; mientras 
que en otros se estipula que el tránsito del reo sera 
concedido, mediante la presentación del original ó 
copia de uno de los documentos que ha motivado la 
extradición, y si el hecho que sirve de fundamento 
á la extradición está comprendido en tales 
tratados (-). 

§ 190. — Casi innecesario es decir, que no se con- 
cederá el tránsito de un reo, si su delito tiene carác- 
ter político, ó si hubiese prescrito el crimen come- 
tido ó la pena que pudiera imponerse al acusado, 
según las leyes del país de tránsito; ni tampoco si el 
reo es ciudadano de ese mismo país ( ; *). 

§ 191. — Verifícase el tránsito del acusado por el 
tercer país, por medio de las autoridades de ese 
gobierno, ó bajo custodia de empleados del país 
requeriente, con escolta que facilita el país de trán- 
sito, siendo todos los gastos de transporte erogados 
por el Gobierno reclamante (*). Esta es la pres- 
cripción que sobre el particular consignan los trata- 
dos, como regla general. 

§ 192. — Aquí debemos observar, que un reo lleva- 
do por la fuerza ó por medio de algún estratagema 
al país en que cometió el delito, y en virtud de pro- 
cedimientos de extradición que sean irregulares, 

(1) Tratados sobre Derecho Int. Privado, etc., Art. 41, p. 60. 

(2) Así está estipulado en los tratados entre España y Francia 
(1877); España y Alemania (1878); Uruguay y Alemania (1883): 
México y Guatemala (1894) y otros varios. 

(3) Billot, p. 277. 

(4) Billot. p. 281. 
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puede ser juzgado y castigado por las autoridades 
del país requeriente (!)• En esos casos puede el 
Estado de asilo pedir que sean castigados los que 
cometieron la irregularidad, ó sacaron al reo de su 
territorio ( 2 ), y aun puede exigir que éste le sea 
devuelto; pero el reo no tiene el derecho de alegar 
eso, y está obligado á someterse á la jurisdicción del 
país en donde cometió el delito, siendo allí juzgado 
y condenado (3). 

§ 193 — Hay ciertos casos á que todavía no hemos 
hecho referencia, en que el Estado de asilo puede 
negar la extradición, y estos son aquellos en que el 
respeto debido á los principios de civilización y á 
los de orden público, consignados en la legislación 
de ese Estado, sea un obstáculo para ello. Por 
ejemplo el caso que ya hemos citado (§ 122)de una 
demanda para la extradición de un esclavo, que 
hubiese huido á un país en que la esclavitud está 
abolida (4). Igualmente sería motivo razonable para 
rechazar la demanda de extradición, si en el país 
que la presenta, falta la organización de la justicia 
represiva, conforme á los principios del derecho y de 
la civilización, y si las penas corporales admitidas 
por las leyes del Estado requerido fuesen contra- 
rias á la dignidad humana, como por ejemplo, el 
tormento ó el látigo (5); aunque es probable que en 
este último caso, la extradición podrá concederse 

(1) Hawley, pp. 14, 15; Moore, §§ 200-204. 

(2) Moore, § 193; 2 Con-. Dip. Mex., pp. 155-161. 

(3) Moore, § 193. 

(4) Fiore, § 308. 

(5) Fiore, § 308. 
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ooniUoionalm«*ntt\ osto os % Unjo la prónuba do quo 
ol Kstado ro«piorionto no apelaría a osas ponas para 
castigar al roo entregado. 

§ ItM, Deheso agregar quo «mi ningún oaso do 
oxtra«lioi«>n % s«> pnodo privar al roo do la pmtoooion 
do las loyos n qno ha vonido a somotorso; y j>«>r lo 
tanto on Inglaterra y los Kstados Unidos, puodo 
siompro intorponor ol mito do /mAru* cor/m* 0\ on 
México tiono ol «loroelm «lo podir amparo ante un 
♦lúea «lo Distrito fotloral l-^ y on los domas países 
puodo apolar a todos los modios do dofonsa y haoor 
uso do todos los trámitos quo pormito la loy \X\ 

§ 1 {).">, CnnvcuuMitc os agregar, quo un roo no 
puodo protondor oomo motlio i\^ «Mensa, quo un 
tratado do cxtratlichuu on virtud dol oual so pido 
su entrega, ostuvioso anulado por hahorlo viola«lo 
una «lo las partos oontrataiitos; puos no os ltoito 
valorso «lo somojanto violación, para «lo«luoir «lo olla 
quo ol oonvenh* «l«*ho sor oonsulorado como roto y 
enteramente nulo, Puede rcsohulirlo la nación «don- 
dula, poro miontras olla no lo ivscimla «*sta 
on viixor ^ 

CAPÍ'iTLO VI. 

UASTOH Y t'UOtMKDA» UKronHAOA. 

§ liHi. — Lacucstidn «lo l«>s gastos originados on 
un oaso do oxtradioi«>n os á vooos do sutioionto im- 

(2) (\ i\m\ IV\\\ Mox., JK .VIS. 

(a) Floro, § aotK 
{A) Fioiv, § :ua 
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portancia (l). Según Fiore, la mejor regla sería el 
cargar a cada uno de los Estados demandante y 
requerido, los gastos que se hiciesen en su territorio, 
y que tengan por origen el arresto, la custodia y el 
trasporte del acusado, ó bien el envío de los objetos 
embargados ( 2 ). Sin embargo, Moore y otros auto- 
res creen que el Estado requeriente, como regla 
general, debía sufragar todos esos gastos (3). 

§ 197. — Las convenciones de extradición de época 
reciente reglamentan esa cuestión de gastos de una 
manera clara y explícita (4). Debemos decir desde 
luego, que en esos tratados se han adoptado tres modos 
para asignar los gastos ocasionados en los casos de 
extradición. Según casi todos los tratados celebra- 
dos por Inglaterra, los Estados Unidos, México y 
otras Repúblicas hispano-americanas, esos gastos 
de cualquier clase que sean, deben ser sufragados 
por el país requeriente (5). En lo general el artícu- 
lo relativo está redactado de la manera siguiente: 
" Los gastos de captura, interrogatorio y trasporte 

(1) Dice Billot, (pp. 291 y 292) que en el caso de extradición 
de Charpentier y socios, solicitada por Francia de los Estados 
Unidos, los gastos ascendieron á 200,000 francos, ó sean $40,000 
y cita otros dos casos, en que su costo llegó á $ 38,000 y $ 20,000 
respectivamente. Asegura Moore, (§ 394) que esos gastos ahora 
probablemente serían menores en la República Norte Americana; 
sin embargo, en cualquier país pueden ser bastante subidos en los 
casos de alguna trascendencia. 

(2) Fiore, § 408. 

(3) Moore, § 395; Billot, p. 292; Bomboy & Gilbrin, p. 167: 
Bluntschli, § 400. 

(4) Fiore, § 408; Billot, p. 293. 

(5) Moore, § 395; Billot, p. 296; Hawley, p. 61 . 
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del acusado, serán alionados por el gobierno <|iio 
baya presentado la demanda de oxtradioión" 0\ 
O todavía do lina manera más eoneisa: "Todos los 
gastos originados de la oxtradioión serán por ouonta 
del Kstado que la baya pedido" i-\ 

§ 1!)S, ■ ■ Kl secundo sistema adoptado en varios 
tratados, especialmente en los celebrados por Kspa- 
íuu Francia, Italia, Uólgiea y otras naciones del 
continente europeo, consiste en estipular que los 
^aMos ocasionados por la captura, detención, custo- 
dia y alimentación del procesado, y el trasporte de 
los objetos recobrados al sitio en que ha do verifi- 
carse la entrega, serán sufragados por el Kstado en 
cuyo territorio se lia va efectuado la captura de los 
presuntos reos \*\ 

\\ 1JMK-- Finalmente el tercer sistema es el deseri- 
to en algunos tratados que contienen una preven- 
ción aún más lata sobro esto punto, pues ella con- 
siste en la renuncia terminante de cada gobierno al 
reintegro de los gastos que se ocasionen con motivo 
de la detención, ó del mantenimiento del individuo 

\\) Art. 0° riel tratado cntiv Kspana y los Kst arios T nulos, 
Armario cu 1S77 iKiore, Apénriice. p. 487K Kn el t ni t ario cele- 
brado en 1S5M entiv los Kstarios ruidos v Colombia encontramos 
este articulo ivriactado como siijue: "Los gastos rii» captura, 
detención, examen y coiuluccióu riel individuo acusado scríui 
pagados por el gobierno que pida la cxtmriieión," 

[~) Art. XVI riel tratado entre México é Inglaterra. Urinario 
en 188(5; Apénriiee de esta obra. 

(l\) Véanse el art. 12 riel tratado cutre Francia é Italia, firmado 
eu 1870; el art. 11 riel tratado entre Kspnrta y Suiza, celebrado en 
1883; y el art. 11 del tratado entre Francia y Kspana, Urinario 
en 1887. 
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cuya extradición se haya entablado, ó de su traspor- 
te, así como del de los objetos recobrados hasta el 
puerto de embarque, ó hasta la frontera del país 
que haya concedido la extradición, consintiendo uno 
y otro gobierno en sufragar esos gastos por su 
cuenta 0). Exprésase esta misma prevención en 
algunos convenios, diciendo que todos esos gastos 
quedarán á cargo de los dos gobiernos en los límites 
de sus respectivos territorios (2). 

§ 200. — Los principios arriba enunciados respecto 
de los gastos erogados en los casos de extradición, 
tienen igual aplicación cuando sea denegada la 
demanda y no fuere entregado el reo al Estado 
requeriente W), 

§ 201. — Aquí nos parece oportuno notar que los 
gastos extraordinarios, como honorarios de abogado, 
que no están comprendidos en la tramitación ordina- 
ria de un caso de extradición, no pueden incurrirlos 
los agentes diplomáticos ó consulares de un gobier- 
no, sin previa autorización de la Secretaría de Rela- 
ciones Exteriores; y en tales casos la simple orden 
de un gobierno para que se pida la extradición de 
un reo, no implica ni comprende tal autorización (4). 

(1) Así lo previene el art. 10 del tratado entre España y 8«e- 
eia y Noruega, Armado en 1885. 

(2) Esa es la redacción del art. 14 del tratado entre Uruguay é 
Italia, firmado en 1879; del art. 11 del tratado entre Bélgica y 
El Salvador, Armado en 1880; del art. 13 del tratado entre Uru- 
guay y Portugal, celebrado en 1883 y del art. 12 del tratado en- 
tre España y Rusia, firmado en 1 888. 

(3) Moore, § 395. 

(4) Moore, § 402. 
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§ 202. — Convienen todos los publicistas en que 
los objetos que el reo obtuvo por medio del delito 
de que esté acusado, ó que se encuentren en su 
poder, lo mismo que los útiles é instrumentos em- 
pleados para la perpetración del acto criminal, y 
todos los objetos capturados que puedan servir 
para probar el delito, serón entregados á la nación 
reclamante. Y esto se verifica aun cuando la entre- 
ga del reo se haga imposible, debido á su muerte 
ó fuga (l). 

§ 2(Ki. — Igualmente deben devolverse a la nación 
requeriente los objetos robados por el reo, aun cuan- 
do por alguna razón no se acceda á la demanda de 
extradición; como por ejemplo, si el Estado re- 
querido no admite la extradición sin tratado, y 
éste no se ha celebrado entre el país reclamante y el 
de asilo (-). Y con más razón se hará la devolución 
de los objetos robados, si el reo voluntariamente 
consiente en ser entregado al país reclamante ( ; *). 

§ 204. — Debe decirse también, que aún cuando 
en un tratado de extradición no se estipule nada 
respecto de los objetos encontrados en poder del reo, 
cuando un gobierno concede la extradición, hace 
igualmente la entrega de esos objetos. Así lo ha 

(1) Moore,* tf83; Fiore, § 409; Billot, pp. 159, 160; 2 Beraanl, 
pj). 405, 400; Bomboy & Gilbrin, p. 82. 

(2) Moore, § 385; 2 Bernard. p. 406. 

(.']) Tal fué el caso de Gale y Turner, ocurrido en 1892. La 
•extradición de esos individuos fué pedida al Gobierno mexicano 
por el americano, pero ellos convinieron en regresar á ser juzga- 
dos, y los objetos robados fueron devueltos al agente del Gobier- 
no de los Estados Unidos; 6 Corr. Dip. Mex., p. 6Ü~). 
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hecho México 011 diversos casos do extradiciones 
pedidas por el Gobierno de los Estados Unidos 0); 
e igual regla han observado Francia, Bélgica, Ingla 
térra v otras naciones (2). 

§ 205. — La entrega de los objetos encontrados en 
poder del reo, y de los que prueban su delito, gene- 
ralmente está reglamentada en casi todos los trata- 
dos de extradición recientemente celebrados; como 
también en las leves relativas al derecho de extra- 
dición adoptadas en diversos países (<*). 

§ 20(5. — La redacción del artículo referente á osta 
materia ofrece suficiente variación en los tratados. 
En algunos está en forma bien concisa; como en el 
tratado sobre Derecho Penal Internacional, celebra- 
do en Montevideo en 1889, que dice : " Todos los 
objetos concernientes al delito que motiva la extra- 
dición y que se hallaren en poder del reo, serán 
remitidos al Estado que obtuvo la entrega" (4). En 
otros, como en los que ha celebrado Francia reciente- 
mente, se ha ampliado más esa redacción y forma 
del artículo, concordando así según Billot, con la 
verdadera teoría sobre el particular (5). Asi es que 
en el tratado celebrado entre Francia y España en 
1877, queda estipulado en su artículo 8? lo siguiente: 
" Cuando proceda la extradición, todos los objetos 
aprehendidos que puedan servir para probar el delito, 

(1) Moore, § 384; 3 Corr. Dip. Mex. pp. 7(55, 7(36; 6 Corr. Dip. 
Mex., p. u'35. 

(2) Billot, p. 102; Bomboy & (íilbrin, p. 83. 

(3) Véase Parte VI y tratados en el Apéndice de esta obra. 

(4) Art. 39 del expresado tratado. 

(5) Billot. p*. 1(53. 
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asi como los procedentes del robo, serán, según lo 
disponga la autoridad competente, ent rujiados ai la 
Potencia reclamante, bien se verifique la extradición 
por haber sido detenido el procesado, bien no pueda 
efectuarse por haberse fufado de nuevo ó fallecido 
el acusado ó culpable. Ksta entrega comprenden! 
igualmente todos los objetos que el reo procesado 
hubiese ocultado ó depositado en el país, y que pos- 
teriormente se descubriesen, (¿uedan reservados, 
sin embargo, los derechos que un tercero no eompli- 
cado en la causa, pueda haber adquirido sobre los 
objetos indicados en el presente artículo" »1\ 

§ 207. — Ks evidente que, como se expresa en la 
convención que acabamos de citar, la entrega de los 
objetos deque se trata no se puede verificar sin respe- 
tar los derechos de un tercero, que no sea cómplice 
del reo. Kste es principio umversalmente recono- 
cido por los mejores autores, y consignado en los 
tratados \-\ Igualmente aceptada es la doctrina 
tic la que la entrega debe llevarse á efecto, después 
de una averiguación hecha por la autoridad compe- 
tente del país de asilo ( : *\ 



\\) Fiore, Apéndice, |i. 45*2, Boniboy iV: Gilbrin, p. 270. 

(2) Billot. p. 1(H): Romboy & Gilbrin. p. S2. Véanse los trata- 
dos en el Apéndice de esta obra. 

(¡\) 2 Hernard, p. 40.Y Véanse los tratados en el Apéndice 
de esta obra. 
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CAPÍTULO VIL 

TRAMITACIÓN DESPUÉS DE LA ENTREGA. 

§ 208. — Está reconocido que la extradición de un 
malhechor verificada en virtud de un tratado, ó sin 
la existencia de tal convenio internacional, es un 
verdadero acto de soberanía 0). Al pasar el reo la 
frontera, y al refugiarse en el país extranjero, no 
adquiere ningún derecho, ni con respecto del país 
de asilo, ni con referencia al gobierno, cuyas leyes 
ha violado (-). De estos principios deducen los 
autores, que corresponde al gobierno requerido sola- 
mente discutir y apreciar la regularidad de los actos 
judiciales y diplomáticos anteriores a la entrega, y 
exigir en virtud de ellos que sean observados los 
tratados y las condiciones insertas en el acta de 
extradición; mientras que corresponde exclusiva- 
mente al gobierno al que ha sido entregado el reo, 
examinar con la buena fe que debe caracterizar las 
relaciones internacionales, las observaciones que 
pueda haberle hecho el gobierno reclamante W). 
Pero todo esto en nada modifica las condiciones 
jurídicas del reo ante sus jueces naturales, ya sea 
para ampliar ó restringir su competencia, ó para 
establecer nuevos derechos ó privilegios en favor de 
ese mismo reo (4). 

§ 209. — En virtud de las proposiciones que hemos 
enunciado, algunos publicistas establecen: 1? Que el 

(1) Fiore, 4 410; Moore, § 359. 

(2) Fiore, § 413; Billot, p. 354. 

(3) Fiore, § 414. 

(4) Fiore, § 412; Billot, p. 352. 
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reo no tiene derecho de pedir en el país requeriente 
que se declare nula el aeta de extradición fl). Asi 
es que ninguna irregularidad en la tramitación del 
caso de extradición en el país de asilo, puede ser 
examinada ni discutida ante los tribunales del país 
reclamante (2). 2V El reo no puede pedir que esos 
tribunales sobresean hasta el momento que la auto- 
ridad competente haya resuelto sobre la validez de su 
extradición í: *)« ÜV El reo no tiene el derecho de 
exigir que se le juzgue ó castigue vínicamente por 
ciertos y determinados capítulos de acusación ó de 
condena (**); y, 4V No tiene derecho el malhechor 
entregado, de pedir que se le devuelva á la frontera, 
en caso de ser declarado inocente* de los delitos 
comprendidos en el acta de extradición, ó después de 
haber sufrido la pena impuesta por tales delitos ( r \)- 
§ 210. Estos principios que teóricamente se han 
establecido, en la práctica sufren algunas modifica- 
ciones, ya sea en virtud de los tratados vigentes, ya 
por las leyes que reglamentan el derecho de extradi- 
ción. Desdi» luego debe decirse, que, después de 
muchos debates, ha quedado resuelto como regla 
general, que el reo no puede ser procesado, juzgado 
ó condenado por ningún delito distinto del que haya 
motivado la extradición. Este principio dio lugar 
á varias ejecutorias de los tribunales de los Estados 
Unidos, pero quedó resuelto definitivamente en 

(1) Billot, p. :*f>:>; Fioiv, $ 417. 

(2) Fioiv, $ 417; Hawley. p. 14; Mooiv, § 204. 

(3) Fiore, § 424; Billot, p. Km. 

(4) Billot, p. ;55G. 

(5) Billot, p. ;ir>u\ 
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1886 de la manera indicada por la Suprema Corte de 
esa nación, en el célebre caso de Rauscher d). Y ese 
principio de que el reo no puede ser perseguido ni 
castigado por razón de un crimen ó delito anterior á 
la extradición, pero distinto del (pie la haya motiva- 
do, ha recibido la aprobación de los mejores 
autores (2). 

§ 211. — Hay tratadistas que desean se modifique 
el principio que acabamos de enunciar, diciendo que 
puede el país reclamante perseguir ó castigar al reo, 
por un delito conexo con el hecho que ha motivado 
la extradición, pero que no ha sido mencionado en 
la demanda hecha con este objeto al gobierno del 
país de asilo (3); ó por un delito de menor grado ó 
que implique una pena más leve, que el que esté 
especificado en el acta ó decreto que autoriza la 
entrega (■*). Pero aunque los argumentos que han 
presentado los publicistas en favor de esas modifi- 
caciones son de bastante peso, no han sido adop- 
tadas, como regla general, y no se consideran como 
bien establecidas, á menos que queden consignadas 
en el tratado, en virtud del cual se haya concedido 
la extradición del reo (•">). Lo mismo se puede 
decir respecto de la regla que han querido formular 
algunos autores, y que ha recibido la aprobación de 
varios tribunales, de que el enjuiciamiento del reo 

(1) Snow, Cases on Int. Law. p. 131; Moore, § 165; Hawley, 
p. 12; Clarke, p. 82. 

(2) Billot, p. 298; Heffter, § 63; Moore, § 155; Hawley, p. 12. 

(3) Fiore, § 443. 

(4) Moore, § 171. 

(5) Moore, § 173. 
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podría sor regular, si la calificación del delito so 
hubiere modificado on el cursó del debato ó do la 
vista del proceso ilt. 

§ 2V2. — Ksto principio do <|iio el roo únicamente 
puedo sor juzgado por razón del hecho que motiva 
la extradición, si ha sufrido una modificación acep- 
tada por los autoros: y os la deque tiene derecho ol 
acusado de pedir quo so lo juzgue por todos los 
capítulos do la acusación, aunque algunos de ellos 
no oston comprendidos on ol acta do extradición C-\ 
Pero tal consentimiento para que eso so verifique 
debe ser dado por el reo, libre, voluntaria ó inequí- 
vocamente < :í \ V solamente porque on ol notable 
caso do Lamiraudo ilS(ifi) so consideró que el reo 
no había dado su consentimiento de una manera 
terminante v clara, tanto los tribunales franceses 
como los austríacos resolvieron, que no podía ser 
juzgado ol acusado por todos los capítulos do la 
acusación, los cuidos comprendían dos delitos más 
que el que motivó la extradición d\ 

§2111.- Para poder juzgar y castigar al roo, por 
otro delito que ol que si» especifica en el acta do 
extradición, se ha considerado que él debo sor resti- 
tuido a la frontera del Kstado que lo entregó, ó que 
solo debo dar la oportunidad do volver á oso país. 
Y también el consentimiento del gobierno que ha 
entregado al malhechor es suficiente como regla 

\\\ Fioiv, * 4W. 

C¿) Fioiv, * 4M; Mooiv. § 174; Billot. p. :U»K 

\l\) Fioiv. * 4;UK 

i4\ Billot. p. M7; Fioiv. * 4M. not«; riarko. p. 190. 
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general, puní permitirá Ion tribunales del país recla- 
mante que juzguen y castiguen aireo por un delito 
que tío sen el que haya motivado la extradición (1). 

$ 214. -La extradición de un reo no le coneedo 
inmuniidad en el país en donde cometió el crimen, 
contra procedimientos ó litigios en lo civil, atiti 
Miiponiendo que estos faculten á las autoridades 
para reducir á prisión al individuo acusado í-). 

\S 21') - KI gobierno á quien ha sido entregado un 
reo, en virtud del derecho de extradición, no puede 
conceder la entrega de ese mismo reo á otro gobier- 
no, sin el consentimiento del país que primeramente 
otorgó la extradición del acusado W). Y esa nueva 
entrega la designan algunos autores bajo el nombro 
de reextradición (*), 

§ 210. — Varios de los principios á que acabamos 
de hacer referencia figuran ya como estipulaciones 
internacionales en muchos de los tratados reciente- 
mente celebrados. Anotaremos aquí varios de los 
artículos relativos que contienen algunas de las 
convenciones más modernas. A veces están redac- 
tadas bien concisamente, como en el tratado entre 
Kspaña y KI Salvador, firmado en 1884, que dice: 
" KI individuo que fuese entregado, no podrá ser 
perseguido ni juzgado en juicio ordinario por otro 
delito que no sea el que motivó la extradición, á 
menos que conste el consentimiento expreso y 

(1) Bíllot, pp. Mil, ÍJ70; llriwfay, p. 12; Moori-, ^ 1fi8 f 173, 

(2) Moor<% * 1SJ{ tiotfi 1, i 470. 

(II) 2 Ifanifirri, p. 521; Borriboy & (Hlbrín, p. 144. 
(4) Bomboy & Oílhrin, p. 114. 
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voluntario del acusado coumnieado al gobierno que 
lo entregó" (U. También á veces aparece el artículo 
relativo expresado en términos muy generales pero 
terminantes, como sucede en el tratado entre 
Uruguay y la Gran Bretaña, en que se estipula lo 
siguiente: "La persona que haya sido entregada 
en virtud de las estipulaciones de este convenio, no 
podra en ningún caso ser encausada por otro crimen 
ó delito cometido en el país que lo reclama, que 
aquel por el <*ual se concedió la extradición" (%). 
Una de las formas más recientes del artículo de que 
hacemos mérito, es el que contiene el tratado cele- 
brado en 18ÍW, entre los Estados Unidos de América 
y el Reino de Noruega, que dice : "Ninguna persona 
que sea entregada por cualquiera de las altas partes 
contratantes á la otra parte podrá, sin el consenti- 
miento dado voluntariamente y declarado pública- 
mente por, tal persona, ser perseguida ó juzgada ó 
castigada por ningim crimen ó delito cometido antes 
de su extradición, que no sea el que haya motivado 
su entrega, hasta que haya tenido la oportunidad 
de volver al país de donde fué entregada" &)- 

^ 217. — En cuanto á formas más detalladas del 
artículo ya referido, y en que se adoptan varios 

(1) Art. 7 de ese tratado. 

(2) Art. 4" del tratado d^ extradición entre la República 
Oriental del Uruguay y la Gran Bretaña, firmado el 2(> de 
marzo de 1884. 

(3) Art. VIII. del tratado entre los Estados Unidos y Noruega, 
firmado el 7 de junio de 1893. Igual es el artículo correspon- 
diente del tratado celebrado entre los Estados Unidos v Suecia. 

v 7 

firmado el 14 de enero de 1893. 
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de Ion principios que hemos discutido en est ^ capítu- 
lo, podemos citar esas prescripciones de Ioh tratados 
entre España y la República Argentina HHHlj y Mé- 
xico y Uiiatcmala nM)4;. Kl primero iluto: "Kl 
individuo entregado en virtud del presente tratado 
no podra ser procesado por ningún crimen anterior 
distinto del que haya motivado la extradición, 
excepto en los casos siguientes: Y¡ Si en consecuen- 
cia de los debates judiciales y un examen mas pro- 
fundo de las circunstancias del crimen, los tribuna- 
les lo clasifican ou algunas de las otras categorías 
indicadas en el artículo 2',' ( h. VA gobierno del 
Estado á quien el reo luí sido ent recado, comunicará 
el hecho al otro gobierno y dará los informes preci- 
sos para el conocimiento exacto del procedimiento 
por el cual los tribunales hubiesen llegado á aquel 
resultado. 2V Si después de castigado, absuelto ó 
perdonado del crimen especificado en Ja demanda 
de extradición, permaneciera en el país hasta el plazo 
de tres meses, contados desde la fecha de la senten- 
cia de absolución pasada en autoridad de cosa juzga- 
da, o de! día en que haya sido puesto en libertad en 
consecuencia de haber cumplido la pena u obtenido 
su perdón. !{? Si regresase posteriormente al terri- 
torio del Kstado reclamante" ( ~). Y el artículo del 
tratado entre México y Ouatemala, á que nos refe- 
rimos es el siguiente: "El individuo entregado no 



í\) Kh(oh hoij Ion ft'ími'iH'i* qia* imtori/iiii Ih extriHlíeíoii hc^iui 

«') U'HÍiuU). 

C¿) Ari. S" <|e| tratado de extradición entre KMpuíia y 1« K«pú- 
hlií'íi Argentina, flrrmwlo el 7 de mayo de 1SS1. 
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podrá sor perseguido ni rastillado en el país al cual 
so ha concedido la extradición, ni entregado á un 
tercero, por un crimen ó delito cualquiera no pre- 
visto en la convención presente, y anterior á la 
extradición, á menos que haya tenido, en uno y 
otro caso, la libertad de salir de nuevo del país suso- 
dicho, durante tres meses después do haber sido 
juzgado, y en caso de condenación, después de 
haber sufrido su pena ó di 4 haber sido indultado. 
No podra tampoco ser perseguido ni castigado por 
razón de un crimen ó delito previsto en la conven- 
ción actual y anterior ala extradición, pero distinto 
del que haya motivado esta última, á no sor con con- 
sentimiento del gobierno que la haya concedido, el 
cual podrá, si lo juzga conveniente, exigir la presen- 
tación de uno de los documentos mencionados en el 
artículo cuarto de la presente convención M). El con- 
sentimiento de este gobierno se requerirá igualmen- 
te para permitir la extradición del inculpado á un 
tercer país. Sin embargo, dicho consentimiento no 
será necesario cuando el inculpado haya pedido 
espontáneamente ser juzgado ó sufrir su condena, ó 
cuando haya salido en el plazo fijado antes del 
territorio del país á que ha sido entregado" (-). 

§ 218. — Veamos ahora cuales son ios derechos 
y deberes del país reclamante respecto del reo, 
después de que éste ha sido declarado inoeen- 

(1) Se refiere á los documentos que tienen que presentarse para 
que se conceda la extradición. 

(2) Art. IX del tratado entre México y Guatemala, firmado el 
19 de marzo de 1894. Véase el Apéndice de esta obra. 
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te por el tribunal competente, ó que ha sufrido 
la condena que se lo haya impuesto. A menos 
que los tratados ó las leyes dispongan otra 
cosa, croen algunos tratadistas que, aún Hiendo ciu- 
dadano del país redamante, este lo debe expulsar 
de su territorio, 6 enviarlo á la frontera del país que 
decretó la extradición (1). Pero otros autores con- 
sideran que esto solamente es permitido (mando 
pesa alguna acusación ó existe algún fallo condena- 
torio contra el reo, distintos de la acusación ó fallo 
que motivó su extradición (2). 

§ 219. — Es de creerse que la regla establecida 
sobre el particular en algunos tratados, es la verda- 
dera y más equitativa, cual es la de simplemente 
sujetar al reo a ser juzgado ó condenado por cual- 
quier otro delito, si después de haber sido castigado 
ó definitivamente absuclto en virtud del hecho que 
motivó la extradición, haya permanecido en el país 
ó vuelva de nuevo a él. Así lo prescriben los trata- 
dos entre España y Bélgica (1870) (•'*), entre Es- 
paña y Uruguay (1885) (4) y otras convenciones de 
extradición recientemente celebradas. 



(1) 2 Bcrnard, p. 590. 

(2) Billot, p. -'347. 

(X) Art. IV! de ene tratado, Apéndice de Kiore, p. 471. 

(4) Art. 8? del tratado entre Knpaíja y Uni^ay, firmado el 23 
de noviembre de 1885. 
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OAPÍTL T L<> VIII. 

I'IUK'KIHMIKXTOH ArXlMAKKK. 

§ 220. Hay ciertos procedimientos auxiliaros que 
son necesarios en algunos casos do extradición, para 
obtener el concurso que se tiene que pedir á un 
país extranjero. Kstos procedimientos auxiliares se 
provocan por medio de requisitorias ó exhortos. La 
asistencia de las autoridades extranjeras á que ha- 
cemos referencia, no solamente si 4 extiendo á los 
casos do extradición, sino también á muchos pro- 
cosos criminales y causas en lo civil 0). V osas 
requisitorias ó exhortos pueden tener los siguientes 
objetos: Vi Para la práctica de un acto do instruc- 
ción; 2? Para solicitar informes ó documentos de- 
terminados; IV! Para comprobar escrituras ñ obtener 
otra clase do pruebas; 4? Para la citación de testi- 
gos ó llamamiento do otras personas ante el tribunal 
ó autoridad, que formula la requisitoria ó expido el 
exhorto; y 5? para la detención de cualquiera 
persona (2). 

§ 221 — No trataremos aquí do las requisitorias ó 
exhortos en asuntos civiles, y respecto «lo los pro- 
cedimientos criminales solo los discutiremos some- 
ramente, pues os asunto esto que está reglamentado 
en los tratados do extradición vigentes y en las 
leyes relativas do los diferentes países; debiendo 
observar que hay algunos Kstados que hacen eje- 
cutar las requisitorias extranjeras por aplicación 



(1) Fion\ §§ 448, 44<); 2 Bravo, p. 12S; Moore, § :I4JK 

(2) 2 Bravo, p. 128. 
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de sus propias leyes, independientemente de los 
tratados 0). 

§ 222. — Está establecido como regla general que 
las requisitorias deben trasmitirse por la vía diplo- 
mática (-). Es principio igualmente reconocido que 
en lo general en todo caso dado, la autoridad judicial 
del Estado á que se dirigen las requisitorias debe 
ejecutarlas de conformidad con las leyes de su pro- 
pio país ( ; *). Pero cuando según las leyes del Estado 
que lia dirigido la requisitoria ó exhorto, son abso- 
lutamente necesarias ciertas formas especiales de 
procedimiento para la validez de la prueba, pueden 
observarse, siempre que la ley del Estado donde se da 
cumplimiento á la requisitoria ó exhorto no se opon- 
ga á ello ( 4 ) 

§ 223. — Después de largas discusiones ha quedado 
establecido que la asistencia judicial internacional 
por medio de requisitorias ó exhortos, solo se admite 
para los delitos de derecho común, y que no compren- 
de los delitos políticos (5); y esto, á pesar de que algu- 
nos tratadistas y autoridades judiciales han abogado 
porque sí se admitan las requisitorias en los casos 
en que tengan por objeto la presentación y audición 
de testigos no en contra sino en favor del reo (6). 

§ 224. — Otra excepción que se hace en el caso de 
requisitorias, es que no pueden tener por objeto 

(1) Piore, § 450. 

(2) Piore, § 451; 2 Bernard, p. 637; Bomboy & Gilbrin, p. 155. 

(3) Piore, § 451; 2 Bravo, p. 170. 

(4) Piore, § 453. 

(5) Fiore, § 455; 2 Bernard, p. 637; Bomboy & Gilbrin, p. 158. 

(6) Piore § 456. 
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establecer la culpabilidad do un ciudadano del Esta- 
do al que son dirigidas 0). («roen algunos publi- 
cistas que esta reserva no os justificada (2); pero 
así existe, como lo veremos después en los tratados 
de extradición vigentes, aunque en algunos de éstos 
se encuentra modificada de diversas maneras. 

§ 225. — Tampoco se pueden ejecutar las requisi- 
torias que tengan por objeto el probar delitos que 
no están previstos, ó no son punibles, según la legis- 
lación vigente del país requerido, ni cuando se re- 
fieren á actos abiertamente contrarios á las leyes 
propias de su gobierno ( ; *). 

§ 220. — Debe admitirse, como regla general, que 
todo magistrado, sea el que dirije la requisitoria, ó 
sea el que la ejecute, debe usar su idioma nacional; 
pero en algunos tratados se estipula que la requisi- 
toria debe ir acompañada de una traducción france- 
sa (*). Kn cuanto á los gastos que resulten de las 
requisitorias, generalmente quedan A cargo del Esta- 
do en cuyo territorio se les da cumplimiento, excep- 
to cuando tales gastos se relacionen con el peritaje 
criminal, comercial ó de medicina, pues estos se 
cargan al listado requeriente (♦>). 

§ 227. — Kn caso de que el objeto de la requisitoria 
sea la comparencia peisonal de un testigo, debe el 
gobierno requerido tratar de que sus ciudadanos ó 
subditos acepten la invitación hecha por el gobier- 

(1) Fi«m\ § 462. 

(2) Fum\ § 463; 2 Hernurd, p. «40. 

(3) 2 Ifernard, p. 642; 2 Bravo, pp. 132, 133. 

(4) Fiow, § 467. 

(5) Fiore, § 468. 
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no requeriente ; pero antes deben fijarse las indem- 
nizaciones debidas á los testigos, y cuidar de que 
se les adelante la cantidad necesaria para el viaje, 
entregarles un salvo conducto, si 'esto se considera 
necesario, y facultarles su partida (1), Pero eso» 
testigos no pueden ser procesados ni castigado» 
en el país requeriente, por delitos ó fallos condena- 
torios anteriores, ni por complicidad en los delito» 
que motivan la requisitoria (2;. 

§ 228. — En cuanto al careo de un acusado con 
reos detenidos en otra nación, ó al obtener la pre- 
sentación de documentos judiciales existentes en 
los archivos de un país extranjero, es difícil estable- 
cer una regla general; pues aunque algunos publi- 
cistas suponen que esas requisitorias deberían ser bien 
acogidas y atendidas; hay otros que creen conside- 
raciones especiales pueden oponerse á ello ( ; <). En 
todo caso si se atienden esas requisitorias, el Estado 
requeriente contrae la obligación ineludible de de- 
volver los criminales y los documentos al Estado 
requerido (4). 

§ 229. — Los principio» que acabamos de enume- 
rar y discutir son aplicable» á las requisitorias 6 
exhorto», á menos que como ya dijimos (§ 218) eso 
esté reglamentado de otra manera en los tratado» 
de extradición vigentes y en las leyes de los dife- 
rente» países. Re»pecto de lo que los tratado» dis- 

(1) Fíotv, § 471; Billot, pp. 402, 403. 

(2) Fiore, § 47Í3; Billot, p. 403; Bomboy & Gilbríti, p. 161; 
2 Bernard, p. 649. 

(3) Fiore, § 474; Billot, pp, 408, 409; 2 Bernard, p. 663. 

(4) Fiore, § 474; 2 Bernard, p. 652. 
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ponen sobro el particular, solamente citaremos dos do 
los más recientes, que contienen esas estipulaciones 
bastante bien detalladas. Kn el convenio de extra- 
dición entre España y los Países Bajos, firmado el 
29 de octubre de 1894, y que principió á regir el 1? 
de marzo de 189"), se encuentra lo siguiente: "Ar- 
ticulo 11. Cuando en la tramitación do una causa 
criminal por un bocho penable, no político, uno do 
los gobiernos juzgue necesario oír á testigos que so 
encuentran en el otro Estado, se dirigirá un exhorto 
con este objeto por la vía diplomática, y se le dará 
curso, observando las leyes del país en que los 
testigos hayan sido invitados á comparecer. En 
caso de urgencia podrá también remitirse un exhor- 
to directamente por la vía judicial de uno de los 
Estados á la autoridad judicial del otro Estado* 
Todo exhorto que tenga por objeto solicitar un exa- 
men do testigos, deberá ir acompañado de una traduc- 
ción francesa, — Artículo 12. Si en una causa crimi- 
nal, no política, se necesita ó se desea la comparen- 
cia personal de un testigo en el otro país, su gobier- 
no le invitará al efecto, y en caso do que consienta, 
se le señalarán los gastos de viaje y do estancia, 
según las tarifas y los reglamentos vigentes en el 
país que deba verificarse el examen, salvo el caso do 
que el gobierno reclamante croa deber señalar al 
testigo una indemnización más crecida. Ningún 
testigo, cualquiera que sea su nacionalidad, que 
citado en uno de los dos paises, comparezca volun- 
tariamente ante los jueces de otro país, podrá ser 
allí procesado ni detenido por hechos ó condenas 
criminales anteriores, ni á pretexto de complicidad 
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en los hechos, objeto de la causa en que figure co- 
mo testigo. — Artículo 13. Cuando en una causa 
criminal no política, se juzgue útil ó necesario el 
careo de criminales detenidos en el otro Estado, ó 
bien la presentación de pruebas ó de documentos 
que se encontraren en poder de las autoridades del 
otro país, se dirigirá la demanda por la vía diplomá- 
tica, y se le dará curso, á no ser que consideraciones 
especiales se opongan á ello, y con obligación de 
devolver los criminales y las pruebas" (i). Los 
artículos relativos del otro tratado que citaremos, 
son los de la convención, de extradición firmada 
entre México y Guatemala el 19 de marzo de 1894, 
cuyas ratificaciones fueron canjeadas el 2 de sep- 
tiembre de 1895, siendo esos artículos los siguientes: 
" Artículo XIV. Cuando en la prosecusión de un 
negocio penal, no político, uno de los dos gobiernos 
juzgue necesaria la audiencia de testigos que se en- 
cuentren en el otro Estado, se enviará un exhorto, 
al efecto, por la vía diplomática; y se le dará curso 
por las autoridades competentes, observando las 
leyes del país donde se practique la audiencia de los 
testigos. Ambos gobiernos renuncian á toda recla- 
mación que tenga por objeto la restitución de los 
gastos que resulten de la cumplí mentación de los 
exhortos, á menos que se trate del examen de peri- 
tos en lo criminal, en lo comercial ó médico legal que 
exija varios días para su desempeño. — Artículo XV. 
Cuando en materia penal, no política, la notificación 



(1) Arts. 11, 12 y 13 de ese tratado. Gaceta de Madrid, ene 
ro 1? de 1895. 
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de una diligencia ó de una sentencia emanada de la 
autoridad de uno de. los dos países contratantes, 
deba hacerse á un individuo que se encuentre 
en el otro país, el documento trasmitido por la 
vía diplomática le será notificado personalmente á 
moción del Ministerio Público del lugar de su resi- 
dencia, por conducto de la autoridad competente, y 
el original en que conste la notificación debidamen- 
te legalizada, se devolverá por la misma vía al go- 
bierno requeriente. — Artículo XVI. Cuando en una 
causa criminal, no política, se necesite de la com- 
parencia personal de un testigo, el gobierno del país 
en donde este se encuentre lo invitará á comparecer 
á la cita que se le haga. Si el testigo consiente en 
acudir, se le dará inmediatamente el pasaporte 4 que 
fuese necesario; y los gastos de viaje, asi como los 
de estancia, le serán ministrados según las tarifas y 
reglamentos vigentes, por el país en donde la dili- 
gencia debe tener efecto. Ningún testigo, cualquie- 
ra que sea su nacionalidad, que, citado en alguno 
de los dos países, comparezca voluntariamente ante 
los jueces del otro, podrá ser perseguido ó aprehen- 
dido por hechos ó condenas criminales ó correccio- 
nales anteriores, ni bajo pretexto de complicidad en 
los hechos (pie son objeto de la causa en que figure 
como testigo. Cuando en una causa criminal, no 
política, instruida en alguno de los países, se crea 
útil la presentación de pruebas ó documentos judi- 
ciales, su pedido se hará por la vía diplomática, y 
se le dará curso, á menos que lo impidan considera- 
ciones especiales, bajo la obligación de devolverlos. 
Los gobiernos contratantes renuncian á toda recia- 
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mación de los gastos que se ocasionen en los límites 
de sus territorios respectivos, por el envío y la res- 
titución de las pruebas y documentos." (l). 

§ 230. — Fáltanos decir que en muchos de los tra- 
tados de extradición recientes, las naciones contra- 
tantes, como medida preventiva, se comprometen 
á comunicarse recíprocamente las condenas por 
delitos ó crímenes pronunciadas por los tribunales 
de uno de los Estados contra los ciudadanos del 
otro. Esa comunicación se efectúa mediante el envió 
por la vía diplomática, de la sentencia pronunciada 
en definitiva según unos tratados, ó de un boletín ó 
extracto de esa misma sentencia, según otros, al 
gobierno del país á que pertenezca el reo (2). 



(1) Art. XIV, XV y XVI del dicho tratado entre México y 
Guatemala ; Diario Oficial, México, octubre 3 de 1895. "El 
Guatemalteco" Guatemala, septiembre 3 de 1895. Véase ese trata- 
do en el Apéndice de esta obra. 

(2) 2 Bravo, pp. 142, 159, 165; 2 Bernard, p. 659 y los trata- 
dos en el Apéndice de esta obra. 
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CAPÍTULO I. 

PAÍSKS DKL CONTINKNTK Kl'HOPKO. 

§ 2!H. — No en todos los {misos so ha reglamentado 
el dorooho do la extradición, por medio do una loy 
especial 0). Y on muchos do olios, ni siquiera so 
han adoptado roblas, ó so ha formado una ospooio do 
reglamento provisional, que sirvan do norma para los 
casos do extradición. Ahora nos tooa examinar osas 
leyes existentes sobro la materia, y la reglamenta- 
ción ó el procedimiento que imperan para hacer 
efectivo eso derecho en las principales naciones 
civilizadas. Y con eso propósito, principiaremos 
nuestro examen por los países del continente eu- 
ropeo. 

§ 282.— Kn Alemania no existo ninguna loy do 
extradición; poro hay una prescripción del Código 
Penal del Imperio que impido la entrega do un ale- 
mán á un gobierno extranjero, para que este lo 
juzgue ó castigue (-). Los tratados do extradición 
que celebra el gobierno imperial no impiden en mu* 

(1) Fioro, § 2(54. 

(2) Mooro, § 4(J9. 
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chos casos que los Estados que componen la Unión 
Germánica puedan reglamentar ese derecho, por 
medio de leyes particulares ó por convenciones cele- 
bradas con otros países. Como ya dijimos antes 
(§ 31), Alemania permite la extradición sin tratado. 
El reo puede ser reducido á prisión provisional, y el pe- 
ríodo que ésta pueda durarlo fija el Gobierno, en cada 
caso especial, á menos que por tratado se disponga 
otra cosa. Solamente con respecto de las demandas 
de los gobiernos americano é inglés, es necesaria la 
intervención judicial, pues así lo prescriben los tra- 
tados respectivos; los otros casos son resueltos por 
el Poder Ejecutivo: y en estas demandas se tiene que 
determinar únicamente si existen procedimientos cri- 
minales ó alguna condena contra el reo en el país ex- 
tranjero, sin averiguar nada respecto de su culpabili- 
dad. Si se promete la reciprocidad, el gobierno alemán 
devuelve todos los objetos que se encuentren en poder 
del reo. La entrega de éste se verifica en la fron- 
tera, y no en el lugar en donde esté detenido. Se 
permite el tránsito por el territorio nacional de un 
reo entregado por un tercer país, bajo las mismas 
condiciones que se accede á una demanda de extra- 
dición, y la conducción del reo se verificará bajo la 
vigilancia de la policía alemana. Los gastos del 
arresto, manutención y entrega del reo los sufraga 
el gobierno del Imperio, como regla general (1). 

§ 233. — Aunque el gobierno de Austria-Hungría 
no ha formulado una ley especial sobre la extradi- 

(1) Moore, §469; Hawley, pp. 215-224; Report on Extradi- 
tion, pp. 92-97. 
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ción, sí tiene adoptados en sus leyes criminales y en 
las ejecutorias de sus tribunales muchos de los prin- 
cipios que reglamentan este derecho. El que se con- 
ceda la demanda de extradición no depende vínica- 
mente de que exista un tratado con el gobierno que 
presenta la demanda ; pero de todos modos se exige 
la reciprocidad. Solamente los extranjeros pueden 
ser entregados; ningún ciudadano austríaco ni hún- 
garo, ni un individuo naturalizado, aunque lo sea 
después de cometer el crimen, podrán ser entrega- 
dos. Solamente puede concederse la extradición 
por crímenes punibles en virtud de las leyes del 
Imperio, pero no por delitos de poca importancia. 
No puede concederse la extradición sino quince días 
después del arresto del reo. Los procedimientos se 
inician por la vía diplomática. Generalmente el 
representante del Ministerio público en el lugar ó 
distrito correspondiente presenta el caso á un tribu- 
nal, y en virtud de ese procedimiento el inculpado 
es reducido á prisión. El juez hace que se presente 
el reo, lo interroga y trata que la tramitación se 
lleve á efecto con la mayor prontitud que sea posi- 
ble. El fallo del juez es transmitido oficialmente al 
Ministro de Justicia, quien resuelve el caso. Comu- 
nicada esta determinación al Ministro de Negocios 
Extranjeros, debe este funcionario considerarla co- 
mo definitiva, á menos que la estime contraria á las 
disposiciones del tratado, en virtud del cual se en- 
tabló la demanda. La resolución final se debe co- 
municar al Estado requeriente por la vía diplomá- 
tica. Finalmente, diremos que cuando un reo es 
entregado al gobierno austro-húngaro, solamente 
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puede ser juzgado por el delito que motivó su extra- 
dición, á menos que tenga la oportunidad de regre- 
sar al país de asilo W. 

§ 234. — Considera Fiore ( 2 ) que Bélgica es el país 
que ha adelantado á las demás naciones respecto del 
establecimiento de reglas fijas relativas á la extradi- 
ción. Indudablemente esa nación ha sabido modi- 
ficar y mejorar esa clase de legislación de una ma- 
nera adecuada y competente. Su primera ley sobre 
la materia fué expedida en octubre de 1833, y parece 
que la última es la de 1889, que modifica la que fué 
aprobada en marzo de 1874. Esta de 1874', con las 
modificaciones de 1889, y el artículo 6? de la ley de 
1883 que sigue en vigor, constituyen la legislación 
sobre la extradición, actualmente vigente en el Rei- 
no de Bélgica. Según tal legislación, ese país puede 
entregar á los gobiernos de las naciones extranjeras, 
á título de reciprocidad, todo extranjero procesado, 
acusado ó condenado por los tribunales de esas na- 
ciones, como autor ó cómplice de uno de los treinta 
delitos que enumera la expresada ley de 1874, que- 
dando la tentativa comprendida en esas calificacio- 
nes, cuando es castigada por las leyes penales. Dis- 
pone dicha legislación que, aun cuando el crimen ó 
delito que motiva la demanda de extradición, se 
haya cometido fuera del territorio de la parte de- 
mandante, el gobierno belga podrá entregar á título 
de reciprocidad al extranjero procesado ó senten- 



(1) Moore, §§ 453^59 j Hawley, pp. 71-79; Report on Extra- 
dition, pp. 71-75. 

(2) Fiore, § 264. 
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ciado, 011 los casos en que la ley do Bélgica autorice 
el procedimiento, por las mismas infracciones come- 
tidas fuera del reino. El artículo ¡i? do dicha ley de 
1874 es de suma importancia, pues explica la trami- 
tación consiguiente en los casos de extradición. Eso 
artículo dice así: "La extradición so concederá en 
vista del original ó copia auténtica do la sentencia 
ó del fallo condenatorio ó do la orden do la Cámara 
del Consejo, ó de* la orden do la Cámara do Acusa- 
ciones, ó del neto do procedimiento criminal expe- 
pido por un juez competente, que decreto según 
derecho la remisión del acusado auto la jurisdicción 
represiva. También so concederá la extradición, 
en vista del mandato do arresto ó do cualquier otro 
documento que tenga la misma fuerza, expedido por 
la autoridad competente del país extranjero, siempre 
que estos documentos comprendan la indicación 
precisa del delito por el cual so han expedido, y que 
la Cámara del Consejo del Tribunal do primera ins- 
tancia del lugar de la residencia del extranjero en 
Bélgica, ó del lugar donde pueda sor detenido, los 
haya hecho ejecutivos. Tan luego como el extran- 
jero haya sido reducido á prisión, en virtud do uno 
de los documentos antes citados, que le será debida- 
monto notificado, el gobierno tomará el parecer do la 
Cámara do Acusaciones do la Corte do Apelación, 
en cuya jurisdicción ha sido arrestado el extranjero. 
La audiencia será pública, á menos que el extranjero 
pida que sea secreta. Serán oídos el Ministerio pú- 
blico y el extranjero. Este podrá hacer que su abo- 
gado lo asista. Dentro de la quincena, á contar 
desdo la recepción do los documentos, éstos serán 
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devueltos con dictamen motivado al Ministro de 
Justicia." Mcgún queda establecido, ese dictamen, 
de; que habla el expresado artículo W, no es defini- 
tivo; y a pesar de el puede el gobierno belga hacer 
la entrega del reo. Previene la ley que puede exis- 
tir el arresto provisional; pero el reo tendrá el dere- 
cho de reclamar su libertad también provisional, en 
el caso en que; un belga goce de esta facultad y bajo 
las mismas condiciones. Permítese la extradición 
por la vía de tránsito, sin tornar el parecer de la (Ja- 
mara de Acusaciones, con la simple presentación, en 
original, ó en copia autentica, de uno de los docu- 
mentos del procedimiento mencionados en el expre- 
sado artículo *M de la ley, cuando sea eso en beneficio 
de un Estado extranjero ligado con Bélgica por un 
tratado, que comprende el delito que motiva la de- 
manda de extradición, no siendo posible hacerlo así 
respecto de delitos políticos ó si la pena ha pres- 
crito; pero el costo del tránsito lo sufragará el go- 
bierno requeriente. Finalmente, en casos comunes 
de extradición de territorio belga el reo es entregado 
en la frontera y este gobierno paga los gastos, excep- 
to cuando el tratado correspondiente dispone otra 
cosa, <h. 

§ 2ÍÍ5.— En Dinamarca todavía no se ha reglamen- 
tado por ley el derecho de extradición. Sin embar- 
go, en los casos de la entrega de un reo, se siguen 
ciertas reglas que están de acuerdo con los princi- 
pios generales que hemos discutido en esta obra. 

(1; Moore, y¡ 400-4^2; Iteport on Kxtradition, pp. 75-84; 
Hawley, pp. 87-109 ; Flore, § 264 y nota». 
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Existo allá la prisión preventiva del acusado, aun 
autos do quo so presento la domanda do extradición 
en debida forma. Esta so debe haoer por la vía 
diplomática. Los tribunales, en talos casos, son 
independientes del Ejecutivo; poro si ésto declara 
que el reo no puede ser entregado al país deman- 
dante, los tribunales tendrán que respetar osa deter- 
minación y poner al roo en libertad* Incumbe al 
Ministro de Justicia resolver finalmente todo caso 
de extradición, y su resolución se comunica por la 
vía diplomática al país requeriente, líoneralmonto 
los gastos de la extradición debe cubrirlos el gobier- 
no que la solicita, y la entrega del reo so verifica en 
la frontera. El gobierno danos nunca entrega á sus 
ciudadanos 0) % 

§ 2IU>. — Las reglas que deben observarse en los 
casos de extradición, de conformidad con el derecho 
vigente en España, se encuentran en los artículos del 
824 al 8;W inclusive de la Lev de Enjuiciamiento Cri- 
minal do 18SÜ r-i. Esas disposiciones se refieren á 
la tramitación que debo seguirse en España para 
pedir á un gobierno extranjero la extradición do un 
roo. Según dichas proscripciones, los Fiscales de 
las Audiencias y el del Tribunal Supremo, cada uno 
en su caso y lugar, pedirán quo el Juez ó Tribunal 
proponga al gobierno quo solicite la extradición de 
los procesados ó condonados por sentencia firme, 
cuando sea procedente con arreglo á derecho; poro 
para que so pueda pedir ó proponer la extradición, 

(1) Moot>\ $ 407; Roport on Kxtnulttioii. pp. S7, Sv^. 

(2) 2 Bravo, pp. 2tC> 200. 
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será requisito necesario que se haya dictado auto 
motivado de prisión, ó recaído sentencia firme contra 
los acusados á que se refiera. Sólo podrá pedirse ó 
proponerse la extradición: 1? De los españoles que 
habiendo delinquido en España se hayan refugiado 
en el extranjero. 2? De los españoles que habiendo 
atentado en el extranjero contra la seguridad exte- 
rior del Estado, se hubiesen refugiado en país dis- 
tinto del en que delinquieron. 3? De los extranje- 
ros que debiendo ser juzgados en España, se hubie- 
sen refugiado en un país que no sea el suyo. La 
petición de extradición procederá en los casos que 
determinen los tratados vigentes con la potencia en 
cuvo territorio se hallare el individuo reclamado; 
en defecto de tales tratados, en los casos en que la 
extradición proceda según el derecho escrito ó con- 
suetudinario vigente en el territorio á cuya nación 
se pida la extradición; y en defecto de una de esas 
circunstancias, cuando la extradición sea procedente 
según el principio de reciprocidad. El juez ó tribu- 
nal que conozca de la causa en que estuviese proce- 
sado el reo ausente en territorio extranjero, será el 
competente para pedir su extradición; y eso mismo 
juez ó tribunal acordará de oficio ó á instancia de 
parte, en resolución fundada, pedir la extradición 
desde el momento en que, por el estado del proceso 
y por su resultado, sea procedente segi'in ya se ha 
indiciado. Contra el auto acordando ó denegando 
pedir la extradición podrá interponerse el recurso 
de apelación, si lo hubiere dictado un juez de ins- 
trucción. En cuanto al fondo de la petición de ex- 
tradición, habrá que atenerse puntualmente á lo 
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preceptuado en el tratado respectivo, si lo hubiese. 
Debe agregarse que esa petición se hará en forma 
de suplicatorio dirigido al Ministerio de Gracia y 
Justicia, á menos que el tratado respectivo autorice 
el (pie se pueda pedir directamente la extradición al 
juez ó tribunal que conozcan de la causa 0). 

§ 2517. — Respecto de los reos, cuya extradición 
solicite de España cualquier país requeriente, debe 
decirse desde luego que las prescripciones del tra- 
tado respectivo, si lo hubiere, son las que rigen. Si 
no existe tratado alguno, se hace la entrega del reo 
bajo la promesa de reciprocidad. Puede decirse que 
España jamás entrega á sus subditos (-). La trami- 
tación de un caso de extradición en España está 
bien explicada en el tratado de extradición celebra- 
do entre ese país e Inglaterra en 1878, y puede servir 
de guía para las demandas formuladas por otros paí- 
ses. Esa tramitaciones la siguiente; " El Repre- 
sentante diplomático de la (irán Bretaña dirigirá al 
Ministro de Estado, con la demanda de extradición, 
una copia auténtica y legalizada de la sentencia, ó 
del auto de prisión contra la persona acusada, esta- 
bleciendo claramente el crimen ó delito por el cual 
se procedí* contra el fugitivo. A este documento 
judicial se acompañarán, si es posible, las señas de 
la persona reclamada, y cualesquiera otras noticias 
ó datos que puedan ser titiles para identificarla. Es- 
tos documentos serán comunicados por el Ministro 
de Estado al de Gracia y Justicia, por cuyo Ministe- 

(1) 2 Bravo, pp. 203-206. 

(2) Moore, § 310; Kcport on Extradition, p. 156. 
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rio, después de examinarlos y de reconocerse que 
¿ay lugar á la extradición, se expedirá una Real 
Orden concediéndola y ordenando el arresto de la 
persona reclamada y su entrega á las autoridades 
británicas. En virtud de dicha Real Orden, el Mi- 
nistro de la Gobernación adoptará las medidas opor- 
tunas para el arresto del fugitivo, y verificado que 
sea, será éste puesto á disposición del Representante 
diplomático que pidió su extradición y conducido 
hasta el punto de la frontera, ó hasta el puerto de 
mar, donde, para hacerse cargo de él, se halle el co- 
misionado nombrado al efecto por el Gobierno de 
Su Majestad Británica" ( l ). En España cuando se 
decreta la entrega de un reo, ésta se verifica en el 
lugar que desea el país reclamante. Se concede el 
derecho de tránsito á los países que lo permiten 
también; pero debe hacerse la solicitud á ese respec- 
to por la vía diplomática, y acompañándola de la 
prueba del auto ú orden de prisión expedida para la 
aprehensión del reo. Como era de suponerse, el Go- 
bierno español concede el arresto provisional de un 
reo, y puede hacerse la solicitud respectiva por co- 
rreo ó parte telegráfico, mientras que se presenta en 
debida forma por la vía diplomática ( 2 ). Y final- 
mente, diremos que la extradición no procede en 
España por delitos políticos ó conexos, ni podrá ser 
juzgado ni condenado por ellos ningún delincuente 
entregado por delito común, si la comisión de aqué- 



(1) Art. 5? de dicho tratado; 2 Bravo, pp. 244, 245; Clarke, p. 
clxxviii. 

(2) Moore, § 510; Report on Extradition, p. 156. 
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líos fuese anterior ; pero no se considerarán delitos 
políticos los ataques á los soberanos ó jefes de Es- 
tado, si revisten los caracteres de homicidio, asesi- 
nato ó envenenamiento, ya se trate de delito consu- 
mado, ya de frustrado ó de tentativa l 1 ). 

§ 2IÍ8. — En Francia no existe una ley especial de 
extradición ; pero tanto las reglas que sobre esta 
materia han discutido los reputados publicistas 
Billot, Bombov & (íilbrin v Bernard, á las cuales va 
hemos hecho referencia en esta obra, como las circu- 
lares que de tiempo en tiempo ha expedido el Minis- 
terio de Justicia, facilitan la comprensión de los 
principios que deben servir de guía para la tramita- 
ción de un caso de extradición en la República 
Francesa. A lo que ya hemos dicho anteriormente, 
agregaremos que la demanda de extradición tiene 
que hacerse por la vía diplomática, como por el mis- 
mo conducto, y en casos urgentes, aún de otra ma- 
nera, puede obtenerse la prisión preventiva del reo. 
Este, si es ciudadano francés, no puede ser entrega- 
do. La demanda de extradición, cuando está en 
regla, pasa del Ministerio de Negocios Extranjeros 
al de Justicia. Allí también se examina la deman- 
da, y al fin es trasmitida al Ministro del Interior ó 
Gobernación, quien ordena la aprehensión del acu- 
sado. Este es examinado por el procurador del dis- 
trito en donde fué arrestado; pero solamente con el 
objeto de determinar su nacionalidad y establecer 
su identificación, anotar si protesta contra el proce- 
dimiento y saber si consiente en que se verifique su 

(1) ;J Bravo, pji. :>í>, «0. 



146 TRATADO DE LA EXTRADICIÓN 

entrega. Si da su consentimiento es entregado en 
la frontera a las autoridades del país requeriente, 
por conducto del Ministerio del Interior. 8i el reo 
no consiente y ha quedado resuelto que debe hacerse 
su entrega, expide el Presidente de la República un 
decreto concediendo la extradición. El Ministro 
del Interior entonces envía al reo, bajo escolta, para 
ser entregado, junto con el decreto y los documentos 
respectivos. Al mismo tiempo el Ministro de Ne- 
gocios Extranjeros notifica al gobierno reclamante 
que se ha accedido á la demanda de extradición. El 
gobierno concede el tránsito por el territorio nacio- 
nal de un reo entregado á otro país, con tal que no 
sea ciudadano francés y su delito no tenga carácter 
político. Los gastos de la tramitación y entrega 
generalmente son sufragados por el gobierno de la 
República, y éste entrega al país requeriente todos 
los objetos que se encuentren en posesión del reo. 
Como se ve, la tramitación de los casos de extradi- 
ción en Francia tiene un carácter administrativo 
bien marcado, y es el Poder Ejecutivo el que exclu- 
sivamente determina la legalidad de la demanda, y el 
derecho que asiste al país reclamante para formu- 
larla 0). 

§ 239. — Según el Código de Procedimiento Penal 
de Grecia, debería dictarse una ley especial para 
determinar los casos en que la extradición tendrá 
lugar, y la manera como se hará la entrega de los 

(1) Keport on Extradition, pp. 91,92; ('lárice, pp. 198, 199; 
Moore, § 468; Billot, pp. 415 423; Hawley, pp. 114-119; Bomboy 
& <Hlbrin,pp. Í57-81. 
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reos por los delitos que ellos cometieren en el ex- 
tranjero. Sin embargo, parece que hasta ahora aún 
no se ha dictado esa ley especial, y por lo tanto la 
tramitación de los casos de extradición que allí se 
inicien se regirá, casi siempre, por los principios 
generales sobre la materia, que han aprobado los 
publicistas y que se discuten en esta obra. Es de 
notarse que el gobierno griego antes había adoptado 
la política de no celebrar tratados de extradición; en 
verdad parece que actualmente sólo hay vigente el 
celebrado con Italia en 1877, que es bien lato 0). 

$ 240. — El Gobierno holandés ó de los Países Ba- 
jos se regía anteriormente para los casos de extradi- 
ción, y para la celebración de los tratados sobre esta 
materia, por una ley especial aprobada en 1849. Pero 
la ley que actualmente reglamenta tal derecho es la 
sancionada el 15 de abril de 1875, en la cual se ha 
aumentado considerablemente el mimero de los 
delitos que pueden motivar la entrega de un reo, y 
se consigna la regla de que la extradición podrá 
acordarse aún por tentativa ó complicidad, con tal 
de que la tentativa ó complicidad sean punibles 
con arreglo á lo dispuesto en las leyes holandesas. 
La demanda tiene que presentarse por la vía diplo- 
mática, pero puede conseguirse previamente la apre- 
hensión del reo. Este debe ser interrogado en au- 
diencia piiblica, á menos que él pida que sea secreta 
ó que por motivos graves el tribunal así lo ordene. 
Cuando el Juez ha terminado la averiguación tras- 
mite su fallo al Ministro de Justicia, quien resuelve 



(1) Fiore, § 242. 
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definitivamente si debe ó no concederse la extradi- 
ción. La entrega del reo se verifica en la frontera, 
ó en un puerto, pero no en el lugar en donde haya 
sido arrestado. En cuanto á los objetos que tenga 
el reo en su poder, pueden ser entregados al gobier- 
no reclamante ó al acusado, según lo determine el 
tribunal competente. Los gastos de la tramitación 
y trasporte del reo en el territorio holandés, son 
sufragados por este gobierno; pero no en caso de 
que se pida el derecho de tránsito para un reo que 
va á ser juzgado en un tercer país. Ese derecho se 
concede, si existe un tratado entre tal país y Holan- 
da, y el delito que motivó la extradición del reo está 
enumerado en dicho tratado 0). 

§ 241. — El dereho de extradición en Italia está 
reglamentado en parte;, cuando los tratados no 
disponen otra cosa, por las prescripciones relativas 
del nuevo Código Penal, que principió á regir el 30 
de junio de 1889, y que están comprendidas en los 
artículos del 4 al 9 del Libro Primero, Título Prime- 
ro de ese Código Penal. Igualmente imperan allí, se- 
gún Piore (2), los principios generales que constitu- 
yen el derecho común de extradición. Ya nos he- 
mos ocupado de algunos de esos principios. Aquí 
debemos agregar que el gobierno italiano jamás con- 
cede la extradición de uno de sus subditos, ni la ad- 
mite respecto de delitos políticos, ni de los que con 
ellos tengan conexión, como tampoco de los que 

(1) Piore, § 267 y nota 1 ; Moore, §§ 504, 505; Keport on Extrar 
dition, pp. 137-152; Hawley, pp. 173—206. 

(2) Piore, § 229. 
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constituyen infracciones de la ley militar. Tanto la 
demanda de extradición como la solicitud para la pri- 
sión preventiva del reo, deben presentarse por la 
vía diplomática. Los documentos en apoyo de la 
demanda deben ser el mandato de arresto ó la orden 
de prisión, ó la sentencia condenatoria, y todos esos 
documentos deben estar escritos en el idioma del 
país requeriente. La demanda pasa del Departa- 
mento de Negocios Extranjeros al de Gracia y Jus- 
ticia, y allí es examinada, pudiendo remitirse el caso 
a un tribunal; pero el fallo de éste no es definitivo 
ni es obligatorio para el Ejecutivo, pues él puede 
resolver el caso de conformidad ó en oposición & 
tal fallo ID. 

§ 242. — En el reino de Portugal todavía no se ha 
aprobado ninguna ley que reglamente el derecho de 
extradición. Sin embargo, en este país se acatan 
ciertas reglas cuando uo contravienen las disposi- 
ciones de algún tratado de extradición. Así es que el 
gobierno portugués jamás entrega á uno de sus cuí- 
danos. Concede el arresto provisional del reo, en 
vista de una solicitud hecha al efecto por la vía 
diplomática, ya sea por escrito ó por telégrafo, y esa 
orden de arresto es expedida por las autoridades 
administrativas. Los tribunales no pueden resol- 
ver la demanda, v usualmente es al Procurador Ge- 
neral de la Corona que compete el dar su opinión 
sobre el caso ; esa opinión no es definitiva, pero en lo 
general el Poder Ejecutivo la aprueba. Concédese 

(1) Fion\§229; Moore, §§ 4S5, 48(i; Hawley, pp. 14ti— 150; 
Report on Extradition, pp. 123—124. 
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el derecho de tránsito respecto de un reo cuya extra- 
dición ha sido otorgada por un tercer país, siendo él 
conducido con escolta hasta la frontera. El país 
requeriente debe sufragar los gastos ocasionados en 
todo caso de extradición (l). 

§ 243. — No existe en Rusia ninguna legislación 
especial en materia de extradición. Toda la trami- 
tación és allá de la incumbencia absoluta del Poder 
Ejecutivo, y las autoridades judiciales no toman 
parte en ella. Por la vía diplomática puede pedirse 
el arresto provisional del reo, el cual es concedido 
por el Ministro de Justicia, quien tiene conocimien- 
to del asunto, en virtud de que su colega de Negocios 
Extranjeros le debe haber trasmitido todos los do- 
cumentos referentes al caso presentado. La deman- 
da se somete primeramente á este funcionario, quien, 
si la encuentra debidamente formulada, la pasa con 
sus observaciones al Ministro de Justicia, y éste 
resuelve el caso, dando conocimiento de su determi- 
nación á los Ministros de Negocios Extranjeros y 
del Interior, para que el primero notifique al gobier- 
no reclamante y el segundo mande que se verifique 
la extradición del reo. Entréganse al mismo tiem- 
po los objetos que el acusado tenía en su poder. 
Debe ser entregado el reo en un lugar que el gobier- 
no imperial designará de antemano, pero si esa en- 
trega debe verificarse en algún puerto, entonces el 
gobierno reclamante puede indicar cual es el que 
prefiere. Concede el gobierno el tránsito para un 
reo cuya extradición ha sido acordada por un país 



(1) Moore, § 508; Report on Extradition, p. 155. 
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extranjero, debiéndose pagar los gastos correspon- 
dientes. También los gastos de arresto, detenci ón y 
entrega de cualquier reo son á costa del gobierno 
requeriente (*). 

§ 244. — En el Reino Unido de Suecia y Noruega 
no hay reglamentos especiales para los casos de 
extradición. Existe el derecho de arrestar provisio- 
nalmente al reo, haciéndose la solicitud al efecto 
por el telégrafo ó por otro conducto. Al Departa- 
mento de Justicia en cada uno de los dos países, le 
toca la tramitación de la demanda. En Suecia la reso- 
lución correspondiente la toma el Rey con su Conse- 
jo, y en Noruega el Departamento de Justicia y de 
Policía. Esa resolución la comunica la Secretaría 
de Negocios Extranjeros al agente diplomático ó 
consular que ha promovido la demanda. Los obje- 
tos recogidos que estaban en poder del reo son 
devueltos al gobierno reclamante. El inculpado es 
entregado, ya sea en donde esté encarcelado, ó ya en 
algún punto de la frontera, bajo los requisitos que 
el gobierno exija. Puede verificarse el tránsito por 
el territorio nacional de un reo cuya extradición 
haya sido concedida por un gobierno amigo (2). 

§ 245. — Las demandas de extradición presentadas 
en Suiza deben dirigirse al Poder Ejecutivo. Cuan- 
do se solicita el arresto provisional del reo el Consejo 
Federal pide al gobierno del Cantón, en donde el 
acusado resida ó se encuentre, que verifique su 
aprehensión. Puede entonces el reo oponerse á la 

(1) Moore, § 509; Report on Extradition, pp. 155, 156. 

(2) Moore, § 512; Keport on Extradition, pp. 162-164. 
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demanda de extradición, y si alega que no está for- 
mulada según el tratado vigente entre Suiza y el go- 
bierno reclamante, pasa el caso á ser examinado y 
decidido por el poder judicial. Si el reo no se opone 
á la aplicación del tratado, el Ejecutivo ordena y lle- 
va á efecto la extradición. Pero si promueve el caso 
ante el tribunal federal, el fallo de éste es definitivo, 
y el Consejo ejecutivo pierde toda ingerencia directa 
en el caso dado. No se concederá la extradición si 
el crimen de que se acusa al reo no se considera 
como tal por las leyes del país reclamante, y por las 
del cantón de Suiza en donde se hubiese refugiado. 
Finalmente las personas que sean entregadas al país 
reclamante no pueden ser juzgadas, más que por el 
delito que motivó la extradición. Y como regla ge- 
neral, cuando existe un tratado, el gobierno suizo 
no decreta la entrega de un reo acusado de delitos 
que no están especificados en el convenio, aunque se 
prometa la reciprocidad. (1). 

§ 246. — No existe ninguna ley de extradición en 
Turquía. Ese gobierno jamás permite la entrega de 
uno de sus subditos. En cuanto á los ciudadanos del 
país reclamante, es práctica ya bien establecida en 
el Imperio Otomano, que el cónsul de tal país hace 
arrestar al reo, lo juzga y condena, ó lo remite á un 
buque de su nacionalidad, para que lo lleve al terri- 
torio en donde cometió el delito. Si el reo no es ni 
subdito otomano ni ciudadano del Estado reclaman- 
te, pero de un tercer país, entonces la extradición 

(1) Moore, §§ 513, 514; Report on Extradition, p. 165; Hawley, 
pp. 236-238. 



PAÍSES DEL CONTINENTE EUROPEO 153 

depende de las convenciones ó reglas vigentes entre 
el país reclamante y el Estado del cual el subdito es 
reo. Parece que la Sublime Puerta no impide ni 
pone trabas al tránsito por su territorio, de un reo 
que haya sido entregado por un tercer Estado á un 
Gobierno extranjero (1). 



CAPITULO II. 
i 

GRAN HRETAÑA, ESTADOS UNIDOS, Y POSESIONES 

INGLESAS. 

§ 247.— Ya hemos observado (§§ 168,171) que el 
sistema que siguen la Gran Bretaña y los Estados 
Unidos en materia de extradición, es* muy distinto 
bajo algunos conceptos, del que impera en las nacio- 
nes del continente europeo. En los países anglo-sa- 
jones las autoridades judiciales tienen mayor inge- 
rencia en la tramitación y determinación de los ca- 
sos de extradición, y no es de la competencia espe- 
cial de la autoridad administrativa el hacer arrestar 
al reo, sino que él tiene que ser sometido desde lue- 
go á la jurisdicción de los tribunales, y goza de todas 
las garantías que podía tener un ciudadano del país 
de asilo, acusado de un crimen cometido en ese mis- 
mo país (-). Esa diferencia de sistema ha dado lu- 
gar á la diferencia en la tramitación que exijen las 
leyes y reglamentos de los países anglo-sajones que 
ahora pasamos & examinar. 

(1) Mooiv, § 515; Report on Extraditiou, p. 106. 

(2) Billot, p. 207; Fiore, § 241. 
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§ 248. — El derecho de extradición está bien y 
claramente reglamentado en Inglaterra por medio 
de ley especial. Esta fue aprobada el 9 de agosto 
de 1870, habiendo sido modificada en algunos imntos 
importantes en 187íí H). Según esa legislación la 
demanda de extradición debe presentarse por la vía 
di plofh ática, dio de los Secretarios de Estado de- 
termina primeramente si tiene carácter político el 
delito de que sí? acusa al reo, y en caso de que así lo 
determine lo manda poner en libertad. Sí se consi- 
dera el delito no político, y que está comprendido 
dentro de las prescripciones del tratado respectivo, 
el Secretario de Estado liará conocer de la demanda 
á un Magistrado de policía, en virtud de orden fir- 
mada por aquel funcionario, requeriendo á tal ma- 
gistrado para que extienda un auto de arresto con- 
tra el presunto malhechor. Entonces la tramita- 
ción se sigue de la manera que lo describe la expre- 
sada ley de 1870, en sus artículos 9? y 10?, á saber: 
"Artículo 9? (/liando un malhechor fugitivo sea pre- 
sentado ante el Magistrado de policía, este examina- 
rá el asunto de la misma manera y tendrá la misma 
jurisdicción y facultades, en cuanto sea posible, 
como si el detenido hubiese sido acusado ante el de 
un crimen cometido y que pudiera castigarse en 
Inglaterra. El Magistrado de policía recibirá cua- 
lesquiera pruebas que se le presenten y que puedan 
demostrar que el crimen por el cual se acusa al dete- 
nido, ó por el cual se pretende haberle sentenciado, 

Í1> Fior«, § 200; Billot, p. 193; Moore, § 470; Clarke, 
pp. 101, 107. 
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tiene un carácter político ó no os crimen que pueda 
motivarla extradición. Articulo 10? Kn caso de que 
el malhechor fugitivo, esté acusado de un crimen 
que pueda motivar la extradición, si el auto ex- 
tranjero que autoriza el arresto de tal malhechor se 
halla debidamente legalizado y se han presentado 
tales pruebas que (sujetándose á las prescripciones 
de esta Lev"* fueran suficientes según la legislación 
de Inglaterra, para motivar un proceso penal contra 
el 100, si el crimen hubiese sido cometido en Inglate- 
rra, el Magistrado d^ policía hará reducir á prisión á 
tal malhechor, poro si no fuere asi lo mandará poner 
en libertad. Si so trata do un malhechor fugitivo 
que se asegura ha sido sentenciado por un crimen 
que pueda motivar la extradición, y que so presenta- 
sen tales pruebas i su jetándose para ello á las pros- 
cripciones de esta ley^ que según la legislación do 
Inglaterra, comprobasen que el detenido había sido 
condenado debido á oso crimen, el Magistrado de po- 
licía lo reducirá á prisión, ó en el caso contrario lo 
pondrá en libertad. Si él manila reducir á prisión 
al expresado malhechor, lo hará conducir á la Casa 
de Reclusión de Middlesox ó á cualquiera otra cár- 
cel de Middlesox, para esperar allí la orden de un 
Secretario do Estado autorizando su extradición, y 
enviará inmediatamente á un Secretario tío Estado 
un certificado del auto de prisión, y el informe so- 
bre la causa, que le parezca conveniente" \l\ 

§ 240. — A monos que el tratado respectivo lo 

(\\ Clavito, Apóiulioo. pp. VIII, IX: Moovo, $ 4S0; Fiovo. 
§ 2lU¡: Billot, pp. 4W, 440. 
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prohiba, la legislación de la Gran Bretaña permite 
la extradición de un subdito ingles, por delitos 
cometidos dentro del territorio del país reclamante. 
Puede verificarse el arresto preventivo del reo, pero 
solamente en virtud de un informe juramentado, 
presentado por un agente diplomático ó consular del 
país que pide la extradición. Según el artículo 16 
de la expresada ley de 1870, las deposiciones ó de- 
claraciones hechas bajo juramento en el extranjero 
y las copias de los originales de esas deposiciones ó 
declaraciones, como también los certificados extran- 
jeros y documentos judiciales que expresan el he- 
cho de la condena, podrán servir de prueba en todos 
los procedimientos de extradición, con tal de que es- 
tén debidamente legalizados. La garantía del auto 
de habeas corpus permite al reo determinar la legali- 
dad de su prisión. Por la ley cnmendatoria de 1873 
se ha ampliado la lista de crímenes que pueden mo- 
tivar la extradición, y queda prescrito que los cóm- 
plices, cualquiera que sea el grado de complicidad, 
podrán ser detenidos y entregados en virtud de una 
demanda de extradición. Los tribunales ingleses 
han interpretado tanto la ley de 1870, como la 
de 1873, de modo que siguiendo las ejecutorias, se 
han aclarado varios puntos de esa legislación que 
admitían dudas y discusión (1). 

§ 250. — Los Estados Unidos de América han regla- 
mentado el derecho de la extradición por ley especial. 

(1) Clarke, Apéndice, III á XXV; Fiore, § 266; Wheaton, 
Apéndice, pp. 725-735; Report on Kxtradition, pp. 97-108; 
Billot, pp. 434—464. 
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La primera que se expidió eon ese objeto fué la de 
1848, ampliada y modificada eu 18(59. Esa ley fué 
refundida é incluida en las Leves ó Estahitos Revi- 
sados de los Estados Unidos, emitidos en 1878, Los 
incisos ó secciones de 5270 á 5277 inclusive* v los 
6409 y 5410 de dichos estatutos, comprenden la legis- 
lación vigente sobre la materia, ampliada y modifi- 
cada en cierto modo por la '7-n/ que reglamenta los 
honorario* y la tramitación en loa casos tle extradición" 
aprobada el ¡t de agosto de 1882. La parte más 
importante de la ley de 1878 está comprendida en 
el inciso 5270, que prescribe lo siguiente: "Siem- 
pre que exista \m tratado ó convención de extradi- 
ción entre el gobierno de los Estados Unidos y 
cualquier gobierno extranjero, podrá ser permitido 
á cualquier juez de la Suprema Corte, juez de circui- 
to, juez de distrito, ó comisario que tenga al efecto 
autorización por uno do los tribunales de los Esta- 
dos Unidos, en el caso de una queja presentada 
bajo de juramento, en que se acuse á cualquiera 
persona que se encuentre dentro do los límites do 
cualquier Estado, distrito ó territorio, de haber 
cometido dentro de la jurisdicción de uno de los 
gobiernos extranjeros de que se trata, cualquiera de 
los crímenes enumerados, ó á .que se contraiga el 
expresado tratado ó convención, librar un auto de 
prisión para que sea aprehendida la persona contra 
quien se haya formulado la acusación, para que se 
le obligue á que comparezca ante dicho juez ó comi- 
sario, quien examinará y entenderá de las pruebas 
de su culpabilidad. Si de tal examen considera ese 
magistrado que se han aducido pruebas suficientes 
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para apoyar la acusación formulada en virtud del 
correspondiente tratado ó convención, deberá remi- 
tir al Secretario de Estado una certificación relativa 
á ese asunto, junto con una copia de todas las 
pruebas que le hayan sido presentadas, á fin de que 
pueda librarse un auto de prisión á solicitud de la 
autoridad competente del expresado gobierno extran- 
jero, para entregar al individuo, de conformidad con 
lo estipulado en el tratado ó en la convención res- 
pectiva, y será obligación de dicho magistrado librar 
un mandamiento, á fin de que la persona acusada 
sea reducida á prisión en la cárcel correspondiente, 
para que permanezca allí hasta que se verifique su 
entrega ó extradición (l). 

§ 251. — En los Estados Unidos como en toda na- 
ción bien constituida, la entrega de los malhechores 
y las demandas de extradición son de la incumben- 
cia exclusiva del gobierno federal; y por lo tanto, 
los Estados que componen esa federación no tienen 
facultad, ni de solicitar á un gobierno extranjero 
la entrega de un reo, ni (Je conceder su extradición (2). 

§ 252. — Según las leyes vigentes en los Estados 
Unidos, debe iniciarse el procedimiento de extradi- 
ción, presentando una queja ante un magistrado, y 
esa queja debe ser formulada bajo de juramento, 
por una persona autorizada para ello, por el gobier- 
no reclamante; pero dicha persona no está en la 
obligación de tener conocimiento directo del delito 

(1) Hawley, pp. 64, 65; Wheaton, Apéndice, p. 735; Moore, 
Apéndice, p. 1167; Fiore, § 265. 

(2) Hawley , p 2 ; Moore, § 44. 
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que motivo la extradición : es suficiente si posee 
datos ó informes fidedignos sobre el particular; 
tampoco se tienen que expresar las circunstancias 
del crimen con detalles que se exigen en otros casos; 
y si se cometiera algún error en el escrito de queja, 
puede éste subsanarse, para que nuevamente se expi- 
da auto de arresto contra el reo (1). Tiene el acu- 
sado el derecho de estar presente cuando se examine 
la demanda, y de ser defendido por un abogado. 
Pueden presentarse documentos y deposiciones de 
testigos debidamente legalizados, como prescribe la 
ley relativa, para sostener la queja, pero no en favor 
del reo ; sin embargo éste tiene derecho de presentar 
testigos que nieguen su criminalidad (2). Como en 
Inglaterra, el reo tiene el derecho de apelar al auto 
de habrás corpus ( ; *). 

§ 2¿)tf. — Por supuesto que la demanda de extradi- 
ción se formula en los Estados Unidos por la vía 
diplomática, con excepción de los casos que se ini- 
cien en los estados fronterizos de México : según ya 
se ha indicado (§ 147). Y la entrega definitiva del 
reo se hace en virtud de una orden expedida por el 
Secretario de Estado, con el carácter de represen- 
tante del Presidente de la Repiiblica (4). 

§ 254. — Casi en todas las colonias y posesiones 
inglesas rige en materia de extradición la legislación 
de la Oran Bretaña, á que antes hicimos referencia 



(1) Moore, §§ 305, 307; Hawley, p. 37. 

(2) Hawley, p. 89. 

(3) Moore, §§ 350, 358. 

(4) Moore, § 359. 
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(§§ 247, 248, 249). Pero en Tasman/ía hay una ley 
local, aprobada en 1877, que di floro poco de las dis- 
posiciones inglesan 0). Kn la India Inglesa está 
reglamentado el derecho de extradición por la "Ley 
de Jurisdicción y Extradición Extranjera en la In- 
dia," aprobada en el año de 1879. 

§ 255. — Entre las posesiones inglesas, en donde 
el derecho de extradición está mejor reglamentado, 
debemos mencionar al Dominio de Canadá, pues 
allá, además de la legislación inglesa, rigen también 
las leyes locales de 1880 y 1889, que reglamentan 
todo lo relativo á esa materia cotí claridad y bien 
detalladamente. En esas leyes, como era de supo- 
nerse, se da autoridad decisiva á los tribunales en 
todo caso de extradición, pero permiten que la 
demanda sea presentada al Ministro de Justicia del 
Dominio por un cónsul extranjero ó por la vía 
diplomática: y os el expresado Ministro do Justicia 
el que expido la orden para la entrega del reo (2). Los 
incisos 11 y 15 de la ley do 188(j son de suma impor- 
tancia y por lo tanto los traducimos en su totalidad. 
Dice el inciso 1 1 : "Hi en el caso do un fugitivo, 
quien se crea haya sido declarado culpable de un 
crimen que pueda motivar la extradición, se presen- 
tan pruebas que según la ley del Canadá, sujetán- 
dose á las prescripciones do la presente acta, demues- 
tran haber sido declarado culpo ble do tal crimen, y 
si on el caso de un fugitivo acusado do un crimen 
que motive la extradición, se presentan pruebas que?, 

(1) Moore, i 4.T2. 

(2) Mooru, ^ 44H, 440. 
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según la ley del Canadá, su jetándose á las prescrip- 
ciones de la presente acta, justificasen el que se le 
encausare, suponiendo que el crimen hubiese sido 
cometido en el Canadá, el juez dictará auto de pri- 
sión, para que el fugitivo sea reducido á prisión en 
la cárcel más próxima, donde quedará detenido has- 
ta que sea entregado al Estado extranjero, ó sea 
puesto en libertad conforme á la ley; pero de otra 
manera el juez dictará el auto respectivo, para que 
sea puesto en libertad" 0). Y el inciso 15 de la ex- 
presada ley, dice lo siguiente: "Si el Ministro de 
Justicia decide en cualquier tiempo: (u) Que el deli- 
to que ha motivado los procedimientos tiene carác- 
ter político; (/>) Que los procedimientos se han ini- 
ciado realmente con el objeto de juzgar ó castigar al 
fugitivo por un delito político; ó (<•) Que el Estado 
extranjero no tiene la intención de presentar la 
demanda respectiva para la entrega del reo; po- 
drá negarse á expedir la orden de entrega, y podrá 
anular por auto bajo su firma y sello, cualquier 
orden que él haya expedido, ó cualquier auto dicta- 
do por un juez en virtud de esta ley, y mandar que 
el fugitivo sea puesto en libertad y quede libre de 
todo auto de prisión expedido en virtud de esta ley; 
y en consecuencia el fugitivo será excarcelado 11 (-). 
Diremos finalmente, que al acusado se le conceden 
las prerrogativas del auto de habea* corpas, que se 



(1) Moore,§448, p. (>8(>; Fiore, § 207 bis; Reporten Kxtra- 
dition, p. 112. 

(2) Moore, § 448, p. 687; Fiore, § 207 bis. Heport on Extra- 
dition, p. 112. 
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expedirá á su favor, según la legislación correspon- 
diente del Canadá (!). 



CAPÍTULO ni 



AMERICA LATINA. 

§ 256. — En los países latino-americanos rigen 
como regla general, los principios que imperan en 
el continente europeo respecto del derecho de extra- 
dición, modificados á veces por las reglas adoptadas 
para esos casos por los respectivos gobiernos, por la 
legislación relativa á la materia y por los tratados 
correspondientes que se han celebrado con diver- 
sas naciones. 

§ 257. — Aunque en México todavía no se ha ex- 
pedido una ley que reglamente el derecho de la extra- 
dición, puede decirse que los principios que consti- 
tuyen sus bases, están bien definidos v debidamente 
reconocidos. Ya hemos hecho referencia á varios 
de esos principios adoptados en la República Mexi- 
cana. Ahora nos toca mencionar otros, y coordinar 
todos ellos : para cuyo objeto debemos citar la nota 
que en enero de 1890 dirigió el señor Mariscal, Mi- 
nistro de Relaciones Exteriores, al representante 
americano, que le pidió informe sobre los procedi- 
mientos seguidos por el Gobierno mexicano en ma- 
teria de extradición; pues en esa nota está clara y 
hábilmente compendiado todo lo relativo á ese asun- 
to. Debemos agregar que en dicha nota, el señor 

(l) Moore, § 443. 
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Mariscal dice que los principios y reglas adoptados 
por su gobierno sobre esa materia, se hayan contení 
dos en las convenciones celebradas con los Estados 
Unidos, Bélgica, España y la Gran Bretaña, y en las 
contestaciones a las preguntas hechas en esa comu- 
nicación enviada por la legación americana (1). 

§ 258. — lia quedado establecido que el gobierno 
mexicano en ciertos casos concede la extradición, 
aun cuando no esté obligado á ello por medio do un 
tratado* con tal que el acusado no sea mexicano, 
que haya cometido un delito que las leyes mexica- 
nas castigan con pena más fuerte que la de arresto 
mayor (once meses), que no haya prescrito la acción 
judicial, conforme á las leyes mexicanas, y que se 
presenten las pruebas del delito, como so requiere 
en algunos tratados de extradición, á elección del 
gobierno mexicano, exigiéndose siempre la promesa 
de reciprocidad. El gobierno mexicano solamente 
en casos muy graves y extraordinarios, y previo 
ofrecimiento de reciprocidad, entrega á sus propios 
nacionales. ' La requisitoria diplomática es necesa- 
ria y debe contener, además del retrato ó la descrip- 
ción completa del fugitivo, la promesa formal de 
cumplir en breve* tiempo y antes de la extradición, 
los requisitos del tratado que hubiere entre los dos 
países, ó si no lo hubiere, se deben presentar las 
pruebas del delito necesarias para proceder á un 
juicio criminal, conforme á la legislación de México, 
además de las pruebas de nacionalidad y el ofreci- 



íl) G ( 1 orr. Dip. Mt»x., p. f)4f>; Moore, § 503; Iloport on Kxtradi- 
tion, pp. 131-133. 
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miento formal de la reciprocidad. Puede concederse 
el arresto y la detención provisional de un fugitivo 
de la justicia, mientras se reciba una requisición 
formal para la entrega, si eso lo solicita el gobierno 
requeriente por medio de su Ministro acreditado en 
México, ó directamente, si no lo hubiere; y ese arres- 
to provisional puede durar lo que prudencialmente 
acuerde el Presidente de la República, y se puede 
obtener en casos excepcionales en virtud de un infor- 
me telegráfico (l). 

§ 259. — En los asuntos de extradición, ninguna 
ingerencia tienen en México las autoridades judicia- 
les, excepto en el caso de que el preso de cuya extra- 
dición se trata, pida amparo ante un juez de distrito 
El Ejecutivo de la Unión- es el que examina y decide 
los casos de extradición ; por lo tanto, es la Secreta- 
ria de Relaciones Exteriores la que expide las órde- 
nes de arresto provisional y examina las pruebas y 
documentos que se acompañan á la demanda; y una 
vez dada la decisión definitiva, esa misma Secretaría 
libra una orden para la entrega ó libertad del acu- 
sado, y se comunica en nota oficial al agente diplo- 
mático del gobierno requeriente. Como ya se dijo, 
el acusado puede pedir amparo ante un juez de dis- 
trito federal, cuya decisión es revisada por la Supre- 
ma Corte de Justicia, y el fallo de ésta es definitivo; 
y ya se conceda ó no el amparo, la decisión definiti- 
va se publica y el Ejecutivo obra de conformidad 
con ella. Si es concedida la extradición, el fugiti- 



(1) 6 Corr. Dip. Mex., p. 518; Moore. § 503; Report oq Extra 
dition, pp. 131-133 
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vo os entregado en el lugar en donde se haya dete- 
nido á las autoridades del gobierno reelaniante, junto 
con los efectos que él tenga, si dicho gobierno soli- 
cita la entrega de dichos electos. !Si para la conduc- 
ción segura del reo si 4 solicita una escolta, ésta es 
concedida por el gobierno mexicano, debiendo el 
agente ó empleado encargado de recibir al reo por el 
gobierno requeriente, sacarlo de territorio mexicano 
tan luego como dicho reo sea entregado. El gobier- 
no de México generalmente concede el permiso para 
el tránsito á través de su territorio, para criminales 
(pie entrega un tercer Estado ó un gobierno extran- 
jero, cerca del cual tiene el mexicano acreditada una 
legación, con tal (pie el gobierno solicitante conceda 
tal permiso ú ofrezca concederlo, para el tránsito de 
reos que México tenga (pie conducir á través de su 
territorio, y (pie se obtenga ese permiso del gobier- 
no mexicano, antes de (pie el fugitivo entre con su 
guardián á la República. La conducción del reo á 
través del territorio nacional se hace con escolta 
mexicana, si así lo solicita el agente diplomático 
respectivo para mayor seguridad. Terminaremos 
diciendo (pie es regla del gobierno mexicano que 
todos los gastos (pie se eroguen en la detención, 
entrega y conducción del inculpado, inclusos los de 
pasajes de las escoltas mexicanas, son pagados por 
el gobierno requeriente 0). 

§ 2G0. — En ninguna de las Repúblicas centro- 
americanas existe una ley que reglamente el derecho 

(l) ti Corr. Dip, Mex., pp. 549, 550; Moore, § 503; Report on 

Extrtuiition, pp. i:n m 
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de extradición. Los casos que se han presentado 
respecto de la entrega de los criminales, se han regi- 
do por los principios generales que ya hemos exami- 
nado. Así sucedió en los recientes casos de Hahn y 
Arrióla en Guatemala, y de Francis H. Weeks en 
Costa, Rica á que hemos hecho referencia (§§ 48, 49). 
Es de notarse que en esas Repúblicas impera el sis- 
tema administrativo para el examen y resolución 
definitiva de los casos de extradición, que la deman- 
da se presenta por la vía diplomática, y que es la 
Secretaría de Relaciones Exteriores la que ordena el 
arresto provisional del reo, y finalmente decreta su 
entrega al gobierno requeriente ó le concede su 
libertad (i). 

§ 261. — Parece que en el Brasil no hay una ley 
especial relativa al derecho de extradición, pero sí 
existe una circular dirigida el 4 de febrero de 1887 
por el gobierno de ese país á sus legaciones y consu- 
lados, en que se enuncian las condiciones, en virtud 
de las cuales el Brasil, aún sin la existencia de un 
tratado, accederá á las demandas que le presenten 
naciones amigas para la extradición de criminales. 
Exígese según esa circular, que el delito que motive 
la extradición se haya cometido en el territorio del 
país requeriente, y que ese gobierno ofrezca ó esté 
dispuesto á la reciprocidad; debiendo ser el delito 
uno cuya frecuencia ó atrocidad pueda poner en 
peligro la moralidad ó seguridad de un pueblo, como 
el asesinato, el robo, la falsificación y otros. La 



(1) Véanse los casos citados y el de Gilberto Paniagua, 6 Corr. 
Dip. Mex., p. 694. 
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demanda debe hacerse por la vía diplomática, pre- 
sentándose pruebas que pudieran ser suficientes, 
según las leyes del Brasil, si el crimen se hubiere 
cometido dentro de su territorio, para justificar el 
arresto y juicio del reo. Si el acusado ha cometido 
crímenes en dos ó más países, y más de un gobierno 
pide su extradición, será entregado á aquel en cuyo 
territorio haya cometido el crimen más grave. No 
será entregado un ciudadano del Brasil, ni ningún 
reo político. Los gastos del arresto y entrega del 
reo deberán ser pagados por el gobierno recla- 
mante 0). 

§ 262. — La ley vigente en el Perú que reglamenta 
el derecho de extradición fue aprobada el 28 de octu- 
bre de 1888. Según esa ley, el Poder Ejecutivo po- 
drá entregar á los gobiernos de países extranjeros, 
con la condición de reciprocidad, á todo individuo 
acusado ó condenado por juzgados y tribuuales de la 
nación requeriente, siempre que se trate de delitos á 
que sean aplicables las penas de muerte, penitencia- 
ria, presidio, trabajos forzados ó prisión que no baje 
de dos años conforme á las leyes del Peni, y que se 
hubiesen cometido en el territorio ó aguas territo- 
riales del país requeriente, sus buques mercantes en 
alta mar y los de guerra, donde quiera que se encuen- 
tren. En ningún caso la extradición podrá conce- 
derse: 1? Cuando el individuo reclamado hubiese 
sido ciudadano peruano por nacimiento ó naturali- 
zación antes del hecho que motive la extradición; 
2? Cuando los delitos cometidos tuvieren, á juicio 

(1) Moore, § 463; Report on fixtraditúm, p, 85. 
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del gobierno, un carácter político, ó se hubieren 
perpetrado en conexión con ellos; 3? Cuando con 
arreglo á las leyes del Perú hubiese prescrito la 
acción por el delito que dá mérito á la demanda de 
extradición; y 4? Si el individuo reclamado fuese 
esclavo, la extradición no se concederá sino eu el 
caso de que la nación requeriente se comprometa á 
juzgarlo como hombre libre y considerarlo siempre 
como tal. Si dos ó más gobiernos solicitan la ex- 
tradición de un mismo reo, toca al del Perú decidir, 
según las circunstancias, á cuál de ellos debe ser 
entregado. En casos muy urgentes podrá decretar- 
se la detención provisional del reo, si el gobierno 
reclamante lo solicita por medio de comunicación 
telegráfica ó postal, debiendo cesar el arresto cuando 
en el término de tres meses, contados desde que se 
verificó no se formalice la demanda, de la manera 
que prescribe la ley. Dispónese también que el 
Gobierno podrá autorizar el tránsito por el territo- 
rio de la República de los reos extraídos por las 
naciones vecinas, siempre que ellos no fuesen ciu- 
dadanos peruanos, haciendo que las autoridades 
proporcionen los medios necesarios para impedir 
la evasión 0). 

§ 263. — Con referencia á la tramitación de los 
casos de extradición, la ley peruana de que tratamos 
es bien clara y explícita. La demanda podrá hacer- 
se directamente por los gobiernos por la vía diplo- 
mática, ó por cualquier funcionario suficientemente 

(1) "El Peruano," diario oficial del 25 de octubre de 1888; 
Moore, § 507; Report on Extradition, pp. 153-154. 
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autorizado, debiendo ir acompañada de: 1? La sen- 
tencia condenatoria ó principio de prueba que, según 
las leyes del país en qne se haya cometido el delito, 
sea bastante para justificar la captura y enjuicia- 
miento del reo; 2? Todos los datos necesarios para 
acreditar la identidad de la persona requerida, y 3? 
Una copia de las disposiciones legales de la nación 
requeriente, aplicables al hecho que motiva la soli- 
citud. Presentada la solicitud de extradición al 
Ministerio de Relaciones Exteriores la pasará á la 
Corte Suprema, la que, previa audiencia del Ministe- 
rio Fiscal, emitirá su informe sobre la legalidad ó 
ilegalidad de la reclamación, conforme á la ley pe- 
ruana. En virtud de dicho informe el Presidente 
de la República resolverá, con acuerdo del Consejo 
de Ministros, la demanda de extradición. Está 
prevenido también que cuando haya lugar á la extra- 
dición, los papeles y dianas objetos (pie tengan rela- 
ción con el delito v sus autores, se entregaran á la 
nación reclamante, bajo la condición de devolverlos, 
terminado que sea el juicio, si alguna persona alega- 
re derechos sobre ellos (1). 

§ 264. — La República Argentina es otro délos 
países sud-amerieanos en (pie el derecho de la extra- 
dición está bien reglamentado por ley. Las pres- 
cripciones legales á este respecto están comprendi- 
das en la Ley de Extradición, aprobada por el Congre- 
so Argentino el 21) de agosto de 1885, y en el capítulo 
I del Título V, Libro Cuarto del Código de Procedi- 



(1) Las mismas citas del inciso anterior. 
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mientos en lo Criminal de ese país, sancionado el 4 
de octubre de 1888. La segunda ley, en lo que se 
refiere á extradiciones solicitadas del gobierno ar- 
gentino por una nación extranjera, contiene pres- 
cripciones muy parecidas a las comprendidas en la 
expresada ley reglamentaria de 1885. Examinada 
ésta veremos que el gobierno argentino puede entre- 
gar á los gobiernos extranjeros, con la condición de 
reciprocidad, á todo individuo perseguido, acusada 
ó condenado por los tribunales de la potencia reque- 
riente, siempre que se trate de un delito de carácter 
común, que según las leyes de la República fuese 
castigado con pena corporal, no menor de un año de 
prisión. No se concederá la extradición : 1? Cuan- 
do el reclamado fuese un ciudadano argentino natu- 
ral, ó naturalizado antes del hecho que motive la 
solicitud de extradición; 2? Cuando los delitos 
cometidos tuviesen un carácter político, ó fuesen 
conexos con delitos políticos ; 3? Cuando los delito» 
hubiesen sido cometidos en territorio de la Repú- 
blica; 4? % Cuando los delitos, aunque cometidos fue- 
ra de la República, hubiesen sido perseguidos y juz- 
gados definitivamente en ella ; 5? Cuando con arre- 
glo á las leyes de la potencia requeriente la pena ó 
acción para perseguir el delito que motivase el pedi- 
do de extradición se encontrasen prescritos. Pero 
la ley también dispone que en los casos en que con 
arreglo á sus prescripciones el gobierno no deba 
entregar á los delincuentes solicitados, éstos deberán 
ser juzgados por los tribunales argentinos, aplicán- 
doseles las penas establecidas por las leyes á los 
crímenes ó delitos cometidos en el territorio nació- 
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nal ; y la sentencia ó resolución definitiva deberá 
comunicarse al gobierno requeriente (l). 

§ 265. — Respecto del procedimiento que debe 
seguirse en todo caso de extradición, las leyes argen- 
tinas ya citadas lo explican clara y detalladamente. 
Todo pedido de extradición deberá introducirse por 
la vía diplomática, acompañado de los siguientes 
documentos : 1? La sentencia de condenación noti- 
ficada según la forma prescrita por la legislación del 
país requeriente, si se tratase de un condenado, ó el 
mandato de prisión expedido por los tribunales com- 
petentes, con la designación exacta y la fecha del 
delito que la motivaren, si se tratase de un procesa- 
do. Estos documeutos se presentarán originales 
ó en copia autentica ; 2? Todos los datos y antece- 
dentes necesarios para justificar la identidad de la 
persona requerida; y 3? La copia de las disposicio- 
nes legales aplicables al hecho acusado según la 
legislación del país requeriente. La demanda de 
extradición es primeramente examinada por el Mi- 
nistro de Relaciones Exteriores, quien, si la encuen- 
tra debidamente presentada, y el caso dentro de las 
prescripciones de la ley, dará inmediatamente aviso 
al Ministro del Interior, á fin de que se verifique la 
captura del individuo reclamado, si ella no se hubie- 
se efectuado ya. El juez de la Sección en donde se 
encuentre el refugiado entonces le tomará decla- 
ración. En el juicio que luego se siga no será 



(1) Ley de Extradición, Buenos Aires, 1886; Código de Proce- 
dimientos en lo Criminal, Buenos Aires, 1893, pp. 129-134; Moore, 
§ 452; Report on Extradition, pp. 69-71. 
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permitido poner en cuestión la validez intrínseca de 
los documentos producidos por el gobierno reque- 
riente, debiendo ese juicio limitarse á los siguientes 
puntos: 1? Identidad de la persona; 2? Examen de 
las formas extrínsecas de los documentos presenta- 
dos; 3? Si el delito se encuentra comprendido en los 
casos en que procede la extradición ; 4? Si la pena 
aplicada pertenece á la categoría de las penas que 
por las leyes del país requeriente, correspondan al 
crimen ó delito en cuestión; 5? Si la acción penal ó 
la pena respectiva están prescritas, segúli las leyes 
de la nación requeriente; y 6? Si la sentencia ó el 
auto de prisión, en su caso, han sido expedidos por 
los tribunales competentes del país requeriente. Del 
fallo del Juez de la Sección hay derecho de apela- 
ción para la Corte Suprema, la cual resuelve breve 
y definitivamente el punto. Después el proceso 
original se pasa al Ministro de Relaciones Exterio- 
res, por intermedio del de Justicia, y esta resolución 
se trasmite en copia auténtica al representante del 
país requeriente (1). 

§ 266. — Las leyes argentinas igualmente permi- 
ten el arresto provisorio del reo, pudiendo hacerse 
el pedido correspondiente por medio del correo ó del 
telégrafo. También autorizan el tránsito por el 
territorio nacional de un individuo extraído, que no 
fuese ciudadano argentino, sin más requisito que la 
presentación por la vía diplomática de la sentencia 
condenatoria ó del mandato de prisión corespon- 
diente, con tal de que no se trate de un acusado por 

(1) Las mismas citas del § 264. 
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delitos políticos ó conexos con ellos, y que sea por 
un delito sujeto á extradición según la legislación 
argentina (i). 

§ 267. — Creemos que ningún gobierno latino- 
americano, aparte de los ya citados, haya reglamenta- 
do por ley el derecho de la extradición. Sin embar- 
go, en Colombia, Ecuador, Venezuela y otras de 
esas Repiiblicas se han presentado casos en que se 
ha discutido y adoptado la tramitación correspon- 
diente, de acuerdo con los principios generalmente 
enunciados por los publicistas europeos y por los 
gobiernos de las dianas naciones civilizadas. Como 
uno de los casos de extradición que más interés pre- 
senta, y que se puede estudiar, para así deducir los 
trámites que se siguen en virtud de las demandas 
de extradición en varios países hispano-americanos, 
citaremos el caso de Roberto Andrade á que ya he- 
mos hecho referencia ( § 41 ) (2). Basta por ahora 
agregar, que es muy posible que en época no muy 
lejana, la tramitación en materia de extradición 
quede bien reglamentada por ley en todas esas 
naciones. 



(1) Las mismas citas del § 264. 

(2) Informe del Ministro de Relaciones Exteriores de Colom- 
bia en 1888, p. !W; Informe del Ministro de lo Interior y Rela- 
ciones Exteriores del Ecuador en 1892, pp. 10,11; Memoria de 
Relaciones Exteriores del Perú en 1892, p. 51. 
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CAPÍTULO IV. 

OTKOS PAÍSES. 

§ 268.— Fuera de los países que ya hemos men- 
cionado, parece que no existe ningún otro, excep- 
tuando el Japón, en donde el derecho de la extradi- 
ción haya sido reglamentado por ley. Es verdad 
que en el Código Civil de Hawaii, Islas Sandwich, 
hay algunas disposiciones sobre la materia; pero 
allí simplemente se prescribe que puede ser arresta- 
do cualquier reo acusado de haber cometido un deli- 
to en algim país extranjero, y que el juez correspon- 
diente puede examinarlo y si le parece que las prue- 
bas son suficientes para apoyar la demanda, pasa el 
caso al Ministro do Relaciones Exteriores, quien 
ordena la entrega del reo al gobierno requeriente (!)• 
El gobierno chino no ha promulgado ninguna ley 
sobre el particular, y en verdad eso es casi innece- 
sario, porque allá en virtud del sistema extraterrito- 
rial un extranjero está sujeto á las leyes de su gobier- 
no, y se considera que cualquier reo fugitivo puede 
ser arrestado en territorio chino por las autoridades 
de su propio país ,(2). 

§ 269. — En el Japón como acabamos de indicar, 
sí existe una ley reglamentaria para la extradición. 
Según esa ley se permite la entrega de los ciudada- 
nos japoneses bajo estas retricciones : si el tratado 
de extradición entre el Imperio y el país requeriente 
dispone la entrega mutua de sus respectivos ciuda- 

(1) Moore, § 483; Hawley, p. 134; Beport on Extradition, p. 120. 

(2) Moore, § 404; Report on Extradition, p. 85. 
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danos ó siíbditos, ó si el tratado do extradición pres- 
cribe que puede hacerse la entrega de ciudadanos ó 
subditos, y el país requeriente indica la disposición 
en que se encuentra de entregar sus subditos ó ciu- 
dadanos recíprocamente en igualdad de circunstan- 
cias. No se permite la extradición de los reos polí- 
ticos. El arresto provisional del reo puedo verifi- 
carse, y permítese el tránsito por el territorio nacio- 
nal de un acusado cuya extradición haya sido con- 
cedida por un país extranjero, bajo la promesa de la 
reciprocidad 0). 

§ 270. — Esa ley del Japón á que hemos hecho 
referencia marca clara y distintamente el procedi- 
miento que se debe seguir en todo caso de extradi- 
ción. La demanda debe ir acompañada en caso do 
\m reo acusado : (a) De una copia auténtica del auto 
de prisión que haya emitido un funcionario debida- 
mente autorizado del país en que se haya cometido 
el delito ; y (b) De copias auténticas de las deposi- 
ciones ó informes que motivaron el auto de arresto. 
En caso de un reo ya convicto, irá junto con la 
demanda una copia auténtica del fallo ó decreto del 
tribunal en que hubiera sido declarado culpable. 
Luego que el Ministro de Negocios Extranjeros 
recibe la demanda, si la considera bien fundada, la 
trasmite con sus anexos al Ministro de Justicia. 
Este, si también la estima presentada en debida for- 
ma, la pasa al Ministerio Público del lugar en donde 
se crea que se encuentre el criminal. Arrestado el 



(1) Moore, § 488; Hawloy, pp. 154-159; ltoport on Extradi- 
tion, pp. 125-129. 
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reo, en virtud de auto expedido por el Ministerio Pú- 
blico, ó antes hí hubiera habido arresto provisional, 
se procede á su juieio, informando del resultado ai 
Ministro de Justicia, quien decretará la entrega, 
solamente: 1? En easo de una persona aeusada de 
un delito que pueda motivar su extradición, si las 
pruebas de su criminalidad le parecen suficientes, 
según las leyes del Japón, para justificar el que 
fuese encausado, si el delito de que se le acusa hu- 
biese sido cometido en el Japón; 2? En easo de un 
individuo convierto, si considera que ha sido declara- 
do culpable por un tribunal competente. Cuando 
el reo ha sido puesto en libertad, ó cuando se ha 
expedido la orden para su entrega, el Ministro de 
Justicia debo devolver al Ministro de Negocios Ex- 
tranjeros la demanda de extradición con sus docu- 
mentos anexos, junto con un informe de sus proce- 
dimientos, y de las razones en que se apoyó para 
llevarlos a efecto dj. 

\> 271. Innecesario nos parece decir que, salvo 
los casos excepcionales de que antes hemos hecho 
mérito, las colonias ó posesiones de los gobiernos* 
europeos, so rigen respecto de la extradición, por las 
layo» y principios que imperan en la madre patria. 

§ 272. — Terminado el somero examen que hemos 
hecho de las leyes y reglamentación que so han 
adoptado en los diversos países del mundo civilizado 
con referencia al derecho do la extradición, réstanos 
decir que esas leyes y tales reglamentos, junto 
con las prescripciones de los diferentes trata- 

(1; LttH iuíhiiuih ni tan del $ 2(59, 
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dos vigentes y los principios enunciados por los 
publicistas modernos, han llegado á formar un sis- 
tema de legislación internacional bien definido y 
que en lo general es debidamente aceptado y 
respetado. 
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18(51. I-iAS KATincACIONKS IVKUOX «'AX.IKADAS KX 

Mkxico K\. 20 1)K .MAYO l>K 18(52. 



Los Kstndos Cuidos Mexicanos v los Kstndos Cuidos do Amé- 
rica, habiendo juzgado conveniente para la mejor adminis- 
tración de justicia y para evitar crímenes dentro de sus respec- 
tivos territorios y jurisdicciones, que las personas acusadas de 
los crímenes que se enumeran en seguida, siendo fugitivas de la 
justicia, sean ha jo ciertas circunstancias recíprocamente entrega- 
das, han determinado celebrar un Tratado con tal objeto, y han 
nombrado como sus respectivos Plenipotenciarios, á saber: 

O» Km probable que este tintado sea reformado próximamente. Ahí so 
puedo deducir de las siguientes frases que contiene el discurso leído por el 
Menor Presidente de México, (¡cutral Porfirio Díaz, ante el Congreso, el día 
10 ile septiembre de ISUfi: 

''Tiempo hace que el Kjecutivo, pulsando las dificultades a* que da lugar 
el tratado de extradición de criminales celebrado en lStíl entre Méxicoylos 
listados l'nidos, lia promovido su reforma. Los principales obstáculos 
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El Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, á Sebastián 
Lerdo de Tejada, ciudadano de los mismos Estados y Diputado 
al Congreso de la Unión; y 

El Presidente de los Estados Unidos de América, á Thomas 
Corwin, ciudadano de los Estados Unidos v su Enviado Extraor- 
dinario y Ministro Plenipotenciario cerca del Gobierno Mexi- 
cano, ' 

Quienes, después de haberse comunicado recíprocamente sus 
respectivos plenos poderes, hallándolos en buena y debida forma, 
han convenido en los artículos siguientes: 

Artículo IV — Convienen las partes contratantes en que, ha- 
ciéndose la requisición en su nombre, por medio de sus agentes 
diplomáticos respectivos, entregarán á la justicia las personas 
acusadas de los crímenes enumerados en el artículo tercero de 
este Tratado, cometidos dentro de la jurisdicción de la parte de- 
mandante, y que hayan buscado asilo ó se encuentren dentro de 
los territorios de la otra. 

Bien entendido, que esto sólo tendrá lugar cuando el hecho de 
la perpetración del crimen se evidencie de tal manera, que, según 
las leyes del país donde se encuentren las personas fugitivas ó 
acusadas, serían legítimamente arrestadas y enjuiciadas si en él 
se hubiese cometido el crimen. 

Artículo 2 o — En el caso de crímenes cometidos en los Esta- 
dos ó Territorios fronterizos de las dos partes contratantes, po- 
drá hacerse la requisición por medio de los agentes diplomáticos 



para la realización, en muchos casos, de las miras con que se ajustó ese 
convenio, consisten en haberse dejado al arbitrio de cada una de las altas 
partes contratantes, la entrega de sus nacionales respectivos ; en la exclusión 
que el Senado de los Estados Unidos hizo de los delitos contra la propiedad 
de personas ó instituciones de carácter privado, cometido por sus depen- 
dientes y que naturalmente ocurren con más frecuencia en la nación vecina ; 
por último, en la necesidad á que se nos sujeta de seguir costosos y compli- 
cados recursos judiciales que retardan el cumplimiento del tratado y no 
pocas veces lo hacen nugatorio. Tales tropiezos han llamado respectiva- 
mente la atención en ambas Repúblicas, sobre todo, con motivo de casos 
recientes. Para allanarlos, la Secretaría de Relaciones Exteriores ha indi- 
cado al Gobierno de los Estados Unidos, por conducto de su Legación en 
México, la conveniencia de reformar el tratado." 
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respectivos, ó por medio do la principal autoridad oivil do Ion 
mismos listados ó Territorios, ó por medio do la principal auto- 
ridad oivil ó judicial de los distrito8 ó partidos de los limites de 
la frontera» que para ese objeto pueda estar debidamente autori- 
zada por la principal autoridad civil de los mismos Kstados ó Te- 
rritorios fronterizos, ó, cuando por alguna causa esté suspensa la 
autoridad civil del Kstado ó Territorio, por medio del jefe supe- 
rior militar que mande el mismo Kstado ó Territorio. (1). 

AirrliTiiO ¡l" Serán entregadas con arreglo A lo dispuesto en 
<>sto Tratado, las personas acusadas como principales, auxiliares 
ó cómplices de algunos de los crímenes siguientes, á saber: el ho- 
micidio voluntario, incluyendo el asesinato, el parricidio, el in- 
fanticidio v el envenenamiento: el asalto con intención de come- 
ter homicidio: la mutilación: la piratería: el incendio: el rapto: el 
plagio, definiéndolo el aprehender y llevar consigo {\ una perso- 
na libre por fuerza ó engaño: la falsificación, incluyendo el ha- 
cer, ó forjar, ó introducir A sabiendas, ó poner en circulación mo- 
neda falsa, ó billetes de banco, ú otro papel corriente como mo- 
neda, con intención de defraudar A alguna persona ó personas: la 
introducción ó fabricación tío instrumentos para hacer moneda 
falsa ó billetes de banco, ú otro papel corriente como moneda: la 
apropiación ó peculado de caudales públicos, ó la apropiación he- 
cha por alguna persona ó personas empleadas ó asalariadas, con 
perjuicio de sus principales: el robo, definiéndolo el tomar de la 
persona de otro con fuerza é intención criminal, efectos ó mono- 

. U Kn una circular que expidióla Secretaría ilo Relaciones KxtcrioroH 
<lo México, el 17 tío abril do lSWt.no dispene lo siguiente: "Siendocl Kjeou- 
tivo do la Unión el poder it quien privativamente correspondo dirigir las 
relaciones internacionales y cuidar del cumplimiento \W los tratados, so lia 
doelarado ya en otras ocasiones que las autoridades y funcionarios públicos, 
ti quienes se concede por el artículo -°. del tratado tío extradición con los 
Kstados Tuidos de América, pedir la de los criminales en los cutos allí de- 
terminados, son, en el ejercicio de esta atribución, agentes del líobiorno 
ttcncrnl. Por tanto, siempre que ellos la soliciten ó les sea pedida, duran 
inmediatamente ti esta Secretaría conocimiento del caso, con todas las cir- 
cunstancias que sean de tomarse en consideración, y sopuirtlti informando 
sin .lomera de toda ocurrencia que en Manida pudiera influir en el cumpli- 
miento del tratado, así como del resultado final." 
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da de cualquiera valor, por medio do violencia ó intimidación; el 
allanamiento, entendiéndose por esto el descerrajar ó forzar ó in- 
troducirse 4 la cami de otro con intención criminal; y el crimen 
de abigeato ó ratería de efectos y bienes mueblen del valor de 
veinticinco pesos, ó más, cuando este crimen se cometa dentro de 
los Kstndos ó Territorios fronterizos de las partes contratan- 
tes (1). 

AwvivviéO 4? I'or parte de cada país, la extradición de los fu- 
gitivos de la justicia sólo se podrá hacer por orden del Kjoeutivo 
del mismo, excepto el caso de crímenes cometidos dentro de los 
límites de los Mstados ó Territorios fronterizos, en cuyo último 
caso, la extradición se podrá ordenar por la principal autoridad 
civil de ellos, ó por la principal autoridad civil ó judicial de los 
distritos ó partidos de los límites de la frontera, que para ese- ob- 
jeto pueda estar debidamente autorizada por la principal autori- 
dad civil de los mismos Kstados ó Territorios, ó, cuando por al- 
guna causa está suspensa la autoridad civil del listado ó Territo- 
rio, se podrá ordenar la extradición por el jefe superior militar 
que mande el mismo Estado ó Territorio. 

Aktíítlo 5° Todos los gastos de la detención y extradición, 
ejecutados en virtud de las disposiciones precedentes, serán ero- 
gados y pagados por el Gobierno, ó la. autoridad del Kstado ó 
Territorio fronterizo, en cuyo nombre haya sido hecha la requi- 



sición. 



AktííTLo (IV Las disposiciones del presente Tratado de nin- 
gún modo se aplicarán á los crímenes ó delitos de un carácter 
puramente político; tampoco comprenden la devolución de los 
esclavos fugitivos, ni la entrega de los criminales que hayan te- 
nido la condición de esclavos cu el lugar en donde se cometió el 
delito, al tiempo de cometerlo, estando esto expresamente prohi- 
bido por la Constitución de México: tampoco se aplicarán de nin- 
gún modo las disposiciones del presente Tratado á los crímenes 

M) Kl Senado <Ih los Kslados (laidos aprobó este tratado con la única en- 
mienda de suprimir en este artículo tercero Ihh palabras "6 la apropiación 
hecha por alguna persona 6 personan empleadas 6 asalariadas, con perjui- 
cio de sus principales." Khii modificación fue* admitida por el (¡obiernu 
mexicano. 
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enumerados en el articulo tercero, cometidos antes de la fecha 
del eanje de hu* ratificaciones del mismo. 

Ninguna de las partes contratantes queda obligada por las es- 
tipulaciones de este Tratado a hacer la extradición de sus pro- 
pios ciudadanos. \ \ k 

AuTion.o 7° Kste Tratado continuará en vigor hasta que sea 
abrogado por las partes contratantes, ó por una de ellas; pero no 
podrá ser abrogado sino por mutuo consentimiento, á menos que 
la parte que desee abrogarlo de aviso á la otra con doce meses de 
anticipación. 

Artuti.o S°— Kl presente Tratado será ratificado con arreglo 
á las Constituciones de los dos países, y las ratificaciones se can- 
jearán en la ciudad de México, dentro de seis meses de esta fecha, 
ó antes, si fuere posible. 

Kn testimonio de lo cual, nosotros, los Plenipotenciarios de los 

Kstados Tnidos Mexicanos v de los Kstados Cuidos de América, 

» 

hemos firmado y sellado el pivseute. 

Hecho en la ciudad de México el dia once de diciembre del ano 
de nuestro Señor mil ochocientos sesenta y uno; el cuadragési- 
mo primero de la Independencia de los Kstados Cuidos Mexica- 
nos, v el octogésimo sexto de la de los Kstados Cuidos de Amé- 
rica. 

Sl'.UANTlAN l.KKOO OK Tk.IAIW v L. S. \ 
TllOMAS COKWIN v l„ S.^ 



(I * Ton tocha IS de enero tic 1802. la Secretaría do Relaciones Kxteriores 
de México expidió una circular, en ijuo se proscribe lo siguiente: **Aitn 
cuando una ^versona. nv lama da j>or ahsrin agento do extradición do ios Ks- 
tados Tnidos do Amonoa. diji* tenor la nacionalidad mexicana al tiempo del 
reinen miento, deberá ser detenida bajo secura custodia á disposición de esta 
Secretaria; poro no podrá ser entregada sino por acuerdo expreso del Pre- 
sidente do la República, comunicado por este Ministerio, Kntrctanto, la 
autoridad requerida instruirá expediento por si sola, ó hará que so instruya, 
en su ca<o, j>or la autoridad jj.tdicial competente, en averiguación do la na- 
cionalidad aleada por el pregunto roo. Peí rebultado dará cuenta á esta 
Secretaria, onviándolo la* diligencias practicada* para la resolución que 
corres i>on da 
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ITALIA (i). 



Este tratado se firmó en México el 17 de diciembre de 
1870. — Las ratificaciones fueron canjeadas en México 

el 30 de abril de 1874. 



Los Estados Unidos Mexicanos, de una parte y, de la otra, 
Su Majestad el Rey de Italia, deseando favorecer del mejor 
modo la administración de justicia, y evitar crímenes dentro de 
sus respectivos territorios, han determinado celebrar un Tratado 
de extradición de criminales. 

Con tal fin, han nombrado sus respectivos Plenipotenciarios 
á saber: 

El Presidente de los Estados Unidos Mexicanos á Sebastián 
Lerdo de Tejada, Ministro de Relaciones Exteriores; y 

Su Majestad, el Rey de Italia, á su Cónsul general. Cario Catta- 
neo, Encargado de Negocios en México. 

Quienes, después de haberse comunicado sus plenos poderes, 
han convenido en los artículos siguientes: 

Artículo I. — Convienen los Estados • contratantes en que 
cuando se haga la requisición en nombre de uno de ellos, se 



(1) Fioreen su obra [ § 247 ] refiriéndose á esta convención dice: <4 Este 
tratado tiene un punto notable, y es que las partes contratantes convinie- 
ron en que no podrán entregarse sino los individuos en estado de acusación 
[acusati], y esto se hizo á fin de respetar los principios especiales de dere- 
cho público vigente en México. El Gobierno italiano reclama, además, 
la extradición de los sentenciados por contumacia, porque puede conside- 
rárseles como en estado de acusación, no siendo definitiva la sentencia 
sino después de la prescripción de la pena. Las piezas sobre las que debe 
estar fundada la demanda son además d^l mandamiento de remisión v la 
orden de prisión, las informaciones ó documentos que sirvan de base á la 
acusación. Sin embargo, según los términos de una declaración oficial del 
Gobierno mexicano, las informaciones y documentos requeridos consisten- 
tes en las copias de las deposiciones de testigos [escogiendo las más impor- 
tantes] las denuncias y las diligencias de los funcionarios de policía judi- 
cial de que resulten las pruebas más decisivas. A estos documentos se 
añaden las partidas de nacimiento." 
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ordenará por el otro que sean entregadas á la justicia, las perso- 
nas que hayan buscado asilo ó se encuentren dentro de su territo- 
rio y que sean acusadas de haber cometido dentro de la jurisdic- 
ción del Estado requeriente, alguno ó algunos de los crímenes 
enumerados en el articulo siguiente. 

Artículo II.- -Serán entregados con arreglo á Indispuesto 
en este Tratado, las personas acusadas como reos principales, 
auxiliares ó cómplices, de alguno ó algunos de los crímenes 
siguientes, á saber: el homicidio voluntario, el asesinato, el 
parricidio, el infanticidio y el envenenamiento: la mutilación, el 
rapto con violencia, el plagio de una ó más personas por fuerza ó 
engaño, la piratería, el incendio, la apropiación ó peculado de 
caudales públicos; y la falsificación de moneda, papel moneda, 
vales públicos, billetes de banco, letras de cambio, ó instrumen- 
tos públicos. 

Artículo III. - La requisición para la entrega de los crimi- 
nales, solo .se podrá presentar en nombre de cada uno de los 
Estados contratantes, por medio de los agentes diplomáticos 
respectivos; y la extradición por parte de cada país solo se podrá 
ordenar por la suprema autoridad ejecutiva del mismo. 

Artículo IV. — Solamente tendrá luirar la extradición cuando 
el hecho de la perpetración del crimen esté probad*» de tal mane- 
ra, «pie, según las leyes del país donde se encuentren las personas 
acusadas, serían legítimamente arrestadas y enjuiciadas si el 
crimen se hubiese cometido dentro de su jurisdicción. 

Artículo V. — Para apoyar la demanda de extradición, se 
deberán presentar: la orden de autoridad competente para la 
aprehensión de los individuos acusados; la indicación de la natu- 
raleza v srra vedad de los hechos, v la constancia de las informa- 
eiones ó documentos en que se funde la acusación. 

Todos los gastos de la detención v extradición serán paira- 
dos por el gobierno en cuvo nombre se ha va hecho la de- 
manda. 

Artutio VI. -La extradición no podrá tener lugar: 

1° Si los acusados son nacionales del país en donde se encuen- 
tren y á cuyo gobierno se pida la extradición. 

2° Por delitos políticos. 
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Bien entendido, que en el caso de haberse concedido la extra- 
dición por alguno de los delitos enumerados en el artículo segun- 
do, no se podrá procesar ni castigar á los acusados, por razón de 
delitos políticos, ya sean inconexos ó conexos con los crímenes 
porque se hubiese concedido la extradición. 

Artículo VII. — Cuando se haya concedido la extradición, 
no se podrá procesar á los acusados por crímenes diversos de 
los que hubieren sido motivo para concederla; y si pendiente 
el proceso, se imputaren á los acusados otros de los crímenes 
enumerados en el artículo segundo, será necesario pedir nueva 
extradición al gobierno que concedió la primera, y, sin obtenerla, 
no se podrá iniciar un nuevo procedimiento, ni se podrá prolon- 
gar la detención de los acusados, por ningún tiempo después que 
hayan sido absueltos ó hayan cumplido la sentencia del pri- 
mer cargo. 

Artículo VIII. — Las disposiciones de este Tratado no podrán 
aplicarse de ningún modo á los crímenes enumerados en el artícu- 
lo segundo, cometidos antes de la fecha del canje de las ratifica- 
ciones del mismo. 

Artículo IX. — El presente tratado continuará en vigor mien- 
tras no sea abrogado por los dos Gobiernos de los Estados con- 
tratantes, ó por uno de ellos: mas para que sea abrogado por uno 
solo, deberá éste dar aviso al otro Gobierno con doce meses de 
anticipación. 

Artículo X. — El presente Tratado será ratificado con arreglo 
á la Constitución de cada uno de los dos países, y las ratificaciones 
serán canjeadas en la ciudad de México, dentro del término de 
un año, ó antes, si fuere posible. 

En fe de lo cual, los Plenipotenciarios firman el presente Tra- 
tado, y lo sellan con sus sellos respectivos. 

Hecho en dos originales, en la ciudad de México, el día diez y 
siete de Diciembre del año mil ochocientos setenta. 

Sebastián Lerdo de Tejada (L. S.) 
Carlo Cattaneo. (L. S.) 
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BÉLUIl A. 



KSTK TRATADO SK FIRMÓ KN MkxU'O KL 12 DK MAYO 

DK ISS1. LAS RATIKICACIOXKS FIKRON CANJEADAS 

KN MKXICO Kt, V\ DK MARZO DK 1SS¿. 



Su Excelencia el Presidente de los Estados Unidos Mexicanos 
v Su Majestad el Rey de los Helias, hal acudo convenido en 
arreglar por medio de una Con vención la extradición de crimi- 
nales, han nombrado á este efecto mis Plenipotenciarios, 
á saber: ♦ 

Su Excelencia el Presidente de los Kstados Unidos Mexicanos 
al Señor Ignacio Mariscal, Secretario de Estado y del Despacho 

de Relaciones Exteriores, v 

« 

Su Majestad el Rey tic los Helara* al Señor •lorjrc Xeyt. su 
Ministro Residente en México; los cuales, después de haberse 
comunicado mutuamente sus plenos poderes y encontrándolos 
cu buena v debida forma, han convenido en los artículos si- 
unientes: 

Aimrrno 1. Kl tiohierno Mexicano y el (iobiernode Hél^iea, 
se comprometen á entregarse reciproca men te, por petición que 
uno di' los tíos gobiernos dirija al otro, con la única excepción de 
sus nacionales, los individuos perseguidos ó condenados por las 
autoridades competentes de aquel de los dos países en donde 
la infracción se haya cometido, como autores ó cómplices de 
los crímenes v delitos enumerados en el articulo secundo de esta 
Convención, y que se encuentren en el territorio de uno ú otro de 
los dos Estados contratantes. Sin embarco, cuando el crimen ó 
delito que dé luirar á la demanda de extradición, hubiere sido 
cometido fuera del territorio de las «los partes contratantes, se 
podrá dar curso á esta demanda, si la legislación del país reque- 
rido autoriza la persecución di* las mismas infracciones cometi- 
das fuera de su territorio. 

Articu.o II. — Los crímenes y delitos previstos por el articulo 
precedente, son : 
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1. Asesinato. 

2. Envenenamiento. 
H. Parricidio. 

4. Infanticidio. 
i3. Homicidio. 

6. Violación y estupro. 

7. Incendio voluntario. 

8. Alteración ó falsificación de documentos de crédito público, 
ó de billetes de banco, títulos públicos ó privados; emitir y poner 
en circulación estos documentos, billetes ó títulos contrahechos ó 
falsificados; falsificación en manuscrito ó en despachos telegrá- 
ficos, y uso de estos despachos, documentos de crédito, billetes ó 
títulos contrahechos, fabricados ó falsificados. 

9. Hacer moneda falsa, comprendiendo la contrahecha y la 
alterada; emitir y poner en circulación moneda contrahecha ó 
alterada, como también los fraudes en la elección de muestras 
para la comprobación de la ley y peso de las monedas. 

10. Falso testimonio y declaraciones falsas de peritos ó 
intérpretes. 

1 1. Atentado á la libertad individual y á la inviolabilidad del 
domicilio cometido por particulares. 

12. Robo, extorsión, estafa, concusión, malversaciones cometi- 
das por funcionarios públicos. 

V\. Bancarrotas fraudulentas v fraudes cometidos en las 
quiebras. 

14. Asociación de malhechores. 

15. Amenazas de atentado punible por las leyes del orden 
criminal, contra las personas y las propiedades; ofertas ó pro- 
puestas de cometer un crimen ó de tomar en él participio, ó acep- 
tación de dichas ofertas ó propuestas. 

16. Aborto. 

17. Bigamia. 

18. Secuestro, receptación, supresión, sustitución ó suposición 
ile infante. 

19. Exposición ó abandono de infante. 

20. Secuestro de menores. 

21. Atentado al pudor, cometido con violencia. 
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22, Atontado al pudor, cometido sin violencia, en la persona ó 
con ayuda do la persona de un niño tío uno ú otro sexo de monos 
de catorce anos do edad, 

2rt. Atontado á las costumbres, excitando, faoilitando ó favore- 
oiondo habitualmonte, para la satisfacción do pasiones a joñas, ol 
lil>ertinaje ó la corrupción do inonoros do uno ú otro sexo. 

24. Golpes v horidas voluntarias con premeditación, ó habiendo 
ocasionado, ya soa la muerto ó alguna onforniodad que parezca 
incurable, ó una incapacidad permanente do trabajo |torsonal. ó 
siendo seguidos do íuntilaoión grave, amputación ó priYaoión del 
uso do algún miembro, ceguera ó pérdida del uso eoiuploto de un 
órgano. 

2.">. Abuso do eon fianza y enfilo. 

2(>. Soborno de testigos, de peritos ó de intérpretes. 

27. Perjurio. 

25. Altoraoióit ó falsificación k\< x sollos, timbres, punzones y 
maivas; uso de sellos, timbres, punzones, eupones do trasporte, 
sellos do oorreos y malvas oontrahoehos y falsificados, v uso 
perjudieial de verdaderos sellos, timbres, punzones, eupones de 
trasporto, sellos de oorroo y maivas, 

29. Corrupoión do funcionarios públicos. 

00. Destrucción de una YÍa fériva. en torpoei miento á la circu- 
lación do los trenes, teniendo por objeto el ocasionar, ya sea la 
muerte, ó bien heridas á los YÍa joros. 

01. Destrucción de construcciones, de máquinas de vapor ó d\} 
aparatos telegráficos. 

02. Destrucción ó deterioración de sepulcros, de monumentos, 
de objetos de arte, do títulos, documentos, registros, y otros 
papeles. 

oo. Destrucción, deterioro ó detrimento tío efectos, mercancías 
ú otras propiedades muebles. 

o4. Destrucción ó dcYast ación de cosechas, plantíos, árboles 
ó ingertos. 

iló. Destrucción do instrumentos de agricultura, v destrucción 
ó envenenamiento de ganado ú otros animales. 

ot». Oposición á que st* hagan ó ejecuten trabajos públicos. 
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37 Baratería y piratería, constituyéndola aun la toma de un 
buque por personas pertenecientes á su tripulación, por medio 
de fraude ó violencia contra el capitán ó contra quien lo sustitu- 
ya; abandono del buque por el capitán, fuera de los casos previs- 
tos por la ley. 

38. Ataque ó resistencia de la tripulación de un buque, con 
violencia y vías de hecho contra el capitán, por más de un tercio 
de la tripulación; negativa á obedecer las órdenes del capitán ú 
oficial de á bordo, para la salvación del buque ó del cargamento, 
con golpes y heridas; complot contra la seguridad, la libertad ó 
la autoridad del capitán. 

39. Receptación de objetos adquiridos con ayuda de uno de los 
crímenes ó delitos previstos en la presente Convención (1). 

Quedan comprendidas en las calificaciones precedentes las 
tentativas punibles según la legislación de los dos países contra- 
tantes. En todos los casos, los hechos por los cuales la extradi- 
ción se pida, deben tener impuesta una pena cuyo máxinmn no 
baje de un año, y la extradición no podrá tener lugar sino cuan- 
do el hecho semejante sea punible según la legislación del país 
á quien se dirija la demanda. 

Artículo III. — La demanda de extradición deberá siempre 
hacerse por la vía diplomática. 

Artículo IV. — La extradición será concedida mediante la 
presentación, ya sea del origínalo de una copia auténtica del fallo 
6 sentencia condenatoria, ya sea del mandamiento de prisión ó de 
cualquiera otra orden (pie tenga la misma fuerza, siempre (pie 
contenga la indicación precisa del hecho por el cual haya sido 
dictada. Estos documentos irán acompañados de una copia del 
texto de la ley aplicable al hecho imputado, y, si fuere posible, 
de la filiación del individuo reclamado. 

Artículo V. — En caso de urgencia, la prisión provisional se 
efectuará con el aviso, trasmitido por el correo ó por el telégrafo, 
de la existencia de una orden de prisión, á condición, sin embar- 



(1) Esta lista de crímenes y delitos que pueden motivar la extradición 
concuerda con la enumeración consignada en la ley belga sobre la extradi- 
ción, á que hicimos referencia en el § 234 de esta obra. 



TKATAOO KNTKK MKXU'O Y HKUm'A \\)\ 

go. do que este «viso sea «bulo en debida forma por la vía diplo- 
mática til Ministro de Negocios Kxtranjeros del pais requerido. 
L« prisión provisional tendrá lugar en la forma y según las reglas 
establéenlas por la legislación del (iobierno requerido; y cesará 
«le tener eftvto si en el trasenrso ib» tros meses, contados desde el 
momento en que se baya efectuado, no se diere al ineulpado eo- 
noeimiento de uno de los doeumentos referidos en el artieulo 
euarto de la presento Convención. 

Ahtutu) VI. La extradieión no tendrá lugar euamlo se 
pWa a eansa de una infracción por la o nal el individuo reclama - 
do baya sido condenado, deelarado inoeente ó absueltoeu el país 
del i iobierno requerido. 

Si el individuo so baila perseguido ó eomleuado en el pais en 
donde fuere eneon titulo, su extradieión podrá ser diferida basta 
«I no se baya abandonado su persecución, que sea deebutulo ino- 
oonto ó absuclto, ó basta el tiempo en que se baya extinguido 
su condona. 

Kn el easo de que sea perseguido ó detenido en el mismo pais 
por ra/.ón tío obligaoionos que baya eont raido báeia partioulares. 
su extradieión tendrá lugar, sin embargo, dejando á salvo los 
deroebos de la parte agraviada, para baoorlos valor ante la auto- 
dad eompotento. 

AKTim.o Vil. ("liando un mismo individuo sea simultánea- 
mente roolamado por varios Kstados. el Kstado requerido queda 
en libertad para deoidir á «pie pais ba do entregarlo. 

AKTUTt.o VIH. Las disposiciones déla presento Convención 
do ninguna manera son aplieables á las personas eulpables de 
algún erimeii ó delito político, ó que tenga eouexión oon seme- 
jante crimen ó delito. La persona que baya sido entregada por 
uno do los eritnones ó delitos eomunos mencionados en el artieulo 
segundo, no puedo, por consiguiente, en uiturúii easo, ser oas- 
tigada ni perseguida en el Kstado á quien la extradición baya 
sido acordada, en razón do un oriiuou ó delito politieo eometido 
por olla antes do la extradieión. ni en ra/.ón di x un boebo oonexo 
oon semejante orimen ó delito, a menos que dieba persona 
baya tenido libertad para salir de nuevo del pais durante tros 
meses después de babor sido ju/gada y. en easo do eondenaeión 
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después de haber sufrido su condena, ó de haber sido 
indultada. 

No será reputado delito político, ni hecho conexo con delito 
semejante, el atentado contra la persona del jefe de un Estado 
. extranjero, ó contra uno de los miembros de su familia, cuando 
este atentado constituya el hecho, ya sea de homicidio, de asesi- 
nato ó de envenenamiento. 

Artículo IX. -El individuo entregado no podrá ser persegui- 
do ni castigado en el país al cual se ha concedido la extradición, 
ni entregado á un tercero, por un crimen ó delito cualquiera no 
previsto en la Convención presente y anterior á la extradición, 
á menos que haya tenido, en uno y otro caso, la libertad de salir 
de nuevo del país sosodicho, durante tres meses después de haber 
sido juzgado, y, en caso de condenación, después de haber sufri- 
do su pena, ó de haber sido indultado. 

No podrá tampoco ser perseguido ni castigado por razón de un 
crimen ó delito previsto en la Convención actual y anterior á la 
extradición, pero distinto del (pie haya motivado esta última, á 
no ser con consentimiento del Gobierno que la haya concedi- 
do, el cual podrá, si lo juzga conveniente, exigir la presentación 
de uno de los documentos mencionados en el artículo cuarto de 
la presente Convención. El consentimiento de este Gobierno se 
requerirá igualmente para permitir la extradición del inculpado 
á un tercer país. Sin embargo, dicho consentimiento no será 
necesario cuando el inculpado haya pedido espontáneamente ser 
juzgado ó sufrir su condena, ó cuando no haya salido, en el plazo 
fijado antes, del territorio del país á que ha sido entregado. 

Artículo X.- La extradición podrá rehusarse si ha prescrito 
la pena ó la acción, conforme á las leyes del país donde el acu- 
sado se encuentre, á contar desde la fecha de los hechos imputa- 
dos, ó desde su persecución ó condena. 

Artículo XI. — Cuando haya- lugar á la extradición, todos los 
objetos aprehendidos (pie puedan servir para probar el crimen 
ó delito, así como los objetos procedentes de robo, serán, según 
la apreciación de la autoridad competente, entregados á la poten- 
cia reclamante, ya sea que la extradición pueda efectuarse, habien- 
do sido el acusado preso, ya sea que no se haya podido efectuar, 
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porque el acusado culpable se lia va **vatlitlo de nuevo ó hubiere 
fulléenlo. Ksta entrega eoi aprenderá también todos los objetos 
que el anisado haya oeultado ó depositado en t*l país y que se 
deseubran ulteriormente. 

Quedarán, no obstante, á salvo los dereehos de tereero, no im- 
plieado en la persecución, que hayan podido adquirirse sobre los 
objetos iudieados en el presente artíeulo. 

ARTUTI.O Xll, — Los gastos ocasionados por la aprehensión, 
la detención, la custodia, los alimentos y el trasporte del 

individuo euva extradieión se hava coneedido, asi eomo el 

» » 

trasporte de los objetos meueionados en el articulo prece- 
dente, se harán por euenta del (¡obierno que solieite la extra- 
dieión. 

AltTli TU» XIII. Queda formalmente estipulado que la extra- 
dieión por via de tránsito por los territorios respectivos de los 
Kstndos contratantes, de un individuo (pie no pertenezca al pais 
por donde transita, será concedida mediante la simple presenta- 
ción del original ó de eopia auténtica tic una de las constancias 
proeesales mencionadas, según los casos, en el articulo cuarto 
arriba citado, siempre que el hecho que sirva de base á 
la extradición, esté comprendido en la Convención presen- 
te, y no incluso en las disposiciones de los artículos octavo 

v déeimo. 

« 

ArtiViko XIV. Cuando en la prosecución de un negocio 
penal, no politieo, uno de los Gobiernos juzgue necesaria la 
audieneia de testigos que se encuentren en el otro Ksta do, se 
enviará un exhorto, al eteeto, por la via diplomática, y se le dará 
eurso por las autoridades competentes, observando las leyes de! 
país donde se practique la audiencia de los testigos. Ambos 
Gobiernos renuncian á toda reclamaeión que tenga por objeto la 
restitueión de los gastos que resulten de la cumplimentaeióu de 
los exhortos, á menos que se trate del examen de peritos, en lo 
criminal, en lo comercial ó médico legal que exija varios días 
para su desempeño* 

Artutlo XV. — Cuando en materia penal, no politiea. la 
notificación de una diligencia ó de una sentencia emanada de la 
autoridad de uno de los dos países contratantes, deba hacerse á 
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un individuo que se encuentro en el otro país, el documento, 
trasmitido por la vía diplomática, le será notificado personalmen- 
te á moción del ministerio público, del lugar de su residencia, 
por conducto de autoridad competente, y el original en que cons- 
te la notificación, debidamente legalizado, se devolverá por la 
misma vía al Gobierno requeriente. 

Artícelo XVI.- --Cuando en causa criminal, no política, se 
necesite de la comparecencia personal de un testigo, el Gobierno 
del país en donde este se encuentro, lo invitará á comparecer á la 
cita que se le haga. Si el testigo consiente en acudir, se le dará 
inmediatamente el pasaporte que fuere necesario; y los gastos de 
viaje, así como los de estancia, le serán ministrados, según las 
tarifas y reglamentos vigentes, por el país en donde la diligencia 
debe tener efecto. Ningún testigo, cualquiera (pie fuese su 
nacionalidad, que, citado en alguno de los dos países, comparezca 
voluntariamente ante los jueces del otro, podrá ser perseguido 
ó aprehendido por hechos ó condolías criminales ó correccio- 
nales anteriores, ni bajo de pretexto de complicidad en los hechos 
que son objeto do la causa en (pie figure como testigo. 

(•uando en alguna causa criminal, no política, instruida en 
alguno de los dos países, se crea útil la presentación de pruebas 
ó documentos judiciales, su pedido se hará por la vía diplomática 
y so le dará curso, á monos que lo impidan consideraciones 
especiales, bajo la obligación de devolverlos. 

Los Gobiernos contratantes renuncian á toda reclamación do 
los gastos que so ocasionen en los límites do sus territorios 
respectivos, por el envío y la restitución de las pruebas y docu- 
mentos. 

Aktútlo XVII. Los dos Gobiernos se comprometen á comu- 
nicarse recíprocamente las condenas por crímenes ó delitos de 
toda especie, que hayan sido pronunciadas por los tribunales de 
uno de los dos Kstados contra los ciudadanos ó subditos del otro. 
Dicha comunicación se efectuará mediante el envío, por la vía di- 
plomática, do un boletín ó de un extracto de la sentencia pronun- 
ciada cu definitiva, al Gobierno del país á que pertenezca el reo. 
('adauno de los dos Gobiernos dará en este particular, á las auto- 
ridades competentes, las Instrucciones necesarias. 
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Aktíoclo XVIII. La presente Convención queda ajustada por 
cinco años, contados desde el día del canje de sus ratificaciones ; 
comenzará á regir tres meses después de ese canje, y permanece- 
rá en vigor durante un año contado desde el día en que uno de 
los dos gobiernos declare su voluntad de que cesen sus 
efectos. 

Será ratificada y las ratificaciones se canjearán en el plazo 
de diez y ocho ni eses, ó antes, si fuere posible, en la ciudad de 
México. 

Kn fe de lo cual, los plenipotenciarios respectivos la han tima- 
do v sellado con sus sellos. 

Hecha en la ciudad de México en dos originales, cada uno en 

ambos idiomas, á los doce días del mes de mavo de mil ochocicn- 

« 

tos ochenta v uno. 

(L. S.) --(Firmado)- Ignacio Mariscal. 

(L. S.) (Firmado) (i. Nkyt. 



KSPAX A. 



KSTK TRATADO SK KIKMÓ KN MÉXICO Kl, 17 DK XoVIKMHKK 

I)K 1HK1. LAS HATIF1CACIONKS FCKKON CAN.IKADAS 

KN MÉXICO Kli % DK MaKZO DK ÍSH.'J. 



Kl I > resi<leute de los Kstados ruidos Mexicanos v Su Majes- 
tad el Rey de Kspaña, animados del deseo de asegurar y promo- 
ver el bienestar y la tranquilidad de sus respectivos países, faci- 
litando la recita, pronta y eficaz administración de justicia, previ- 
niendo los crímenes y regularizando la entrega de los criminales 
que busquen asilo en sus respectivos territorios, han convenido 
en ajusfar un tratado, y al efecto han nombrado Plenipo- 
tenciarios: 
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Kl Presidente de los Estados-Unidos Mexicanos al señor don 
Ignacio Mariscal, Secretario de Estado y del Despacho de Rela- 
ciones Exteriores, v 

Su Majestad el Rey de España al señor don Emilio de Muruaga, 
Su Enviudo Extraordinario y Ministro Plenipotenciario en México. 

Quienes, después de haberse comunicado sus Plenos Poderes, 
hallados en buen» y debida forma, han convenido en los artículos 
siguientes : 

Artícclo I. — El Gobierno Mexicano y el Gobierno Español se 
comprometen á entregarse recíprocamente los individuos (pie ha- 
biendo sido condenados, ó siendo perseguidos por las autoridades 
competentes de uno de los dos Estados contratantes, como auto- 
res principales, auxiliares ó cómplices de cualquiera de los críme- 
nes ó delitos enumerados en el artículo segundo siguiente, se 
hubiesen refugiado eji el territorio del otro. 

Artícclo II. — Según lo dispuesto en este Tratado, serán entre- 
gados los individuos acusados ó convictos de cualquiera de los 
crímenes siguientes: 

1° Asesinato, incluso los crímenes designados con los nombres 
de parricidio, homicidio, envenenamiento, infanticidio y aborto. 

2° El conato de asesinato. 

¡47 Estupro y violación. 

4° Incendio, inundación de casas y campos. 

5° El robo, entendiéndose por tal la sustracción de dinero, 
fondos, documentos ó cualquiera propiedad pública ó privada, la 
sustracción fraudulenta cometida en vía pública ó casa habitada, 
la sustracción ejecutada con violencia, con escalamiento, horada- 
ción ó fractura. 

(i° Allanamiento de las oficinas del gobierno y autoridades 
públicas, ó de Bancos ó Gasas de Banca, ó de Cajas de ahorro. 
Cajas de depósito ó de Compañías de Seguros, con intención de 
cometer un crimen. 

7° Falsificación ó expendición de documentos falsificados, 
públicos ó privados. 

8" Falsificación ó suplantación de actos oficiales del gobierno 
ó de la autoridad pública, inclusos los de los Tribunales de Jus- 
ticia, ó la expedición ó uso fraudulento de los mismos. 
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\V k La fabricación do moneda falsa, bien sea ésta metálica 
ó en papel, títulos ó cupones falsos de la deuda pública, billetes 
de banco ú otros valores públicos de crédito, de sellos, de timbres, 
cuños v mareas falsas de administración del Kstado ó públicas, v 
la expendieiún, circulación ó uso fraudulento de cualquiera de los 
objetos arriba mencionados. 

10. La sustracción de fondos públicos, cometida dentro tic 
la jurisdicción de una ú otra parte por empleados públicos ó 
depositarios. 

11. Kl hurto cometido por cualquiera persona ó personas 
asalariadas en detrimento de sus principales ó amos 

12. Plagio, entendiéndose por tal la detención ó secuestro ih* 
persona ó personas para exigirles dinero ó para otro cualquier 
fin ilícito. 

V\. La mutilación, golpes ó heridas causadas con premedita- 
ción, cuando de ellas resulte una dolencia ó incapacidad perma- 
nente de trabajo |>ersonal, la pérdida de la vista ó de un ónrano 
cualquiera, ó la muerte sin intención de causarla. 

14. Kl daño cometido en los caminos de hierro, que pueda 
poner en peligro la vida de los pasajeros: en los telégrafos, diques 
ú fibras de utilidad pública. 

l."i. Kl rapto, los atentados con violencia contra el pudor ó sin 
violencia en niños de uno ú otro sexo, menores de trece años de 
edad, la bigamia. 

1(>. La piratería, en la inteligencia de que para los efectos de 
este tratado, serán considerados como piratas: 1" Los que perte- 
neciendo á la tripulación de una nave mercante de cualquiera 
nación ó sin nacionalidad, apresen á mano armada alguna embar- 
cación ó cometan depredaciones en ella, ó h airan \ iolencia á las 
personas que se hallen á su bordo, ó asalten aliruna población. 
2" Los que yendo á bordo do al&runa embarcación se apoderen de 
ella v la entreguen voluntariamente á un pirata. IV* Los corsa- 
rios que en caso de jruerra entre dos ó más naciones ha ira n 
corso sin patente de ninguna de ellas, ó con patentes de dos ó 
más do los beligerantes. 4" Los capitanes, patrones ó cualquiera 
de los que formando parto do la tripulación de un buque de truc- 
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ira se apoderen de él, sublevándole contra el gobierno áque el 
buque pertenezca (1). 

17. Ocultación, sustracción, sustitución ó corrupción de menor; 
usurpación del estado civil. 

18. La bancarrota ó quiebra fraudulenta, y fraudes cometidos 
en las quiebras. 

1 í). Baratería. 

20. Abuso de confianza. 

No se concederá, sin embargo, la extradición en ningún caso, 
cuando el delito consumado ó frustrado, solo merezca pena 
correccional. 

Artículo III. — No habrá lugar á la extradición: 

1° ('liándose pida á causa de una infracción, de la cual el 
individuo reclamado sufre ó ha sufrido ya la pena en el país al 
cual la extradición ha sido pedida, ó por la (pie hubiese sido allí 
perseguido y declarado inocente ó absuelto. 

27 Si con respecto á la infracción (pie ha motivado la demanda 
de entrega se ha cumplido la prescripción de la acción ó de la 
pena, según las leyes del país á quien se haya pedido la extra- 
dición. 

JJ7 ('liando el hecho de la perpetración del crimen no esté pro- 
bado de manera (pie según las leyes del país donde se encuentren 
los individuos acusados, señan legítimamente arrestados y enjui- 
ciados si el crimen se hubiese cometido dentro de su juris- 
dicción. 

4° Por delitos políticos ó por hechos que tengan conexión con 
ellos. No se reputará delito político, ni hecho (pie tenga rela- 
ción con él, el atentado contra la vida del Jefe ó Soberano de uno 
de los dos Estados contratantes y los miembros de sus respecti- 
vas familias, cuando este atentado constituyese el crimen de ho- 
micidio ó envenenamiento. 

0° ('uando se pida la devolución de los esclavos fugitivos y la 
entrega de los criminales que hayan tenido la condición de escla- 

( 1 ) Kn ente tratado se explica con precisión y detalladamente la clase ú*> 
delito que debe califica rae de piratería, gegnn lo indicado en § 126 de 
enta obra. 



TKATAOO KNTKK MKXIlH> N KSlWXA ltW 

^*os ó que contra mi voluntad hubiesen estado su jotos, al tiempo 
de cometer el delito, «1 servicio de alguna persona particular, 
t>° Kn los cusos de los artículos cuarto \ decimosexto. 

Artioi'LO IV. — Ninguna tic las dos parto contratantes aquí 
citadas, otará obligada á entregar á sus propios ciudadanos ó 
subditos, en virtud de la* estipulaciones de ote Tratado. 

Para los efectos de este articulo, los extranjeros naturalizado* 
en México ó en Kspana no se considerarán como mexicanos ó 
españoles si el delito fué cometido antes de la fecha de su natu- 
ratixación. 

Aktutlo V. Cuando el sentenciado ó acusado sea extranjero 
en el territorio de las partes contratantes, el gobierno que deba 
conceder la extradición podrá dar cuenta al del país á quien 
pertenece el individuo reclamado, de la demanda que le haya 
sido dirigida : y si este tíohiorno reclama á su vez el acusado ó 
el detenido para hacerle juzgar por sus tribunales, aquel á quien 
haya sido pedida la extradición podrá á elección suya, entrojarlo 
al Kstado en euvo territorio se hubiese cometido el crimen ó delito 
ó á aquél á quien pertenezca dicho individuo. Si el sentenciado ó 
acusado orna extradición re pide, en conformidad con el presen- 
te Trotado, por una do las partos eonl rotantes, fuese reclamado 
también por otro ú otros gobiernos á causa tic otros crímenes ó 
delitos cometidos por el mismo individuo, éste será entregado al 
gobierno del Kstado en ouvo territorio hubiese cometido la infrae- 
ción más grave, á juicio del tiobieruo que ha tío disponer la 
extradición: cuando las diversas infracciones tuviesen todas la 
misma gravedad, será entregado al tíohiorno del Kstado cuya 
demanda sea do fecha anterior, y por último, será entregado al 
tíohiorno del Kstado al cual pertenezca, si concurren las circuns- 
tancias requeridas por el articulo decimonoveno del presento 
Tratado. 

AKTiru.o VI.— La demanda de extradición será presentada 
por la vía diplomática, y apoyada cu los documentos siguientes: 

V % Kl auto de prisión expedido contra el roo ó cualquiera otro 
documento que tenga al menos la misma fuerza que dicho auto, 
y precise igualmente los hechos denunciados y la disposición 
penal que lo sea aplicable. 
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2'.' Las señas personales del encausado hasta donde sea posible 
á fin de facilitar su busca v arresto. 

• 

Artículo VIL — Las estipulaciones del presente Tratado serán 
aplicables á todas las posesiones extranjeras ó coloniales de cual- 
quiera de las dos partes contratantes. 

• Kn la eventualidad de ausencia de los agentes diplomáticos del 
país ó residencia del Gobierno, ó cuando se pida la extradición 
desde una de las provincias ultramarinas de Cuba á Puerto Rico, 
ó á una de dichas posesiones, la reclamación podrá hacerse por 
los funcionarios superiores consulares. 

Artículo VIII. — Si un criminal evadido fuese condenado por 
el crimen por el (pie se pida su entrega, se dará copia debida- 
mente autorizada de la sentencia del tribunal, ante el cual fué 
condenado. Sin embargo, si el evadido se hallase tínicamente 
acusado de un crimen, se presentará una copia debidamente auto- 
rizada del mandamiento de prisión en el país en que se cometió 
el crimen, v de las declaraciones en virtud de las cuales se dictó 
dicho mandamiento, con la suficiente evidencia ó prueba que 
se juzgue competente para el caso. 

Artículo IX.— En los casos urgentes y sobre todo cuando se 
tema la fuga, cada uno de los dos gobiernos apoyándose en una 
sentencia condenatoria ó de acusación, ó en un mandamiento de 
prisión, podrá, por el medio más rápido, y aun por telégrafo 
pedir y obtener la prisión del acusado ó del condenado, con la 
condición de presentar lo mas pronto posible el documento cuya 
existencia se ha supuesto y a que se refiere el artículo 
octavo. 

Artículo X. — Si dentro del plazo de dos meses contados 
desde el día en (pie el acusado ó condenado fuere puesto á 
disposición del Agente diplomático ó consular, siendo la extra- 
dición pedida de Cuba ó de Puerto Rico, y de cuatro meses si 
la demanda procede de la Península ó Filipinas, no se hubiere 
remitido al acusado al Estado reclamante se dará libertad a 
dicho acusado ó condenado, que no podrá ser nuevamente dete- 
nido por el mismo motivo. 

Artículo XI. — Los objetos robados ó cogidos en poder del 
condenado ó acusado, los instrumentos ó Titiles que hubiesen 
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servido para ootneter el erimen ó delito, asi eomo malquiera otra 
pruelm de eonvieeióu, serán entregados al mismo tiempo que se 
efeotúo la entrega del individuo detenido, aun en el easo do que 
la oxtradieión, después de ooneedida, no pueda verifiearse por 
muerte ó fuga del en l pable. 

l&ta entrega eomprenderá también los objetos de la misma 
naturaleza que el aeusado tuviese esoondidos ó depositados 
en el país donde se hubiese refugiado, y que fueren hallados 
después, 

Quedan, sin emlmrgo, reservados los doreehos do toreero sobro 
lt>8 inoneionados objetos que deliran ser devueltos sin gastos 
después de la temiinaeióu del proeeso. 

Igual reserva queda asi misino estipulada eon rosporto al doro- 
eho tlel iiohiorno al eual se hubiese dirigido la demanda de 
extradieión, de ivtener provisioualtueute diehos objetos mientras 
fueren nooosarios para la instrneeión del proeeso oeasiouado por 
el mismo heeho que hubiese dado lugar á la roolamuoión, ó por 
otro heeho oualquiera, 

AKTitTLo X1L — Los gastos de eaptura, detonoión, interroga- 
torio y trasporte del aeusado hasta su entrega en el puerto, serán 
abonados al reeihirlo por el Uohierno que haxa presentado la 
demanda de extradición, 

Aktioilo Xlll. Kl delito de simple desetvióu no será motivo 
do extradieión; pero si xa aoompauado eon alguno otro de los 
enumerados en el presento Tratado, se proeederá eon forme lo 
prevenido para esos rasos, 

I¿os desertores de la marina no están eomprondidosen la exeep- 
eión anterior, v los Cónsules tronérales, Cónsules, Vieeeónsules ó 
Algentes oousulares, podrán requerir la asisteneia do las autori- 
dades loeales para bu sea r, aprehender y arrestar á los desertores 
de buques de guerra ó Ulereantes de su país. 

<\m tal fin, so dirigirán por eserito á las autoridades loeales 
eompotentes, y probarán eon la oxhihieión de los registros de los 
buques, de la tripulaeión ú otros doeumentos puhlieos. que los 
individuos reelamados liaeiau partí' de diehas tripulaeioues. .lus- 
tifieadn asi la demanda, monos no obstante, euando se probaiv lo 
eontra rio, no se rehusará la entrega. Luego que los desertores 
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fueren aprehendidos, se pondrán á disposición del Cónsul ó Agen- 
te consular que los hubiere reclamado, y podrán ser detenidos en 
las prisiones públicas, á petición y á expensas de Quienes lo» 
reclamen, para ser remitidos á los buques de cuyo servicio deser- 
taron, ó á otros de la misma nación. Sin embargo, si no fue- 
ren remitidos dentro de dos meses contados desde el día de su 
arresto, serán puestos en libertad y no se volverá á aprehenderlos 
por la misma causa. Siempre (pie el desertor hubiese cometido 
algún crimen ó delito en el país donde se recríame, se diferirá su 
extradición hasta (pie termine el juicio criminal relativo, y la 
sentencia criminal haya tenido entera ejecución. 

Queda entendido que si los desertores son ciudadanos del paí» 
donde acontezca la deserción, estarán exceptuados de las estipu- 
laciones del presente artículo (l ). 

Artículo XIV. — Si el individuo reclamado estuviese perse- 
guido, encausado ó condenado por delito cometido en el país en 
donde se refugió, su extradición será diferida hasta que termine 
su causa, ó si fuere ó estuviese condenado, hasta que extinga su 
pena. 

No será obstáculo para su extradición, la responsabilidad por' 
obligaciones civiles que tenga el individuo reclamado á favor de 
personas particulares. 

Aktíítlo XV. — En el caso de haberse pedido la extradición 
por alguno de los delitos enumerados en el artículo segundo, no 
se podrá procesar ni castigar á los procesados por razón de deli- 
tos políticos, ya sean inconexos ó conexos con los crímenes por 
(pie se hubiese concedido la extradición. 

Siempre que las circunstancias políticas de cualquiera de las 
naciones contratantes diesen lugar á temer un procedimiento por 
delito político contra la persona cuya extradición se solicita, 
podrá el gobierno requerido exigir que por medio de notas se 
constituya una nueva garantía á favor del acusado. 

{\) Generalmente, romo dijimos antes '§ 121), laH estipulaciones refe- 
rentes á desertores se han introducido en los tratados de amistad, comer- 
cio y navegación. Kste es uno de los pocos tratados de extradición en que 
se encuentran consignadas tales estipulaciones. 
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Akthtko XVI. Xo proooderá la entrega de pollona algu- 
na en virtud tío esto Tratado por ««ualquior «Timen ó delito oome- 
tido ron anterioridad al oanje do las ratifloaoiones del mismo, y 
no podrá sor jabada por otro ««rimen ó delito «pie el «pie moti- 
vó sn e\t radien ui, a no ser «pie rl «♦rimen sea de los os|toci Meados 
olí «*l articulo segundo, y se haya eometido oon posterioridad al 
eanje de las ratificaciones «l«*l Tratado. 

A unen. o XVI 1, has altas partos oon t ni tan tes se oom pro- 
meten á notificarse reciprocamente las scnten«'ias «Muulonatorias 
«pie dictaron los tribunales de una parte oontm los súlnlitos de 
la otrtí por cualquier erimen ó delito, Ksta nnti tienen ni s«» llevará 
á efecto, enviando por la vía diplomátioa la sontonoia diotada en 
definitiva al gobierno del pais «lo quieu es subdito «»1 sentenciado. 

Cada uno do los «los gobiernos tiara al efooto 'as instrucciones 
ueeesarias á las autoridades competentes. 

Ahtuti.o XVIll. Cuando en la instrucción tío una ««ansa 
oriminal no política, relativa á una demanda de extradición, uno 
de los dos gobiernos juzgare nooesuru* oír testigos «lomiciliarios 
en el territorio «IV la otra alta partí* eoutra tanto, ú «Uro aeto 
«lo iustmccmn judicial, so enviará al efecto por la vía diploma 
tiea un exhorto iv«laotado on las formas pivsoritas por las levos 
vigentes en el país <l«» donde provode la reclamación, \ se cum- 
plimentará observando las leyes del pais en que hayan tío oirse 
h»s testigos. 

Si «muí motivo do un proeoso oriminal no p«»litioo. instruido 
on uno de l«>s «l«>s países «Maltratantes, s«* ju/gas«» mvosarht v\ 
oareo <l«»l aousado «muí individuos detonidW en el «Un» pais, %\ la 
presontaoi«ni «l« % pruolms do «Mmviooion o «lo«*umcut«>s otloiales, 
s«» dirigirá la petioi«»n por la \ ia diplomátioa y s<» le dará ours«>, 
salvo el «*as«* do que s« v «quuigau á v\U* (Mtusidora«*ioues o\e«»p«M«»- 
nales, y «mui la «Munlionuí smmpiv de enviar lo más pronto posi- 
hle los detenidos v «l«* ivstituir l«»s d«tctinicut«»s iudivados. 

Los gastos «IV trasla«*ión do un pais al «»tro, do los iudividiius 
doteuitlos y de los objetos arriba meuci«>uudos, asi «muiio l«»s «pi<» 
ocasi«>nurc el eumplimiouto %lv las formalidades enunciadas en los 
arti«'id«»s pro«MH)ontcs, serán sufragados por «*l tbdnerno que los 
haya re«*lamad«» «lentro «le Ion limites «l«»l t«Trit«»rio respectivo. 
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Artículo XIX. Si al^ún subdito de las partes contratantes 
que hubiese cometido en un tercer Estado uno de los crímenes ó 
delitos enumerados en el artículo segundo, se refugiase en terri- 
torio de la otra parte, se concederá la extradición cuando según 
las leyes vigentes, no pudiese ser juzgado por los tribunales de 
este ¡mis, y á condición de que no sea reclamado por el gobierno 
del país á donde hubiera cometido la infracción, sea (pie no haya 
sido juzgado, sea que no haya cumplido la pena que se le 
impuso. 

Las mismas reglas se observarán para el extranjero (pie hubie- 
se cometido, en las circunstancias antes indicadas, dichas infrac- 
ciones, contra un subdito de una de las partes contratantes. 

Ambas se comprometen á perseguir, conforme á sus leyes 
respectivas, los crímenes y delitos cometidos por los subditos de 
una partí» contra las leyes de la otra, desde el momento en que 
se presente la demanda, y en el caso en (pie los crímenes y 
delitos puedan ser calificados en una de las categorías enumera- 
das en el artículo segundo del presente Tratado. 

( 1 uando un individuo sea perseguido, según las leyes de su 
país, por una acción penable cometida en el territorio de la 
otra nación, el Gobierno de esta última está obligado á facilitar 
los informes, los documentos judiciales con el cuerpo del delito, 
y cualquiera otra declaración necesaria para abreviar el proce- 
dimiento. 

Artículo XX. - Kl presente Tratado continuará en vigor 
mientras no sea abrogado por los dos Gobiernos de los Estados 
contratantes, ó por uno de ellos; mas para (pie sea abrogado por 
uno solo, deberá éste dar aviso al otro Gobierno con doce meses 
de anticipación. 

Artículo XXI. El presente Tratado será ratificado con 
arreglo á la (Constitución de cada uno de los dos países, y las 
ratificaciones serán canjeadas en la ciudad de México dentro del 
término de un año ó antes si fuere posible (1). 



(1> El plazo fijado para t*l canje <lc las ratificaciones diente tratado se 
prorrogo por pí*íh iiiphch. 
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En fe de lo cual los respectivos Plenipotenciarios lo firmaron 
por duplicado y lo sellaron eon sus sellos en la ciudad de México» 
á los diez v siete días del mes de noviembre del año de mil ocho- 
cientos ochenta t uno. 

(L. S.) — (Firmado.) — Ignacio Mariscal. 
(L. S.)— (Firmado). — K. de Mihtaga y Vjldósola. 



INGLATERRA. (1) 



Este tratado se firmó ex México el 7 de septiembre de 
1886. Las ratificaciones fferon canjeadas ex México 

el 22 de enero de 1889. 



Su Excelencia el Presidente délos Estados Unidos Mexicanos 
y Su Majestad la Reina del Reino Unido de la Uran Bretaña c 
Irlanda, habiendo creído conveniente para mejor administrar 
justicia y para prevenir los delitos en ambos países y sus juris- 
dicciones, que los individuos acusados de los delitos enumerados 
más adelante ó condenados por ellos, y que estén prófugos, sean 
en ciertos casos recíprocamente entregados, han nombrado sus 
Plenipotenciarios para celebrar un Tratado, á saber: 

[1J Respecto de este Tratado podremos adoptar las observaciones que 
hace Fiore en su olira (§ 241) al referirse á la convención entre Inglaterra é 
Italia, á saber: "El tratado con la (irán Bretaña difiere mucho délos 
demás tratados, sobre todo en cuanto á las formalidades requeridas para 
poner en práctica la extradición. El extranjero, en Inglaterra, se halla en 
cuanto al goce de su libertad, en las mismas condiciones que un inglés. 
Además, para restringir la libertad de un extranjero, es necesario observar 
las mismas formalidades judiciales que para un inglés, y el extranjero no 
puede ser sometido al poder excepcional de la policía ni á la de la autori- 
dad administrativa, y no puede, como sucede en Francia y otras partes, 
ser expulsado por medida de policía." 
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Su Excelencia el Presidente de los Estados Unidos Mexicanos 
al Señor Licenciado Don Emilio Velasco, ex-Mimstro Plenipoten- 
ciario de México en Francia, etc., etc., etc. 

Y su Majestad la Reina del Reino Unido de la Gran Bretaña é 
Irlanda á Sir Spencer St. John, Caballero Comendador de San 
Miguel y San Jorge, Enviado Extraordinario y Ministro Pleni- 
potenciario de su Majestad Británica en México. 

Quienes después de haberse comunicado mutuamente sus res- 
pectivos plenos poderes, y encontrádolos en buena y debida 
forma, han convenido en los artículos siguientes: 

Artículo I. — Las Altas Partes Contratantes se obligan á en- 
tregarse, en los casos y con las condiciones estipuladas en el 
presente Tratado, á los que estando acusados ó condenados por 
alguno de los delitos enumerados en el artículo II, y cometidos 
en el territorio de alg'.iua de ellas, se encuentren en el territorio 
de la otra. 

Artículo II. — Tendrá lugar la mutua extradición por los 
siguientes delitos: 

1. Homicidio calificado (comprendiéndose el asesinato, el parri- 
cidio, el infanticidio, el envenenamiento); ó el conato de homici- 
dio calificado; ó la colusión para cometerlo. 

2 Homicidio simple. 

>l. El empleo de sustancias ó el uso de instrumentos con el fin 
de procurar el aborto. 
4. Violación. 

ó. Cópula ó conato de cópula con una joven menor de diez y 
seis años de edad, si la prueba producida justifica la prisión por 
esos delitos, conforme á las leves de ambas Partes Contra- 

7 c 

tantes. 

G. Atentado contra el pudor. 

7. Plagio, detención ó prisión ejecutada con falsedad; robo 
de niños. 

8. Rapto. 

9. Bigamia. 

10. Heridas ó golpes que ocasionen graves lesiones, unas y 
otros dados intencionalmente. 
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11. Agresión violenta contra las personas, causándoles algún 
daño corporal. 

12. Amenazas en cartas ó hechas cu otra forma, con el fin de 
obtener dinero n otros objetos de valor. 

13. Perjurio o soborno para que se cometa perjurio. 

14. Incendio voluntario. 

1;V Allanamiento de morada: robo con violencia, robo sin 
violencia, peculado, y abuso de confianza. 

10. Fraudes cometidos por los que reciben alguna cosa mueble 
en deposito o con otro fin. siempre que no se t rustiera el dominio; 
por los banqueros, agentes, factores, tenedores, administradores 
de bienes, directores, miembros ó empleados de una Compañía, y 
que tengan el carácter de delito conforme á las leyes videntes al 
verificarse el hecho. 

17. Kstafa: receptación de dinero, valores ú oíros bienes roba- 
don ú obtenidos desálmente. 

18. (aj ha falsificación ó alteración de la moneda; ó poner en 
circulación moneda falsa ó alterada. 

(h.) La falsificación de documentos públicos ó privados, ó 
poner en circulación documentos falsos ó falsificados. 

(rj Fabricar á sabiendas sin autoridad legal algún instrumen- 
to, utensilio ó máquina propio y adecuado para falsificar moneda 
de los listados respectivos. 

10. Delitos contra las leyes de quiebra. 

20. Todo acto intencional ejecutado con el propósito de poner 
en peligro la seguridad de cualquiera persona que viaje ó esté en 
un ferrocarril. 

21. Danos intencionales causados á la propiedad siempre que 
el hecho motive un procedimiento criminal. 

22. Delitos coy. :-'t idos en alta mar: 

(t\s) Piratería conforme al derecho de gentes. 

(b,J Kehar á pique ó destruir un buque en el mar; ó coludirsc 
para hacerlo ó el conato de esos delitos. 

(c.) Amotinarse ó coludirse con el mismo fin, por dos ó más 
personas, & bordo de un buque en alta mar, contra la autoridad 
del capitán ó patrón. 
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ffl.J Agresión violenta á bordo de un buque en alta mar con 
el propósito de privar déla vida ó causar graves lesiones cor- 
porales. 

2>\. Tráfico de esclavos en términos (pie constituya un delito 
contra las leves de ambos Estados. 

También hay lugar á la extradición por tomar parte en cual- 
quiera de los delitos expresados, con tal que la participación sea 
punible conforme alas leyes de ambas Partes Contratantes. 

Puede también concederse la extradición, á arbitrio del Estado 
á quien se pida, por cualquier otro delito respecto del cual se 
puede conceder la extradición conforme á las leyes de ambas 
Partes Contratantes, vigentes en la época en que sea pedida. 

Artículo III. - Cada uno de los dos gobiernos puede, á su 
exclusivo arbitrio, rehusar la entrega de sus nacionales al otro- 
Gobierno. 

Artículo IV. — La extradición no tendrá lugar si el individuo 
reclamado por parte del Gobierno Mexicano, ó si el individuo 
reclamado por parte del Gobierno de su Majestad, ya ha sido 
juzgado y absuelto ó castigado, ó está todavía enjuiciado en el 
territorio del Reino Unido ó el de México respectivamente, por 
el delito con motivo del cual se pide la extradición. 

Si el individuo reclamado por parte del Gobierno Mexicano ó 
por parte del Gobierno de Su Majestad estuviere enjuiciado por 
otro delito en el territorio del Reino Unido ó en el de México, 
respectivamente, se diferirá su extradición hasta la terminación 
del juicio y en su caso hasta haber extinguido la pena que se le 
haya impuesto. 

Artículo V. — No habrá lugar ala extradición si después de 
cometido el delito ó de comenzado el proceso, ó de la condena- 
ción, ha prescrito la acción ó la pena conforme alas leyes del 
Estado al que se pide la extradición. 

Artículo VI.- — No se entregará al reo prófugo si el delito con 
motivo del cual se pide su entrega tiene carácter político, ó si él 
probase (pie en' realidad se ha hecho el requerimiento para su 
entrega con la mira de juzgarle ó de castigarle por un delito de 
carácter político. 
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Aktktu) Vil. Kl individuo entregado, en ningún caso puede 
sor mantenido ou prisión ó juzgado en el Kstado al cual se ha 
heeho su entrega, por algún otro delito» ó eon motivo do cuales- 
quiera otros negocios diferentes do aquellos que han motivado 
la extradición, hasta que haya sido devuelto ó haya tenido opor- 
tunidad do volver al Kstado por el eual fué entregado. Esta 
estipulaoión no os aplicable á delitos eometidos después de la 
extradieión. 

Akthtlo VIII. - La demanda de extradieión deberá hdeerso 
por medio de los Agentes diplomátieos respeotivos de las Altas 
Partes Contratantes. 

La demanda do extradieión de un acusado estará acompa- 
ñada do un mandamiento de prisión expedido por la auto- 
ridad oompetonto del Kstado que pida la extradieión y de la 
prueba «pie, conformo á las leyes del lugar donde se encuentra 
el acusado, justificarían su detención, si allí se hubiere cometido 
el delito. 

Si el requerimiento se refiere á un individuo ya condenado, 
se acompañará la sentencia condenatoria pronunciada contra el 
condenado por el Tribunal competente del Kstado que pida la 
extradición. 

l T na seut encía pronunciada en rebeldía no se tendrá como sen- 
tencia condenatoria; pero el individuo asi condenado será consi- 
derado como acusado. 

Akthtuo IX.—- Si la demanda de extadición está conformo 
con las precedentes estipulaciones, las autoridades competentes 
del Kstado al eual se haya podido aquella, procederán á la apre- 
hensión del prófugo. 

Akthtlo X. --Se podrá aprehender un roo prófugo en virtud 
de un mandamiento librado por cualquiera Magistrado de Poli- 
cía, Juez de Paz ú otra autoridad competente en uno ú otro país; 
fundado en los informes ó quejas, y en las pruebas ó diligencias 
que, en opinión de la autoridad que expida el mandamiento, 
justificarían esto acto si el delito hubiese sido cometido, ó 
condenada la persona en aquella parte de los dominios de ambas 
Partes Contratantes, en la eual el Magistrado, Juez de Paz ú 
otra autoridad competente ejerce jurisdicción; contal, sin em- 



210 APÉNDICE 

hurgo, que en el Reino Unido el acusado sea consignado, en este 
caso, tan ptvnto romo sea posible, á un Magistrado de Policía en 
Londres* Ku la República Mexicana, el Gobierno decidirá en la 
\ ía administrativa sobre la extradición, entretanto las leyes no 
establearan un procedimiento judicial, en cuyo caso el acusado 
será emulsionado, tan pronto como sea posible, al Juez que la ley 
designe* De conformidad con este artículo, el reo será puesto 
eu UWrtad tanto en el Reino Unido como en la República 
Mcxioana, si en el término de treinta días no se ha hecho la 
demanda de extradición por el Agente diplomático del país res- 
(nvtivo con arreglo á las estipulaciones de este Tratado. 

Se observará la misma regla en los casos de individuos acusa- 
dos ó condenados por alguno de los delitos especificados en este 
Tratado, y cometidos en alta mar á bordo de un buque de alguno 
de los dos países, que llegue á un pnerto del otro. 

Artículo XI. — Sólo tendrá lugar la extradición si, conforme 
á las leyes del Estado al cual se pide aquella, se consideran sufi- 
cientes las pruebas, ya para que el detenido hubiera sido some- 
tido á juicio, en caso de haberse perpetrado el delito en el terri- 
torio del mismo Estado ; ya para probar que el preso es la misma 
persona condenada por los Tribunales del Estado que hace el 
requerimiento, y que el delito por el que fué condenado es de 
aquellos en punto á los cuales el Estado á quien se pidió la 
extradición, podía conceder ésta en la época de la condenación. 
Ningún reo será entregado hasta después de haber trascurrido 
quince días contados desde la fecha en que fué puesto en prisión 
en espera del mandamiento para su entrega. 

Artículo XII. — Las autoridades del Estado al que se pida la 
extradición, en el examen que deben hacer conforme á las prece- 
dentes estipulaciones, admitirán como pruebas válidas las deposi- 
ciones ó declaraciones de testigos tomadas en el otro Estado bajo 
juramento ó bajo protesta de decir verdad, conforme Jo prevenga 
su legislación, ó las copias de estas deposiciones ó declaraciones 
é igualmente los mandamientos librados y sentencias pronun- 
ciadas en el Estado que pide la extradición, los certificados del 
hecho de la condenación ó los documentos judiciales que lo com- 
prueben, con tal que estén legalizados en la forma siguiente : 
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1. l'n mandamiento debe exprimir que está firmado por un 
Juez, Magistrado ó funcionario del otro Estado. 

2. Las deposiciones ó declaraciones, ó sus copias, deben expre- 
sar que están certificadas por un juez. Magistrado ó funcionario 
del otro Estado, y que son las deposiciones ó declaraciones origi- 
nales, ó copias exactas de las mismas, según lo exija el caso. 

l\ V\\ certificado del hecho de la condenación ó un documento 
judicial que lo compruebe, debe expresar que está certificado por 
un Juez, Magistrado ó funcionario del otro Estado. 

4. En todo caso este mandamiento, deposición, declaración, 
copia, certificado ó documento judicial, serán legalizados, ó por 
el juramento de algún testigo, ó sellándoseles con el sello oficial 
del Ministro de Justicia ú otro Ministro del otio Estado: pero 
cualquiera otra forma de legalización, permitida por la ley en la 
época y en el Estado donde se haga el examen, puede ser susti- 
tuida por la precedente. 

AinitTLo XIII. Si el individuo reclamado por una tic las 
dos Altas Partes Contratantes, en virtud del presente Tratado, 
lo fuere también por una ó por varias otras Potencias, por razón 
de otros delitos cometidos en sus respectivos territorios, se 
concederá su extradición al Estado cuya demanda sea primera 
en fecha. 

AktÍ<ti,o XIV. Se pondrá en libertad al reo prófugo, si 
no se produce prueba suficiente para la extradición, en el tér- 
mino de dos meses contados desde la fecha tic su aprehensión, 
ó dentro del término que además de estos dos meses señale 
el Estado á quien se pide la extradición ó el Tribunal competente 
del mismo. 

AKTÍcn*o XV. Todos los objetos secuestrados (pie, al tiempo 
de la aprehensión, estaban en poder del individuo á quien se ha 
de entregar, también serán entregados cuando la extradición 
tenga lugar, si la autoridad competente del Estado al que 
aquella se ha pedido, ordena la entrega de los mencionados 
objetos: dicha entrega se extenderá, no sólo á los objetos 
robados, sino á todo lo que pueda servir de prueba del delito. 

ArtútM) XVI. -Todos los gastos originados de la extradi- 
ción serán por cuenta del Estado que la haya pedido. 
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Artículo XVII. — Las estipulaciones del presente Tratado se 
aplicarán á las Colonias y posesiones extranjeras de Su Majestad 
Británica, en cuanto lo permitan las leyes respectivas de dichas 
Colonias y posesiones extranjeras, vigentes en la época en que 
se pida la extradición. 

La demanda para la entrega de un reo prófugo que se haya 
refugiado en alguna de estas Colonias ó posesiones, se hará al 
Gobernador ó principal autoridad de la Colonia ó posesión, por 
el principal Agente consular de la República Mexicana en la 
Colonia ó posesión. 

La demanda puede ser resuelta, sujetándose siempre, tan exac- 
tamente como sea posible y en cuanto lo permitan las leyes de 
esta Colonia ó posesión extranjera, á las prevenciones de este 
Tratado, por el Gobernador ó autoridad principal, los cuales, sin 
embargo, estarán en libertad de conceder la entrega ó de someter 
el negocio á su Gobierno. 

Su Majestad Británica, no obstante, estará en libertad para 
hacer arreglos especiales en las Colonias británicas y posesiones 
extranjeras á efecto de entregar los reos mexicanos que se refu- 
gien en esas Colonias ó posesiones, sobre la base, tan exacta- 
mente como sea posible y en cuanto lo permitan las leyes de la' 
Colonia ó posesión extranjera, de las prevenciones del presente 
Tratado. 

Las demandas para la entrega de un reo prófugo, emanadas de 
alguna Colonia ó posesión extranjera de Su Majestad Británica, 
se regirán por las reglas establecidas en los anteriores artículos 
del presente Tratado. 

Artículo XVIII. — El presente Tratado comenzará á regir 
diez días después de su publicación, hecha conforme á las reglas 
prescritas por las leyes de las Altas Partes Contratantes. Una 
ú otra de las Altas Partes Contratantes puede ponerle término 
dando noticia á la otra, con una anticipación que no exceda de 
un año ni sea menor de seis meses. 

El Tratado, después de ser aprobado por el Congreso Mexicano 
será ratificado, y las ratificaciones se canjearán en México, tan 
pronto como sea posible. 
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En fe de lo cual, los respectivos Plenipotenciarios lo lian firma- 

<lo v sellado eon sus sellos. 

» 

Ileeho en dos originales, en la ciudad de México, el día siete 
de Septiembre de mil ochocientos ochenta y seis. 



(L. S.) Emilio VKL.vsro. 



(L. S.) Spknckk St. John. 



(ÜATKMALA. 



KSTK TKATADO SK KIKMO KN LA CITDAD DK GlATKMALA KL \\) 

DK MAYO DK 1894. LAS KATIPU'ACIONKS 1TKKON rAN.IK.V- 

DAS KN GlATKMALA KL 2 DK SKPT1KMHRK DK 18!)."). 



Su Excelencia el Presidente de los Estados ruidos Mexicanos v 
Su Excelencia el Presidente de Guatemala, habiendo pactado arre- 
glar por medio de una Convención la extradición de criminales, 
han nombrado A este efecto sus Plenipotenciarios, á saber: 

Su Excelencia el Presidente de los Estados Cuidos Mexicanos 
al señor Licenciado don José F. Godoy, su Encardado de Nego- 
cios tul interím en Guatemala, v 

Su Excelencia el Presidente de Guatemala al señor Doctor don 
Ramón A. Salazar, Secretario de Estado y del Despacho de Rela- 
ciones Exteriores; 

Quienes, después de haber canjeado sus Plenos Poderes, han 
convenido en los artículos siguentes: 

Aktútlo I. El Gobierno Mexicano v el Gobierno de Gua- 

» 

témala se comprometen tV entregarse reciprocamente, por petición 
que uno de los dos Gobiernos dirija al otro, con la única excep- 
ción de sus nacionales, los individuos perseguidos ó condenados 
por las autoridades competentes de aquel de los dos países en 
donde la infracción se haya cometido, como autores ó cómplices 
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de los crímenes y delitos enumerados en el artículo segundo de 
esta Convención, y que se encuentren en el territorio de uno ú 
otro de los dos Estados contratantes. Sin embargo, cuando el 
crimen ó delito que dé lugar á la demanda de extradición hubiere 
sido cometido fuera del territorio de las dos partes contratantes, 
se podrá dar curso a esta demanda, si la legislación del país re- 
querido autoriza la persecución de las mismas infracciones come- 
tidas fuera de su territorio. 

Artículo II. — Los crímenes y delitos previstos por el artículo 
precedente, son : 

1. Asesinato. 

2. Envenamiento. 

3. Parricidio. 

4. Infanticidio. 
f>. Homicidio. 

(>. Violación y estupro. 
7. Incendio voluntario. 

5. Alteración ó falsificación de documentos de crédito público, 
ó de billetes de banco, títulos públicos ó privados; emitir y poner 
en circulación estos documentos, billetes ó títulos contrahechos ó 
falsificados, falsificación en manuscrito ó en despachos telegráfi- 
cos y uso de estos despachos, documentos de crédito, billetes ó 
títulos contrahechos, fabricados ó falsificados. 

9. Hacer moneda falsa, comprendiendo la contrahecha y la al- 
terada ; emitir y poner en circulación moneda contrahecha ó alte- 
rada como también los fraudes en la elección de muestras para la 
comprobación de la ley y peso de las monedas. 

10. Falso testimonio y declaraciones falsas de peritos ó in- 
térpretes. 

1 1 . Atentado a la libertad individual v á la inviolabilidad del 
domicilio, cometido por particulares. 

12. Robo, extorsión, estafa, concusión, malversaciones cometi- 
das por funcionarios públicos. 

13. Bancarrotas fraudulentas y fraudes cometidos en las 
quiebras. 

14. Asociación de malhechores. 
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ló. Amenazas de atentado punible por las leyes del orden cri- 
minal, contra las personas y las propiedades; ofertas ó propues- 
tas de cometer un crimen ó de tomar en él participación ó acep- 
tación de dichas ofertas ó propuestas. 

1<>. Aborto. 

17. Bigamia. 

18. Secuestro, receptación, supresión, sustitución ó suposición 
de infante. 

1 9. Exposición ó abandono de infante. 

20. Secuestro de menores. 

21. Atentado al pudor, cometido con violencia. 

22. Atentado al pudor, cometido sin violencia en la persona ó 
con ayuda de la persona de un niño de uno ú otro sexo de menos 
de catorce años de edad. 

23. Atentado á las costumbres, excitando, facilitando ó favo- 
reciendo, habitualmente, paradla satisfacción de pasiones ajenas, 
el libertinaje ó la corrupción de menores de uno ú otro sexo. 

24. Golpes y heridas voluntarias con premeditación, ó habien- 
do ocasionado, ya sea la muerte ó una enfermedad que parezca 
incurable, ó una incapacidad permanente de trabajo personal, ó 
siendo seguido de mutilación grave, amputación ó privación del 
uso de algún miembro, ceguera ó pérdida del uso completo de un 
órgano. 

2ó. Abuso de confianza y engaño. 

2(>. Soborno de testigos, de peritos ó de intérpretes. 

27. Perjurio. 

28. Alteración ó falsificación de sellos, timbres, punzones y 
marcas; uso de sellos, timbres, punzones, cupones de transporte, 
sellos de correo y marcas contrahechos y falsificados, y uso per- 
judicial de verdaderos sellos, timbres, punzones, cupones de trans- 
porte, sellos de correo y marcas. 

29. Corrupción de funcionarios públicos. 

30. Destrucción de una vía férrea, entorpecimiento á la circu- 
lación de los trenes, teniendo por objeto el ocasionar, ya sea la 
muerte, ó bien heridas á los viajeros. 

31. Destrucción de construcciones de máquinas de vapor, ó de 
aparatos telegráficos. 
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\\ % l. Destrucción ó deterioración de sepulcros, do monumentos, 
de objetos de arte, de títulos, documentos, registros y otro» 
papeles. s 

\\\\. Destrucción, deterioro ó detrimento de efectos, mercancías 
ú otras propiedades inmuebles. 

í)4. Destrucción ó devastación de cosechas, plantíos, árboles ó 
ingertos. 

35. Destrucción do instrumentos de agricultura, y destrucción 
ó envenenamiento de ganado u otros animales. 

ÍJ6. Oposición á que se hagan ó ejecuten trabajos públicos. 

U7. Baratería y Piratería, constituyéndola aún la toma de un 
buque por personas pertenecientes á su tripulación, por medio de 
un fraude ó violencia contra el Capitán ó contra quien lo susti- 
tuya; abandono del buque por el Capitán, fuera de los casos pre- 
vistos por la ley. 

Ü8. Ataque ó resistencia de la tripulación de un buque con 
violencia y vías de» hecho contra el Capitán, por más de un tercio 
de la tripulación, negativa á obedecer las órdenes del Capitán ú 
Oficial de á bordo, para la salvación del buque ó del cargamento, 
con golpes y heridas, complot contra la seguridad, la libertad ola 
autoridad del Capitán. 

ííí). Receptación de objetos adquiridos con ayuda de uno de los 
crímenes ó delitos previstos en la presente Convención. (I) 

Quedan comprendidas en las calificaciones precedentes las ten- 
tativas punibles, según la legislación de los dos países contratan- 
tes. En todo caso, la extradición solamente tendrá lugar por 
hechos criminales que sean punibles en el país á quien se recla- 
ma, con una pena que no baje de un año de prisión. 

ARTÍcrLo III. — La demanda de extradición deberá siempre 
hacerse por la vía diplomática. 

Aktícitu) IV. — La extradición será concedida mediante la 
presentación, ya sea del original ó de una copia auténtica del fallo 
ó sentencia condenatoria, ya sea del mandamiento de prisión, ó 

(I) La lista de los crímenes y delitos que pueden motivar la extradición 
U8 bien amplia y extensa en ente tratado. Ksto concuerda con una de las 
tendencias modernas de Ioh tratados «te extradición it que hicimos referen- 
cia en el $ 70 de esta obra. 
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de cualquiera otra orden que tenga la misma fuerza, siempre que 
contenga la indicación precisa del hecho por el cual haya sido 
dictada. Estos documentos irán acompañados de una copia del 
texto de la ley aplicable al hecho imputado, y si fuere posible, de 
la filiación del individuo reclamado. 

Artículo V. — En caso de urgencia, la prisión provisional se 
efectuará con el aviso, transmitido por el correo ó por telégrafo, 
de la existencia de una orden de prisión, á condición, sin embar- 
go, de que este aviso sea dado en debida forma por la vía diplo 
mática, al Ministro de Negocios Entran jeros del país requerido. 
La prisión provisional tendrá lugar en la forma y según las re- 
glas establecidas por la legislación del Gobierno requerido; y ce- 
sará de tener efecto si en el transcurso de tres meses, contados 
desde el momento en que se haya efectuado, no se diere al incul- 
pado conocimiento de uno de los documentos referidos en el 
artículo cuarto de la presente Convención. 

Artículo VI. — La extradición no tendrá lugar cuando se pida 
á causa de una infracción por la cual el individuo reclamado haya 
sido condenado, declarado inocente ó absuelto en el país del Go- 
bierno requerido. 

Si el individuo se halla perseguido ó condenado en el país en 
donde fuere encontrado, su extradición podrá ser diferida hasta 
que se haya abandonado su persecución, que sea declarado inocen- 
te ó absuelto, ó hasta el tiempo en que se haya extinguido su 
condena. 

En el caso de que sea perseguido ó detenido en el mismo país 
por razón de obligaciones que haya contraído hacia particulares, 
su extradición tendrá lugar, sin embargo, dejando á salvo los 
derechos de la parte agraviada para hacerlos valer ante la auto- 
ridad competente. 

Artículo VII. — Cuando un mismo individuo sea simultánea- 
mente reclamado por varios Estados, el Estado requerido queda 
en libertad para decidir á (pié país ha de entregarlo. 

Artículo VIII. — No se entregará al delincuente prófugo si el 
delito con motivo del cual se pide su entrega es de carácter polí- 
tico, ó si el Presidente de la Nación donde aquél se encuentra 
creyere que, aunque la extradición se solicita por un delito común, 
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el verdadero objeto es castigar delitos políticos: en tal caso, el 
Presidente no estará obligado á exponer las razones de su nega- 
tiva (1). 

No será repntado delito político ni hecho conexo con delito se- 
mejante, el atentado contra la persona del Jefe de un Estado 
extranjero ó contra uno de los miembros de sn familia, cuando 
este atentado constituva el hecho, va sea de homicidio, de asesi- 
nato ó de envenenamiento. 

Artíci'Lo IX. — El individuo entregado no podrá ser persegui- 
do ni castigado ^n el país al cual se ha cod cedido la extradición, 
ni entregado á un tercero, por un crimen ó delito cualquiera no 
previsto en la Convención presente y anterior á la extradición, á 
menos que haya tenido, en uno y otro caso, la libertad de salir de 
nuevo del país susodicho, durante tres meses después de haber 
sido juzgado, y. en caso de condenación, después de haber sufrido 
su pena ó de haber sido indultado. 

No podrá tampoco ser perseguido ni castigado por razón de un 
crimen ó delito previsto en la Convención actual y anterior á la 
extradición, pero distinto del que haya motivado esta última, á no 
ser con consentimiento del Gobierno que la haya concedido, el 
cual podrá si lo juzga conveniente, exigir la presentación de uno 
de los documentos mencionados en el artículo cuarto de la pre- 
sente Convención. El consentimiento de este Gobierno se reque- 
rirá igualmente para permitir la extradición del inculpado á un 
tercer país. Sin embargo, dicho consentimiento no será necesa- 
rio cuando el inculpado haya pedido espontáneamente ser juzga- 
do ó sufrir su condena, ó cuando no haya salido, en el plazo fija- 
da antes, del territorio del país á que ha sido entregado. 

Artículo X. — La extradición podrá rehusarse si ha prescrito 
la pena ó la acción, conforme á las leyes del país donde el acusa- 
do se encuentre, á contar desde la fecha de los hechos imputados, 
ó desde su persecución ó condena. 



(1) Kste artículo deja en p'ena lit>ertad al Ejecutivo del país requerido 
para no acceder á la demanda de un reo político, sin tener que exponer las- 
razones de su negativa. Es innovación de utilidad y conveniencia. 
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Aktíitlo XI. ruando haya lugar á la extradición, todos lo» 
objetos aprehendidos que pueden servir para probar el crimen ó 
delito, así como los objetos procedentes de robo, serán, seguir la 
apreciación de la autoridad competente, entregados A la potencia 
reclamante, ya sea que la extradición pueda efectuarse, habiendo 
sido el acusado preso, ya sea que no se haya podido efectuar, por- 
que el acusado culpable se haya evadido de nuevo ó hubiere fa- 
llecido, lista entrega comprendera también todos los objetos 
que el acusado haya ocultado ó depositado en el pats y que se 
descubran ulteriormente. 

Quedarán, no obstante, A salvo los derechos de tercero, no 
implicado en la persecución, que hayan podido adquirirse sobre 
los objetos indicados en el presente articulo. 

Aktutu) XII, Los gastos ocasionados por la aprehensión, 
la detención, la custodia, los alimentos y el transporte del indivi- 
duo cuya extradición se haya concedido, asi como el transporte de 
los objetos mencionados en el articulo precedente, se harán por 
cuenta del Gobierno que solicite la extradición. 

AktutIiO XIII. — Queda formalmente estipulado que la extra- 
dición por via de tránsito por los territorios respectivos de los 
listados contratantes, de un individuo que no pertenezca al pais 
por donde transita, será concedida mediante la simple presenta- 
ción del original ó de la copia auténtica de una de las constancias 
procesales mencionadas, según los casos, en el articulo cuarto 
arriba citado, siempre que el hecho que sirva de base á la extra- 
ilición esté comprendido en la ( 1 on vención presente, y no incluso 
en las disposiciones de los artículos octavo y décimo, 

AktÍ(TU> XIV. ( 1 uando en la prosecución de un negocio pe- 
nal, no político, uno de los Gobiernos juzgue necesaria la audien- 
cia tic testigos que se encuentren en el otro Kstado, se enviará un 
exhorto, al efecto, por la vía diplomática; y se le dará curso por 
las autoridades competentes, observando las leyes del país donde 
se practique la audiencia de los testigos. Ambos Gobiernos re- 
nuncian á toda reclamación que tenga por objeto la restitución 
de los gastos que resulten do la cumplimentación de los exhortos, 
á menos que se trate del examen de peritos en lo criminal, en lo 
comercial, ó médico legal, que exija varios días para su desempeño. 
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Artículo XV. — Cuando en materia penal, no política, la noti- 
ficación de una diligencia ó de una sentencia emanada de la autori- 
dad de uno de los dos países contratantes, deba hacerse á un indi- 
viduo (pie se encuentre en el otro país, el documento transmitido 
por la vía diplomática le será notificado personalmente á moción 
del Ministerio público del lugar de su residencia, por conducto de 
la autoridad competente, y el original en que conste la notifica- 
ción, debidamente legalizado, se devolverá por la misma vía al 
Gobierno requeriente. 

Artículo XVI. — Cuando en una causa criminal, no política, 
se necesite de la comparecencia personal de un testigo, el Gobier- 
no del país en donde éste se encuentre lo invitará á comparecer á 
la cita (pie se le haga. Si el testigo consiente en acudir- se le 
dará inmediatamente el pasaporte que fuere necesario ; y los gas- 
tos de viaje, así como los de estancia, le serán suministrados, se- 
gún las tarifas y reglamentos vigentes, por el país en donde la 
diligencia debe tener efecto. Ningún testigo, cualquiera que sea 
su nacionalidad, que, citado en alguno de los dos países, compa- 
rezca voluntariamente ante los jueces del otro, podrá ser perse- 
guido ó aprehendido por hechos ó condenan criminales ó correc- 
cionales anteriores, ni bajo pretexto de complicidad en los hechos 
que son objeto de la causa en que figure como testigo. 

Cuando en alguna causa criminal, no política., instruida en 
alguno de los dos países, se crea útil la presentación de pruebas 
ó documentos judiciales, su pedido se hará por la vía diplomática 
y se le dará curso, á menos que lo impidan consideraciones espe- 
ciales, bajo la obligación de devolverlos. 

Los Gobiernos contratantes renuncian á toda reclamación de 
los gastos que se ocasionen en los límites de sus territorios res- 
pectivos, por el envío y la restitución de las pruebas y do- 
cumentos. 

Artículo XVII. — Los dos Gobiernos se comprometen á comu- 
nicarse recíprocamente las condenas por crímenes ó delitos de 
toda especie (pie hayan sido pronunciadas por los tribunales de uno 
de los Estados contra los ciudadanos del otro. Dicha comunica- 
ción se efectuará mediante el envío, por la vía diplomática, de un 
boletín ó de un extracto de la sentencia pronunciada en deflniti- 
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va, al Gobierno del país á que pertenezca el reo. Cada uno de 
los dos Gobiernos dará, en este particular, á las autoridades com- 
petentes las instrucciones necesarias. 

Akthtlo XVIII.- La presente Convención queda ajustada 
por cinco años, contados desde el día del canje de sus ratificacio- 
nes; comenzará á regir tres meses después de ese canje y perma- 
necerá en vigor durante un año contado desde el día en que uno 
de los dos Gobiernos declare su voluntad de que cesen sus efectos. 

Será ratificada, y las ratificaciones se canjearán á la mayor bre- 
vedad posible, en la ciudad de Guatemala. 

Kn fe de lo cual, los Plenipotenciarios respectivos la han fir- 
mado v sellado con sus sellos. 

Hecha en la ciudad de Guatemala, en dos originales, á los diez 
v nueve días de Mavo de mil ochocientos noventa v cuatro. 



(L. S. ) .José F. Godo y 



(L. S. ) Ramón A. Salaban. 



II. 

NOTAS ADICIONALES 



§ 59, Página 35. — Aunque en el tratado celebrado en Amiens en 
1 802 entre Francia, España, Gran Bretaña y Holanda se 
autorizó la extradición de los criminales que se refugiaran 
en cualquiera de esos países, ( § 20 ) esa convención no ver- 
saba exclusivamente sobre el derecho de extradición, y por 
lo tanto puede decirse que los tratados de extradición de 
Lima y Montevideo, fueron en realidad los primeros que 
se han celebrado, en que más de dos naciones han sido las 
partes contratantes. 

§ 78, Páginas 41 y 42. — Para evitar la aplicación, del principio 
referido de que un tratado de extradición puede hacerse 
extensivo á un hecho punible ya previsto, pero que ha sido 
cometido antes de que principiara á regir el tratado, en 
muchas de las conveniencias modernas se estipula lo con- 
trario. ( Véanse tratados en Moore, Fiore, Billot, Clark y 
en el apéndice de esta obra.) 

§ 79, Página 43. — La ley de extradición del Perú en su artículo 
I o terminantemente hace extensivas sus prescripciones á 
los crímenes ó delitos cometidos "en su territorio ó aguas 
territoriales, buques mercantes en alta mar, y los de gue- 
rra, donde quiera que se encuentren." 

§ 82, Página 44. — Es de creerse que debido al éxito que recien- 
temente obtuvo el Japón en su guerra con la China, y su 
posición elevada como nación que así ha obtenido, ya no 
admitirá la jurisdicción extraterritorial de que se trata. 

^ 104, Página 58. — En México la regla adoptada es diferente á 
la aquí consignada. Así se demostró en un caso reciente de 
extradición de un reo (pie adquirió la ciudadanía mexica- 
na por naturalización. Nos referimos á la demanda y re- 
solución sobre extradición de los hermanos Rowe ( Boletín 
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Oficial de la Secretaría de Relaciones Exteriores. México, 
diciembre 1" de 189."). Tomo I, páginas (5.1-92) Uno de 
los acusados, Uhester W. Rowe, adquirió la ciudadanía mc- 
xieana de la manera indicada, y por esa razón se acontó 
que no era de aceedersc á la demauda de extradición de tal 
ívo, formulada por el Gobierno americano. 

Este Gobierno insistió en (pie el acusado debía ser en- 
tregado, poi*quc había obtenido la ciudadanía mexicana 
con el propósito de evadir la extradición. La contestación 
del señor Mariscal, Ministro de Relaciones Exteriores de 
México, es de suficiente importancia y tan bien fundada, 
que nos permitimos reproducir aquí parte de ella, pues 
claramente comprueba el derecho que asistía al gobierno 
mexicano en la resolución tomada. 

Dice el señor Mariscal: M Mientras no se declare por 
un tribunal competente que es nula la naturalización de 
(\ W. Rowe, debemos considerarla válida v hecha (como 
lo fué realmente) de conformidad con las leyes de México. 
Esta validez es un punto que no admite discusión y sobre 
el cual el Gobierno mexicano no estaría dispuesto á admi- 
tirla, si se quisiera suscitarla por la vía diplomática; fun- 
dándose, para esa indisposición, en principio* declarados 
por el mismo Gobierno de los Estado* Unidos, de los que 
no hago mención por no parecer::. e necesario. De consi- 
guiente, este Gobierno se cree con el derecho y la obliga- 
ción de considerar á Rowe como mexicano. Ahora bien, 
el tratado sobre extradición vigente entre los dos países 
excluye de la obligación de entregar, para ser juzgados, á 
los nacionales del país requerido. Luego este Gobierno 
no está obligado á entregar á (\ \\\ Rowe, aun cuando de 
ello resultara el inconveniente muv lamentable de su im- 
punidad, que no es de temerse resulte en este caso. 

"Fuera del tratado, lo único que pudiera alegarse como 
aparente derecho para pedir la extradición de Rowe, es [ 1 ) 
lo que se está llamando la fraudulencia de su naturaliza- 
ción; y {2\ su insuficiencia para libertarlo de la responsa- 
bilidad criminal que tenía en el país de su nacimiento. 



224 NOTAS ADICIONALES 



porque no puede (según se dirá tal vez) darse un efecto 
retroactivo á ese acto. 

" La llamada fraudulencia no existe en realidad, pues que 
fueron ciertos los hechos alegados por Rowe para pedir su 
naturalización, y esos son los que requiere la ley ( la Cons- 
titución misma de esta República) para nacionalizar á un 
extranjero que adquiere en México bienes raíces. No exi- 
ge que el fin sea éste ó el otro, de acuerdo, ó no, con los 
fines de la justicia universal. No exige ni aun la volun- 
tad directamente expresada del interesado ; declara mexi- 
cano al extranjero que adquiere un bien raíz y omite ma- 
nifestar su deseo de conservar su nacionalidad primitiva. 

"En vista de declaración tan terminante, es inútil alegar 
que hubo fraude, no en la naturalización misma, que fué 
conforme á la ley, sino en el fin ó intención con que pudo 
habérsela procurado C. W. Rowe, toda vez que la in ten» -ion 
oculta con que se procede en tales casos no produce, aun 
descubierta, ningunos efectos legales. 

u Por otra parte ; aun cuando el manejo que se atribuye á 
Rowe sirva para esquivar la justicia del país de origen, no 
ha de servir en infinidad de casos, entre los cuales se nu- 
mera el presente, para eludir la justicia de México. Si en 
algún caso remoto la naturalización mexicana de un delin- 
cuente extranjero puede producir el efecto de dejarlo impu- 
ne, esa es consecuencia ineludible de las limitaciones que 
todavía tiene la extradición en todos los países, aun los 
más adelantados, como sucede en los Estados Unidos, don- 
de ni la lev sobre extradición ni los tratados sobre ella 
comprenden á todos los autores de delitos comunes 5 por lo 
cual quedan muchos sin castigo, refugiándose en aquel te- 
rritorio. También hay impunidad, por modo inevitable, 
en el país de usted, para los que se naturalizan ocultando 
que han cometido un delito en otro país, supuesto que en 
los Estados Unidos, por regla general, no se castigan los 
delitos cometidos en el extranjero. 

"No ofrece, por lo mismo, en esta materia, mayores incon- 
venientes la legislación mexicana, que la de otras naciones. 
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Por el contrario, la nuestra hace que el inconveniente de 
la impunidad sea de muy rara ocurrencia, facilitando en 
multitud do casos el castigo en México de un crimen come- 
tido en el exterior, como sucede en el caso de C W. Rowe. 

" El segundo alegato con que pudiera fundarse la extra- 
dición hoy rehusada consiste, según he indicado antes, en 
decir que la naturalización, aunque legítima, es insuficien- 
te para impedir la responsabilidad criminal que ya tenía 
Rowe contraída en su patria. Mas declarar esa naturali- 
zación insuficiente para algo, sería limitarla, como no la 
limita la ley, única que ha podido hacerlo y no lo hizo 
ciertamente; pues entre nosotros todo naturalizado tiene 
los mismos derechos que el natural del país, sin más res- 
tricción que el no poder ocupar algunos puestos públicos 
para los cuales se requiere el nacimiento en México. De- 
cir, por otra parte, (pie se da a la naturalización de Kowe 
un efecto retroactivo sería completamente infundado, por- 
que no se ha querido atribuirle el carácter de mexicano en 
actos que ejecutara antes de serlo, sino considerarlo con 
. nuestra nacionalidad cuando va la tenía: á saber, en el 
momento en (pie se pidió su extradición. Ésta se niega por- 
que, siendo Kowe mexicano en virtud de la ley, no hay 
obligación de entregarlo en ningún caso y por ningún he- 
cho ocurrido en cualquier tiempo." (Boletín Oficial etc. 
Tomo I. páginas 80- 82.) 

Para terminar esta nota ya bien extensa, diremos que 
el otro reo Richard R. Rowe, implicado tn el delito (pie 
motivó la demanda de extradición mencionada, fué (Mitre- 
gado por el gobierno mexicano, d«* conformidad con las 
prescripciones del tratado de extradición vigente entre los 
listados Unidos y México. (Boletín Oficial etc. Tomo I, 
página 92.) 

§113, Página (>(>.- -No sería improbable (pie tratándose de mo- 
narquías constitucionales ó repúblicas, se adoptara también 
como regla en los tratados de extradición, que el atentado 
contra el jefe ó uno de los miembros del gabinete, cuando 
este atentado constituye el hecho, ya sea de homicidio, de 
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asesinato ó de envenenamiento, no debe considerarse como 
delito político. 
§121, Página (59. — Aquí también mencionaremos el artículo XIII 
del tratado de extradición entre México y España, firma- 
do en 1881, que también contiene las prescripciones relati- 
vas á la entrega de desertores, consignadas en términos 
claros y explícitos. (Apéndice I, página 201 de esta obra.) 

§ 128, Página 711. — Por un error de imprenta se asienta aquí que 
la extradición no podrá verificarse mientras el reo recla- 
mado sea procesado por el mismo delito en el país reque- 
riente, cuando debía leerse "país requerido ó de asilo." El 
texto también en la página 74, línea (> contiene las pala- 
bras "del país requeriente" cuando debían ser "del país 
requerido ó de asilo." Aunque en verdad ese error tipo- 
gráfico parece subsanado en los párrafos siguientes de la 
obra, hacemos la corrección correspondiente para evitar 
cualquier confusión. 

§ 199, Página 1 14. — Las Repúblicas Centroamericanas parecen ha- 
ber adoptado entre sí el tercer sistema sobre gastos, de que 
aquí se hace mérito. Así se estipula en el Tratado -Gene- 
ral celebrado (Mitre Guatemala y Honduras el 2 de marzo 
de 1895, cuyas ratificaciones fueron canjeadas el 20 de 
enero de 1896; pues su artículo LXV dice lo siguiente: 
"Los gastos que causen el arresto, mantenimiento y tras- 
porte del individuo reclamado, y también los de la entrega 
y traslación de los objetos que según el. artículo anterior 
deben remitirse, serán de cuenta de los dos Estados en sus 
respectivos territorios." Igual prescripción contiene el 
tratado general firmado entre Honduras y El Salvador el 
19 de enero de 1895, y el tratado general celebrado entre 
Honduras y Nicaragua el 20 de octubre de 1894. 

§200, Páginas l(if> y 166.— Para dar á conocer la tramitación 
(pie actualmente se sigue en las Repúblicas Centro-Ame- 
ricanas, respecto de las demandas de extradición presenta- 
das por uno á otro de esos gobiernos, insertamos á conti- 
nuación los artículos XL, XLI, XLVIII, XLIX, L, LI y 
LII del tratado general entre Honduras y Guatemala, 
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cuyas ratificaciones fueron canjeadas, como ya dijimos 
el día 20 de enero de 1896, y que expresan lo siguiente: 

" Artículo XL. — Para dar el debido cumplimiento á las 
demandas de extradición, se establece que la demanda ó 
reclamación proceda del Juez de la causa y pase á la Corte 
Suprema de Justicia ó Presidencia del Poder Judicial; 
que de allí pase al Supremo Poder Ejecutivo y de éste al 
de la República donde se ha de verificar la entrega; del 
Poder Ejecutivo de ésta, ala Suprema Corte de Justicia ó 
Presidencia del Poder Judicial; y de allí al Juez que, 
segxui las leyes del país respectivo, debe cumplimentar la 
extradición. Pronunciado el acuerdo sobre la solicitud 
de ésta, se devolverá diligenciada y resuelta, al Tribunal ó 
Juzgado de su origen, observándose en orden inverso, las 
mismas formalidades que quedan mencionadas, y debiendo 
obrar en todo caso, las firmas correspondientes para la 
autenticidad de dichos documentos. Se conviene además 
en la observancia de las formas ó requisitos determinados 
para las demandas de extradición, para que puedan expe- 
dirse y cumplimentarse recíprocamente los exhortos, requi- 
sitorias y demás diligencias del orden Judicial. 

"Artículo XLI. — La extradición solicitada en la forma 
prevenida en el artículo precedente, deberá acordarse 
siempre que á la demanda se acompañe la sentencia con- 
denatoria ó el auto motivado de prisión que se haya libra- 
do, y se indique además la naturaleza y gravedad de los 
hechos punibles que motivan la solicitud de extradición, 
así como también las disposiciones de las leyes peuales, 
aplicables á ellas. Esos documentos se remitirán origi- 
nales, ó en copia legalizada, por el Tribunal ó autoridad 
correspondiente, ó por un Agente Diplomático ó Consular 
del país á quien se pide la extradición. Se darán al pro- 
pio tiempo, siempre que fuere posible, las señales ó distin- 
tivos del individuo reclamado, y cualquiera otra indicación 
que pueda hacer constar su identidad. 

"Artículo XLVIII. — En todos los casos en que proceda 
la prisión del refugiado, se le hará saber su causa en el 
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término de veinticuatro hora», pudiendo hacer nao del 
derecho que le acuerda el artículo siguiente. 

"Autí<:i;í» XLIX. — Kl reo jnxlrá dentro de tren día* 
perentorio*, contado* desde el siguiente al de la notifica- 
ción, oponerle á la extradición, alegando: 

1? Que no e* la per*ona reclamada. 

2? Lo* defecto* sustancíale* de que adolezcan lo* docu- 
mento* presentado*; y 

3? La improcedencia del pedido de extradición. 

"Aktíci:i/> L. — En lo* caso* en que sea necesaria la 
comprobación de lo* hecho* alegado*, se abrirá el inciden- 
te á prueba, siguiendo respecto de ella y de *u* termino», 
la* prescripciones de la ley proce*al del Estado re- 
querido. 

"AhtUxíA) LI. — Producida la prueba, el incidente «era 
fallado. *ín mas trámite, en el termino de diez día*, decla- 
rando *i hay ó no lugar á la extradición. 

Dicha resolución será apelable dentro del termino de 
tre* días, para ante el Tribunal competente, quien pronun- 
ciará *u decisión *in ulterior recur*o en el plazo de cin- 
co día*. 

"AhtUxíjo LIL -Si la sentencia fuera favorable al pe- 
dido de extradición, el Tribunal que pronunció el fallo, lo 
hará saber inmediatamente al Poder Ejecutivo, a fin de 
que provea lo necesario para la entrega del delin- 
cuente. 

Sí fuere contrarío, el Juez ó Tribunal ordenará la inme- 
diata libertad del detenido, y lo comunicará al Poder Eje- 
cutivo, acompañándole copia de la sentencia para que lo 
ponga en conocimiento del Gobierno requeriente. 

En los caso* de negativa por insuficiencia de documen- 
to*, debe reabrí rse el juicio de extradición, siempre que el 
Gobierno reclamante presente otros ó complemente lo* ya 
presentados." — "El Guatemalteco," Diario Oficial de Guar 
témala, Enero 2o de 1 890. 

Debemo* agregar que la* disposiciones anteriores exis- 
ten sustancial mente idénticas en otro* tratado* generales 
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celebrados entre Honduras y Kl Salvador, Honduras y 
Nicaragua, oto. 

Apéndice 1» Pagina I7i>. So celebró un tratado do extradición 
entro Méxioo y Francia, haoo algunos anos, poro sus ratifi- 
oaoionos no fuoron canjeadas, y por lo tanto no so puso 
on vigor. 

Diromos también que ya so ha negociado un tratado de 
oxtradioión entre Móxioo y Kl Salvador, habiendo sido ol 
Dr. Don Baltasar Kstupinián, Ministro do osto país on 
Guatemala, ol Plenipotenciario encargado do oolobrarlo 
con ol autor do esta obra, a quien ha cabido la honra do sor 
designado por parte del Gobierno Mexicano para el mismo 
objeto, Ksta convención os casi idéntica á la ajustada 
entro México y Guatemala cuyo texto se encuentra en 
las páginas 2Ki 221 de esto libro. Todavía no ha sido 
ratificada, y por lo tanto no so ha verificado ol eanje 
respectivo. 
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